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La siguiente Biblioteca básica de derechos humanos está compuesta de diez 
títulos: Qué son los derechos humanos, Qué es el Estado social y democrá-
tico de derecho, Qué es el derecho a la vida, Qué es el derecho a la libertad 
personal, Qué es el derecho a la integridad personal, Qué es el derecho a 
la igualdad, Qué es el derecho internacional humanitario, Qué es la justi-
cia transicional, Cuáles son los derechos de las víctimas y Cuáles son los 
mecanismos de protección de derechos humanos.

Cada libro tiene la misma estructura para facilitar su consulta y consta de 
ocho apartados: 

1. Respuestas a sus preguntas

 Donde se absuelven los interrogantes más importantes del tema del 
libro. Contiene conceptos básicos sobre el asunto en cuestión.

2. Normas internacionales y nacionales 

 Se incluyen las principales normas nacionales tanto constituciona-
les y legales, así como normas  de los principales tratados interna-
cionales relacionadas con el tema.

3. Qué dicen las Cortes 

 Contiene extractos de decisiones judiciales tanto de organismos 
nacionales como internacionales sobre materias vinculadas con el 
objeto del libro. Entre otras, de la Corte Constitucional y la  Corte 
Interamericana, de Derechos Humanos.

4. Qué dice la doctrina

 Algunos de los textos traen un artículo escrito por el autor del libro 
donde se desarrolla con mayor detalle y profundidad algunas de las 
problemáticas relacionadas con el derecho. Otros textos exponen 



extractos de decisiones de organismos como la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos y los Comités de Naciones Unidas 
o informes de expertos como Relatores Especiales o Grupos de 
Trabajo de Naciones Unidas. 

5. Casos 

 Incorpora como mínimo una decisión internacional y otra nacional 
donde se haya resuelto un hecho concreto de que trata cada libro. 
Cada caso de manera breve expone los hechos y algunos razona-
mientos del organismo judicial que motivaron su decisión.  

6.	 Preguntas	para	reflexionar

 A partir de formular interrogantes o problemas jurídicos, se bus-
ca que el lector se cuestione sobre el derecho expuesto. Algunas 
preguntas sirven como autoevaluación y otras como modelos de 
ejercicios.

7. Glosario de términos básicos

	 De	manera	 alfabética	 se	definen	y	 explican	 expresiones	que	 son	
citadas de manera frecuente en cada libro.

8. Bibliografía básica

 Es un listado de fuentes adicionales y complementarias para los 
lectores que quieran ahondar en el derecho. También incluye algu-
nas páginas web.  

 El presente libro fue escrito por Nelson Camilo Sánchez León, pro-
fesor asociado de la Universidad Nacional de Colombia y coordi-
nador de investigaciones sobre Justicia Transicional del Centro de 
Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad -  Dejusticia. Es abogado 
de la Universidad Nacional de Colombia y magíster en derecho in-
ternacional de la Universidad de Harvard. Ha sido becario Rómu-
lo Gallegos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(Washington DC) e investigador de la Comisión Colombiana de 
Juristas (CCJ). 
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7Respuestas a sus preguntas

¿Por qué se habla tanto en Colombia del 
término justicia transicional?
En nuestro país se inició a usar de manera común el término “Justicia Tran-
sicional”	desde	hace	aproximadamente	una	década	en	época	de	la	discusión	
del marco jurídico de desmovilización y reintegración de los grupos pa-
ramilitares. Desde entonces, el término justicia transicional ha sido usado 
para hacer referencia a los mecanismos que buscan garantizar un balance 
entre los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, con 
aquellas medidas que tienen como objetivo hacer posible la terminación del 
conflicto	armado	y	el	tránsito	hacia	una	paz	duradera	y	sostenible.	Entre	
estas medidas de “justicia transicional” en Colombia se incluyen: la deno-
minada Ley de Justicia y Paz, la Ley sobre acuerdos de contribución a la 
memoria histórica, la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, y la reforma 
constitucional conocida como el Marco Jurídico para la Paz. 

La justicia transicional pretende servir de puente entre el pasado de viola-
ciones	y	conflicto	y	un	futuro	de	paz	y	democracia	en	donde	se	respeten	los	
derechos humanos. Para que esta paz sea posible, las herramientas de justi-
cia transicional promueven medidas de justicia hacia las víctimas para que 
la paz se construya teniendo en cuenta sus necesidades. La palabra clave en 
el diseño de una estrategia de justicia transicional es la palabra balance. En 
situaciones	en	las	que	ha	existido	victimización	masiva,	muchas	veces	es	di-
fícil esclarecer todos los hechos, llevar a la justicia a todos los responsables 
y	garantizar	la	reparación	exhaustiva	de	cada	una	de	las	víctimas.	Asimismo,	
cuando	la	transición	se	presenta	por	la	negociación	política	de	un	conflicto	
armado, algunos de estos intereses de verdad, justicia y reparación, pueden 
enfrentarse a los intereses de la paz. Tanto la búsqueda de la paz como los 
derechos de las víctimas son valores constitucionales importantes y, por 
tanto, las herramientas de justicia transicional buscan hacer un balance que 
permita enfrentar los difíciles dilemas que enfrenta una sociedad a la termi-
nación	de	un	conflicto	armado.	No	se	trata	–como	se	hacía	en	otras	épo-
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cas–	de	garantizar	la	paz	a	toda	costa	–incluso	por	encima	de	los	derechos	
de	las	víctimas–,	ni	de	defender	una	idea	romántica	e	impracticable	de	los	
derechos de las víctimas. La idea de los mecanismos de justicia transicional 
es hacer lo posible por garantizar en la mayor medida posible cada uno de 
estos intereses y balancearlos para que se refuercen los unos a los otros. 

¿Es verdad que la paz no puede ser aceptada a 
cualquier costo?
Una de las ideas centrales del concepto de justicia transicional es que los 
derechos humanos imponen hoy en día unos límites universales a las tran-
siciones políticas, incluyendo aquellas que se presentan después de la ocu-
rrencia	 de	 un	 conflicto	 armado	 interno	 –como	 es	 el	 caso	 colombiano–.	
Esto quiere decir que las negociaciones de paz o los procesos pactados de 
desmovilización no pueden hacerse a cualquier precio, sobre todo si ese 
precio	 repercute	 en	 la	 limitación	desproporcionada	 e	 injustificada	de	 los	
derechos de aquellas personas que han sufrido en mayor medida las conse-
cuencias	del	conflicto	armado.	

Esta es tal vez la característica principal de lo que se conoce como Justicia 
Transicional.	Como	lo	expone	la	profesora	Tatiana	Rincón	en	su	libro	“La	
Justicia de la Justicia Transicional”,1 transiciones políticas de dictaduras a 
democracias	o	de	conflictos	armados	a	situaciones	de	paz	han	existido	en	
toda la historia de la humanidad. Así que la idea de la transición no es 
novedosa. Lo que realmente resulta novedoso es la idea de que estas tran-
siciones, por más que se promuevan para asegurar la democratización o la 
paz, tienen unos límites de derechos humanos. Es decir, las transiciones 
actuales deben hacerse con unos mínimos universales de justicia. Por esto la 
profesora Rincón sostiene que lo que hace novedoso al término de justicia 
transicional es la referencia a la necesidad de justicia en las transiciones. 

1  Rincón, Tatiana, La justicia de la justicia transicional. Universidad del Rosario, Bogotá, 2009.
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9¿Cuál es la relación entre derechos humanos y 
justicia transicional?
Existe	una	relación	directa	entre	justicia	transicional	y	derechos	humanos.	
De	hecho,	por	su	propia	definición,	sin	respeto	por	los	derechos	humanos	
no se puede realmente hablar de justicia transicional. El mínimo de justicia 
requerido para que una transición pueda ser hoy en día considerada como 
legítima está dado por el respeto a las normas básicas de derechos humanos. 
Entre estas están tanto los derechos de las víctimas a la justicia, la verdad, la 
reparación y las garantías de no repetición; así como otros derechos y liber-
tades básicas que guían la actuación de todo estado, se encuentre o no en 
un proceso de transición, como sería el derecho a la igualdad, la obligación 
de aplicar las medidas con enfoque diferencial y evitando la discriminación, 
la participación de las comunidades involucradas en las políticas, la transpa-
rencia en los asuntos públicos, el respeto por la dignidad de las personas, la 
aplicación del principio de intervención sin daño, etc. 

Ninguna transición podría ser considerada legítima si no está diseñada e 
implementada	con	un	enfoque	de	derechos.	Además,	la	experiencia	ha	de-
mostrado	que	si	 la	 transición	política	no	toma	en	cuenta	 las	expectativas	
y necesidades de justicia de las víctimas y de la sociedad, los acuerdos no 
tienden	a	ser	duraderos	y	sostenibles	y	la	recurrencia	del	conflicto	armado	
es casi inevitable. 

¿La justicia transicional es una creación 
colombiana?
No. Colombia no es el primer, el único, o el último país del mundo en en-
frentar	un	conflicto	armado	o	una	situación	de	victimización	masiva.	Por	
tanto, tampoco es el único que ha diseñado e implementado medidas de 
justicia	transicional.	Existe	una	experiencia	internacional	amplia	de	países	
en el mundo (incluyendo varios de América Latina) que en un punto u otro 
de su historia han recurrido a la implementación de medidas de justicia 
transicional. Por ejemplo, los casos de Argentina, Chile, El Salvador, Perú 
o Guatemala son comúnmente utilizados para resaltar aspectos positivos o 
negativos	de	 las	medidas	de	 justicia	transicional.	Dichas	experiencias	han	
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sido tenidas en cuenta en Colombia en el diseño de los mecanismos propios 
de justicia transicional para evitar caer en los errores que estas sociedades 
(que	enfrentaron	sus	procesos	primero)	y	para	analizar	si	sus	experiencias	
positivas podrían inspirar el modelo colombiano para construir institucio-
nes y mecanismos propios. 

Fuera de América Latina también se encuentran múltiples sociedades en 
donde se han aplicado medidas de justicia transicional. De hecho, en todas 
las regiones del mundo se han aplicado estas medidas. Usualmente se citan 
experiencias	internacionales	de	justicia	transicional	en	dos	escenarios	dis-
tintos: los países que implementaron medidas para democratizar sus socie-
dades después de épocas de dictaduras (como en Argentina, Chile, Brasil, 
Paraguay, Suráfrica, las antiguas repúblicas socialistas soviéticas, entre otras) 
y	los	países	que	han	enfrentado	conflictos	armados	(como	Perú,	Guatema-
la, El Salvador, Ruanda, Sierra Leona, Uganda, Kenia, las antiguas repúbli-
cas yugoslavas, etc.). 

Un buen estudio comparativo sobre justicia transicional que muestra la di-
versidad	de	experiencias	en	el	mundo	sobre	la	materia	es	el	trabajo	realiza-
do por la politóloga Kathryn Sikkink.2 En su estudio, la Profesora Sikkink 
tomó	 experiencias	 en	 el	mundo	ocurridas	 entre	 1980	 y	 2004	 (sin	 incluir	
para entonces a Colombia) que hubieran atravesado tres tipos de transición: 
transición democrática (cuando un país cambia de un régimen represivo 
cerrado a un gobierno abierto y descentralizado), transición después de una 
guerra civil (cuando un Estado se recupera de la inestabilidad y disturbios 
de	 un	 conflicto	 armado	 interno)	 y	 transición	 por	 creación	 de	 un	 nuevo	
Estado. Bajo estos criterios, la profesora Sikkink encontró 100 países en 
estado de transición entre 1980 y 2004.

¿Existe una fórmula específica de cómo debe 
operar una transición?
No	existen	fórmulas	mágicas	o	una	única	receta	para	enfrentar	los	legados	de	
violaciones del pasado. La justicia transicional navega entre dos principios: el 

2  Sikkink, Kathryn, “El efecto disuasivo de los juicios por violaciones de derechos humanos. Universidad de Chile. Santiago. Tomado y 
traducido del libro: The Justice Cascade: How Human Rights Prosecutions are Changing World Politics. Nueva York: W.W. Norton. 2010.



Ca
pí

tu
lo

 I

11universalismo	y	el	contexto.	Por	un	lado,	las	medidas	de	justicia	transicional	
deben estar apegadas a unos valores universales comunes, que son los mí-
nimos de derechos humanos y derechos de las víctimas, los cuales aplican a 
las sociedades sin importar sus particularidades internas como los motivos 
de	su	conflicto	armado,	su	grado	de	desarrollo	o	su	localización	geográfica.	
Por otro lado, la justicia transicional no prevé de fórmulas únicas para que 
las	sociedades	simplemente	implementen	al	terminar	un	conflicto	y	se	con-
viertan	en	pacíficas	o	democráticas.	No	existe	una	receta	única	o	un	paquete	
prefijado	de	medidas	de	transición	que	sean	efectivas	en	todos	los	contextos.	
Cada caso es distinto y, por tanto, cada sociedad debe construir su propia ruta 
de transición. Por ello, es común que medidas (como comisiones de la verdad 
o	programas	de	reparación)	que	produjeron	resultados	excepcionales	en	un	
caso particular, no produzcan resultados similares en otro. 

¿Cuál es la relación entre la justicia transicional 
y lo que se denomina como una comisión de la 
verdad?
Uno de los derechos de las víctimas más importantes durante una transi-
ción	es	el	derecho	a	saber	lo	que	pasó	durante	el	conflicto	o	la	represión.	
Las denominadas comisiones de la verdad son uno de los mecanismos de 
la Justicia Transicional que tienen como objetivo contribuir a garantizar ese 
derecho a la verdad de las víctimas. 

Las comisiones de la verdad han sido un mecanismo ampliamente aplicado en 
el mundo. La investigadora Priscilla Heyner, una autoridad en la materia, ha 
estudiado alrededor de 40 casos de comisiones de la verdad en todo el mundo, 
ocurridas todas en los últimos 30 años.3 Una característica propia de la imple-
mentación de comisiones de la verdad es que se ha hecho siempre después de 
situaciones de represión masiva y de graves violaciones a los derechos huma-
nos. Por esto se le considera como un típico mecanismo de justicia transicional. 

Sin embargo, no es correcto decir que las comisiones de la verdad son un 
mecanismo obligatorio o la única medida de la justicia transicional. En pri-

3  Hayner Priscilla, Verdades innombrables, México, Fondo de Cultura Económica, 2007.
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mer lugar, si bien las comisiones de la verdad pueden llegar a cumplir un 
rol muy importante en una transición en términos de esclarecimiento de los 
hechos, reconocimiento de las responsabilidades de los perpetradores, de 
reconocimiento y duelo de las víctimas, de inclusión social de las víctimas a 
los programas y las políticas sociales y de reparaciones, entre muchos otros, 
las posibilidades que tiene una comisión de la verdad para enfrentar todos 
los desafíos que tiene una sociedad que enfrenta una transición son muy 
limitados. Incluso, solamente para el esclarecimiento de los hechos, una co-
misión de la verdad deberá apoyarse en otras investigaciones, como las que 
realizan los jueces en los procesos penales. 

Así,	 una	 comisión	 de	 la	 verdad	 puede	 proporcionar	 una	 excelente,	 pero	
insuficiente	contribución	al	enfrentar	 las	necesidades	de	una	sociedad	en	
transición.	Es	por	ello	que	el	simple	hecho	que	exista	una	comisión	de	la	
verdad no quiere decir que se produjo una transición o que se implemen-
taron medidas de transición en una sociedad. Por tal motivo, es errado de-
cir	–como	algunos	sostienen–	que	los	conceptos	de	justicia	transicional	y	
comisión de la verdad son sinónimos. 

En segundo lugar, no en todas las sociedades en donde se han aplicado mar-
cos de justicia transicional se han instalado comisiones de la verdad. Y no en 
todos los casos en donde estas han sido instituidas han funcionado adecua-
damente o han cumplido sus objetivos. Por tanto, las comisiones de la verdad 
no son siempre la mejor medida de esclarecimiento y de reconocimiento de 
responsabilidades de la justicia transicional. Cada sociedad tiene sus particula-
ridades	y	las	medidas	que	funcionan	bien	en	un	contexto	no	necesariamente	
son	la	respuesta	en	todos	los	casos	o	pueden	ser	aplicados	en	otros	contextos.	

¿Por qué se habla en Colombia de un modelo de 
justicia transicional “holístico”? ¿Qué significa 
ese término y cómo se aplica a la justicia 
transicional? 
Algunos académicos, así como organismos internacionales como las Nacio-
nes Unidas, han recalcado que la justicia transicional debe ser vista como 
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13una “variedad de procesos y mecanismos” que implementan aquellas socie-
dades que buscan resolver los problemas derivados de un pasado de abusos 
a gran escala, con el objetivo de que los responsables rindan cuentas de 
sus actos, se contribuya a la justicia y se alcance la reconciliación. Estos 
mecanismos pueden abarcar, entre otros: “el enjuiciamiento de personas, el 
resarcimiento, la búsqueda de la verdad, la reforma institucional, la inves-
tigación de antecedentes, la remoción del cargo o combinaciones de todos 
ellos”. Es decir, la justicia transicional es un conjunto de medidas, no una 
sola medida o mecanismo, y sus objetivos son variados. 

Esta	variedad	o	conjunto	de	medidas,	como	lo	expone	Pablo	de	Greiff,	ac-
tualmente el Relator de Naciones Unidas para los derechos de las víctimas 
a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición, operan 
siempre en un “mundo imperfecto”. Con un mundo imperfecto De Greiff  
quiere	 señalar	 que	 no	 existe	 ningún	 país	 transicional	 que	muestre	 haber	
logrado una transición en la cual se haya: “enjuiciado a todos y cada uno 
de los perpetradores de violaciones de derechos humanos; que haya puesto 
en marcha una estrategia de búsqueda de la verdad capaz de determinar el 
paradero o el destino de todas y cada una de las víctimas o esclarecer, de 
manera absoluta, el funcionamiento de las estructuras que hicieron posibles 
esas violaciones; que haya establecido un programa de reparaciones capaz 
de compensar completamente a todas y cada una de las víctimas (otor-
gándoles	 beneficios	proporcionales	 al	 daño	que	han	 sufrido;	 o	 que	haya	
reformado todas y cada una de las instituciones estatales que estuvieron 
involucradas en las violaciones o las hicieron posibles)”.4

Esto no quiere decir, no obstante, que las medidas de justicia transicional 
son una pérdida de tiempo. Por el contrario, lo que se busca resaltar es que 
estas medidas tienen una mayor oportunidad de convertirse en una repues-
ta de justicia para la sociedad y las víctimas si se enfocan desde un punto 
de vista integral. Es decir, si se interrelacionan unas con otras y se hace un 
balance	desde	todo	el	proceso.	Es	decir,	si	se	toma	una	aproximación	“ho-
lística” del proceso. 

4  De Greiff, Pablo “Hacia una concepción normativa de la Justicia transicional”, en Rangel, A. (Ed) Justicia y Paz ¿Cuál es el precio que debemos pagar?, 
Bogotá, Intermedio, 2006.
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En ese sentido, el Secretario General de Naciones Unidas ha dicho que: 
“[C]uando sea necesaria una justicia de transición, las estrategias utilizadas 
deben ser holísticas y prestar una atención integrada a los procesos, las in-
demnizaciones, la búsqueda de la verdad, la reforma institucional, la inves-
tigación de antecedentes y las destituciones o a una combinación adecuada 
de los elementos anteriores”. 

En otras palabras, la idea de la aplicación de un modelo holístico de justicia 
transicional es que la debilidad intrínseca de cada una de las medidas se pue-
de compensar con la implementación conjunta de las mismas. Esto pues 
la	experiencia	 internacional	muestra	que	 la	 implementación	aislada	de	 las	
medidas y mecanismos de la justicia transicional lleva a una menor probabi-
lidad de que estas sean socialmente interpretadas como ejemplos de justicia. 

Por tanto, la implementación de las medidas debe ser interrelacionada y, 
para que esta interrelación se genere, quienes diseñan e implementan las 
medidas deben buscar que estas sean coherentes entre sí. Esto obliga a pen-
sar en conjunto los juicios, las iniciativas de verdad, la reforma de las institu-
ciones	y	las	reparaciones	como	fichas	de	un	todo.	Adicionalmente,	para	que	
esta interrelación y coherencia pueda generarse es importante reconocer 
que el balance entre objetivos no puede llevar a que uno se priorice total-
mente sobre otro u otros hasta el punto de que prevalezca sobre los demás.

¿Es lo mismo justicia restaurativa que justicia 
transicional?
El	término	justicia	no	siempre	tiene	el	mismo	significado.	En	algunas	oca-
siones	cuando	alguien	habla	de	justicia	hace	referencia	a	uno	de	sus	signifi-
cados	específicos.	Por	ejemplo,	es	común	que	se	use	el	término	de	justicia	
para referirse a los jueces o a la administración de justicia, o que se utilice 
el término justicia para referirse al castigo de quienes han cometido delitos 
(lo que coloquialmente se usa como “hacer justicia”). Estos son algunos 
ejemplos	de	los	significados	que	se	le	otorgan	al	concepto	de	justicia.

La búsqueda de “justicia” en tiempos de transición usualmente involucra 
distintas acepciones del vocablo justicia. En escenarios transicionales es 
común	encontrar	exigencias	relacionadas	al	menos	con	las	siguientes	acep-
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15ciones de la palabra justicia. En muchos casos las víctimas y la sociedad lo 
que buscan es la sanción de los crímenes cometidos durante la represión o 
conflicto	y	a	esto	le	llaman	justicia,	o	como	le	dicen	los	especialistas,	justicia	
retributiva. La idea es que cuando un acto lesivo grave se comete la justicia 
se da si el Estado castiga al ofensor pues se restaura el balance entre ofensor 
y ofendido.

En otros casos, la reivindicación de justicia está dirigida a que se reparen los 
daños que se han ocasionado con los hechos como una forma de restaurar 
el equilibrio de la justicia. A esta forma de justicia se le conoce usualmente 
como justicia correctiva. 

Al	mismo	tiempo,	en	contextos	transicionales	es	usual	que	existan	situacio-
nes	de	pobreza	extendida	y	de	inequidad	en	las	cuales	es	necesario	tomar	
medidas para la construcción de ciudadanía política a partir de la satisfac-
ción de unos mínimos básicos de derechos sociales (o lo que se conoce 
como justicia distributiva).

Adicionalmente,	después	de	situaciones	de	victimización	masiva	existe	una	
gran	necesidad	de	reconstrucción	de	lazos	sociales	rotos	por	el	conflicto	y	
de	tratamiento	del	daño	colectivo	propio	de	la	violencia	extendida.	A	la	im-
plementación de medidas para restaurar este equilibrio es a lo que se conoce 
como la justicia restaurativa.

Como puede apreciarse, las reivindicaciones de la justicia restaurativa no cu-
bren todos los aspectos y necesidades de justicia de las víctimas y la sociedad 
en una transición y, por tanto, sería errado considerarlas como simples sinóni-
mos o como conceptos intercambiables. Si bien la justicia restaurativa cumple 
un papel muy importante en una transición, no debe ser tomada como un 
simple reemplazo de las medidas generales de la justicia transicional. 

¿Qué es la justicia restaurativa y por qué se 
dice que esa es la justicia que promueve la 
reconciliación?
La	justicia	restaurativa	se	enmarca	en	un	movimiento	–relativamente	recien-
te–	que	crítica	al	derecho	penal	por	considerar	que	se	enfoca	demasiado	en	
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la	represión	y	el	castigo.	Por	ello,	quienes	defienden	la	justicia	restaurativa	
la presentan como un modelo alternativo para enfrentar el crimen el cual, 
en lugar de fundarse en la idea tradicional de retribución o castigo, parte de 
la importancia que tiene para la sociedad la reconciliación entre la víctima 
y el victimario.

Esta propuesta propugna porque el derecho penal deje de centrarse en el 
acto criminal y en su autor, y gire la atención hacia la víctima y el daño que 
le fue ocasionado. Según estas visiones, las necesidades de las víctimas y el 
restablecimiento	de	la	paz	social	son	las	finalidades	básicas	que	debe	tener	
la respuesta al crimen, por lo que lo importante es reconocer el sufrimiento 
ocasionado a la víctima, reparar el daño que le fue causado y restaurarla en 
su dignidad, más que castigar al responsable, a quien se debe intentar rein-
corporar	a	la	comunidad	con	el	fin	de	restablecer	los	lazos	sociales.

Con base en estos argumentos, en algunas sociedades se ha propugnado 
porque la justicia restaurativa tenga un papel central y se ha defendido que 
en procesos de reconciliación (como los que se buscan en los modelos de 
justicia transicional) no deberían tener cabida las soluciones retributivas del 
derecho penal. 

Sin embargo, si bien la justicia restaurativa puede perfectamente comple-
mentar a la justicia transicional, no debe sustituirla. La justicia restaurativa 
no	es	suficiente	para	enfrentar	todos	los	dilemas	que	se	presentan	en	una	
transición, ni para asegurar adecuadamente todos los derechos de las víc-
timas de graves violaciones de derechos humanos. Por ejemplo, la justicia 
restaurativa no puede remplazar facetas de la justicia transicional como la 
que se garantiza a través de los juicios penales, pues no ofrece un equilibrio 
adecuado	entre	las	exigencias	contradictorias	de	justicia	y	paz	que	se	le	im-
ponen	a	la	justicia	transicional,	ni	parece	suficiente	para	superar	por	sí	sola	
los traumas sociales dejados por las violaciones masivas y sistemáticas de 
derechos humanos que esta ha de enfrentar. 

Si bien la reconciliación es uno de los objetivos de una transición basada 
en	los	derechos	humanos,	a	esta	no	puede	llegarse	sacrificando	otro	de	los	
objetivos trascendentales de la justicia transicional que es la establecer una 
responsabilidad y sancionar de manera pública a quienes tuvieron un mayor 
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17grado de participación en los delitos y violaciones más graves durante el 
conflicto	armado.	

¿Quién es el encargado de aplicar esa justicia 
transicional? 
En la medida en que gran parte de la transformación que se busca en una 
transición se basa en rescatar los valores propios del estado de derecho, resul-
ta importante que las políticas de reconstrucción democrática provengan de 
un ente político legitimado y fuerte que pueda hacer avanzar estas agendas. Es 
decir,	el	Estado	central.	Asimismo,	la	construcción	de	cohesión	y	confianza	
cívica depende, en gran parte, de la aplicación de medidas uniformes que ga-
ranticen una igualdad material mínima, lo cual corresponde a las obligaciones 
del Estado. Finalmente, la transformación democrática de un Estado requiere 
que éste como sujeto de derecho internacional y principal garante de los de-
rechos humanos asuma su rol de respeto y garantía de tales derechos, lo cual 
conlleva a que sus estructuras institucionales asuman una responsabilidad que 
precisamente han sido incapaces de asumir en el pasado.

Una	paz	sostenible	y	duradera	en	un	contexto	de	respeto	por	los	derechos	
humanos requiere un grado de fortalecimiento institucional importante, así 
como de mensajes públicos generalizados dirigidos a las víctimas de las 
violaciones y a la sociedad en general. En consecuencia, el estado tiene una 
responsabilidad primordial en la implementación de la justicia transicional. 

Sin	embargo,	la	tendencia	a	descargar	todas	las	expectativas	en	el	Estado,	es-
pecialmente en los gobiernos, ha conllevado a una disociación entre la agenda 
de	los	formadores	de	política	pública,	de	un	lado,	y	las	expectativas	y	nece-
sidades	de	las	víctimas,	por	el	otro.	Las	experiencias	internacionales	de	tran-
sición muestran una gran deuda en cuanto a la participación de las víctimas 
en el proceso de transformación y, a su vez, el fracaso de muchas de estas 
experiencias	en	buena	parte	se	explica	por	esa	misma	falta	de	participación.	

Por	estas	razones,	durante	años	distintos	científicos	sociales,	organizaciones	
de	 víctimas	 y	 agencias	 internacionales	 han	 resaltado	 las	 insuficiencias	 de	
esta	visión	centrada	exclusivamente	en	el	poder	centralizado	del	Estado.	Es	
necesario equilibrar los esfuerzos centralizados para alcanzar la transición y 
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la transformación democrática de la sociedad con las voces de las víctimas 
y con los esfuerzos locales de construcción de paz y reconciliación.

Un	proceso	de	transición	debe	estar	destinado	a	contrarrestar	la	exclusión	
de las víctimas de la sociedad, en especial en la toma de decisiones públi-
cas.	En	ese	contexto,	un	proceso	participativo	en	materia	de	derechos	de	
las víctimas es no solo deseable, sino necesario, pues tiene en sí mismo 
un importante efecto reparativo al contrarrestar la fragmentación a través 
del estímulo a las organizaciones de víctimas y a su fortalecimiento. A esta 
visión es a la que varios autores denominan como la concepción de la “jus-
ticia transicional desde abajo”.

¿Por qué los desmovilizados reciben ayudas del 
Estado si han sido parte del conflicto?
Como ha sido mencionado, los procesos de transición democrática deben 
cumplir con diversas tareas, las cuales, a su vez, buscan alcanzar distintos 
objetivos. Uno de estos objetivos es garantizar que la sociedad que sale del 
conflicto	armado	alcance	una	paz	sostenible	y	duradera.	Para	que	esto	su-
ceda, es necesario que el modelo de transición establezca mecanismos que 
desincentiven el uso de la violencia y que reintegren a la comunidad política 
a aquellas personas que en el pasado usaron la violencia. 

La idea de reconciliación como objetivo de la justicia transicional pretende 
que los distintos estamentos de la sociedad puedan convivir en un marco de 
respeto democrático de los derechos, y tramitar sus diferencias en un marco 
de paz y respeto por las normas. 

Las sociedades que enfrentan transiciones usualmente tienen un número 
importante de personas que han hecho uso de la violencia en el pasado y 
que deberán convivir con las víctimas y demás miembros de la sociedad en 
el	periodo	de	posconflicto.	Si	el	modelo	de	 justicia	 transicional	 se	olvida	
de estas personas es posible que los otros objetivos de justicia no lleguen a 
ser cumplidos, pues puede llegar a darse la situación en que la falta de re-
integración	social	de	los	ex	combatientes	lleve	a	escenarios	de	polarización	
social y rechazo que impidan la reconciliación y promuevan el rearme y la 
recurrencia	de	la	violencia,	de	ex	combatientes,	o	de	otros	grupos	de	la	so-
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19ciedad que busquen cobrar venganza de las violaciones cometidas por los 
ex	combatientes.	

En esa medida, uno de los procesos de la justicia transicional debe estar 
relacionado con la consecución de la paz y en evitar el rearme de grupos de 
violencia. A este proceso se le denomina comúnmente como “Desmovili-
zación, Desarme, y Reincorporación” o DDR. 

Las medidas de DDR, que son parte de los modelos de justicia transicio-
nal,	buscan	garantizar	una	ruta	de	reintegración	de	los	excombatientes	a	la	
comunidad	política	que	genere	incentivos	que	eviten	que	el	conflicto	se	re-
produzca.	Entre	estos	incentivos	se	encuentran	beneficios	para	los	ex	com-
batientes que hagan atractiva la vida civil frente a su pasado de violencia. 

¿Qué son y cuáles son los derechos de las 
víctimas?
Si bien la justicia transicional pretende alcanzar varios objetivos, en ningún 
otro de éstos se denota tanto la interrelación entre derechos humanos y 
justicia transicional como en el objetivo de alcanzar la mayor satisfacción 
posible	de	 los	derechos	de	 las	víctimas	de	 la	 represión	o	el	 conflicto.	El	
respeto por los derechos de las víctimas es tanto un objetivo como un re-
quisito	fundamental	que	limita	y	guía	los	mecanismos	a	implementar	y	ex-
cluye mecanismos transicionales utilitaristas que contraríen el principio de 
dignidad humana. 

Con base en sus obligaciones internacionales en materia de derechos huma-
nos, los Estados como el colombiano tienen el deber general de prevenir, 
investigar y sancionar las violaciones más graves de derechos humanos. Esta 
obligación general da lugar a tres obligaciones inderogables para los Estados, 
exigibles	 incluso	en	procesos	de	transición:	 la	satisfacción	del	derecho	a	 la	
justicia, la satisfacción del derecho a la verdad, la satisfacción del derecho a la 
reparación de las víctimas y la adopción de reformas institucionales y otras 
garantías de no repetición. Estas obligaciones estatales se constituyen en ver-
daderos derechos fundamentales en cabeza de las víctimas de graves violacio-
nes de derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario 
que deben ser atendidas por las medidas de justicia transicional. 
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¿Qué es el derecho a la verdad de las víctimas?
Los estándares internacionales sobre derechos de las víctimas establecen 
que quienes han sufrido daños a causa de graves violaciones de los derechos 
humanos o infracciones graves al derecho internacional humanitario tienen 
el “derecho inalienable a conocer la verdad”. Este derecho entraña tener un 
conocimiento pleno y completo de los actos que se produjeron, las perso-
nas	que	participaron	en	ellos	y	las	circunstancias	específicas,	en	particular	
de las violaciones perpetradas y su motivación.

Las normas internacionales además sostienen que el derecho a la verdad 
es tanto individual como colectivo. Las víctimas tienen derecho a conocer 
la verdad sobre las violaciones que se cometen contra ellas, pero la verdad 
también debe difundirse más ampliamente para evitar que estas se repitan. 
En su dimensión colectiva, es el derecho de la sociedad a acceder a un relato 
histórico sobre las razones por las cuales sucedieron tales crímenes atroces. 
Adicionalmente, la verdad es una condición básica para que los demás de-
rechos de las víctimas puedan ser garantizados, pues solo si se conoce la 
verdad podrán garantizarse los derechos a la justicia y a la reparación, en la 
medida en que se sabrá quiénes fueron los responsables de las atrocidades 
y a quiénes deben ser reparados por ellas.

Para	garantizar	este	derecho,	muchos	países	que	han	enfrentado	conflictos	
armados o represión masiva, además de juicios penales, han establecido ór-
ganos de investigación a los que se les denomina comisiones de la verdad. 
En general, esas comisiones se han establecido con el propósito de enfren-
tar la necesidad de las víctimas, sus familiares y la sociedad en general de 
conocer la verdad sobre lo sucedido; facilitar el proceso de reconciliación; 
contribuir a la lucha contra la impunidad; y reinstaurar o fortalecer la demo-
cracia y el estado de derecho.

¿Qué es el derecho a la justicia de las víctimas?
Es el derecho que tienen las víctimas de violaciones de los derechos huma-
nos	a	que	un	órgano	oficial,	imparcial	e	independiente	de	justicia	investigue	
las violaciones y asegure los derechos de quienes han sufrido daño por la 
violación de derechos humanos y derecho internacional humanitario. 
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chos humanos de las víctimas a que el Estado haga justicia, los cuales se 
pueden resumir en cinco principios fundamentales: a) el deber del Estado 
de sancionar a quienes hayan cometido graves violaciones de los derechos 
humanos, (b) el deber de imponer penas adecuadas a los responsables, (c) 
el deber del Estado de investigar los asuntos relacionados con graves viola-
ciones de los derechos humanos, (d) el derecho de las víctimas a un recurso 
judicial efectivo y a la participación efectiva en los procesos; y (e) el deber 
del Estado de respetar en los juicios las reglas del debido proceso.

¿Qué son las reparaciones a víctimas?
Del derecho de las víctimas a obtener reparaciones se deriva la obligación 
del Estado de proporcionar medidas que tiendan a hacer desaparecer los 
efectos de la violación y del daño ocasionado, tanto en lo material como in-
material. Por ello, las reparaciones deben guardar relación con las violacio-
nes y, en lo posible, estas medidas deben estar orientadas a restablecer a la 
víctima a la situación anterior a la que se encontraba antes de la ocurrencia 
de la violación. Las víctimas tienen derecho a recibir diversas medidas de 
reparación,	a	fin	de	resarcir	los	daños	de	manera	integral,	por	lo	que	además	
de las compensaciones pecuniarias, las medidas de restitución, satisfacción y 
garantías de no repetición tienen especial relevancia por los daños causados.

¿Qué significa reforma institucional y cómo se 
hace?
En	sociedades	que	han	padecido	conflictos	armados	es	común	encontrar	
que la represión y la violencia provinieron directamente de las institucio-
nes del Estado. Incluso de aquellas instituciones cuya función debía ser la 
opuesta: garantizar el ejercicio de los derechos de los ciudadanos y atender a 
las víctimas. Es por ello que una de las tareas de la transición es transformar 
las	instituciones	públicas	que	perpetuaron	un	conflicto	armado	o	sirvieron	
a un régimen autoritario en instituciones que apoyen la transición, sosten-
gan la paz y cumplan la ley.
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En tal sentido, la reforma institucional consiste en la revisión y reestruc-
turación de los organismos del Estado para que respeten los derechos hu-
manos, preserven el Estado de derecho y rindan cuentas a sus ciudadanos. 
Con esto se busca promover la rendición de cuentas de perpetradores de 
violaciones y desmantelar de las estructuras que permitieron los abusos.

Este	ideario	puede	envolver	un	número	extenso	de	medidas	tales	como	la	
reforma a la función legislativa, la prevención del delito, el desarrollo del 
poder judicial, la formación jurídica, la reforma penitenciaria, la capacita-
ción	de	los	fiscales,	la	protección	y	el	apoyo	de	las	víctimas,	el	apoyo	de	la	
sociedad	civil	e,	incluso,	reformas	a	las	normas	sobre	identificación	y	solu-
ción de controversias relacionadas con la propiedad.

En el mundo se encuentran distintas sociedades que como parte de esta 
idea de la reforma institucional, asociada con el objetivo de garantizar me-
didas de no repetición de las violaciones, han implementado medidas como: 
la	descalificación	para	 impedir	el	acceso	a	 la	función	pública	o	sancionar	
de otra manera a los funcionarios responsables de abusos o a los corrup-
tos, la restructuración estructural o supresión de instituciones, las reformas 
constitucionales y legales, los proceso de educación en derechos humanos 
y capacitación de funcionarios, entre muchos otros. 

¿Quiénes son las víctimas en Colombia?
De acuerdo con los estándares internacionales en materia de derechos hu-
manos, entre ellos los estipulados en los Principios Internacionales sobre 
el Derecho de las Víctimas a Obtener Reparaciones, víctima es toda aquella 
persona que haya sufrido daños como consecuencia de acciones u omisio-
nes	que	constituyan	una	violación	manifiesta	de	las	normas	internacionales	
de derechos humanos o una violación grave del derecho internacional hu-
manitario. Esto incluye, de acuerdo con las disposiciones de derecho na-
cional, a la familia inmediata o las personas a cargo de la víctima directa y a 
las personas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar asistencia a 
víctimas en peligro o para impedir la victimización. Las normas internacio-
nales son además claras al señalar que las personas deben ser consideradas 
como víctimas independientemente de si quien perpetró la violación fue 
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23identificado,	 aprehendido,	 juzgado	o	 condenado	y	de	 la	 relación	 familiar	
que	pueda	existir	entre	éste	y	la	víctima.	

Los	 principios	 básicos	 de	 esta	 definición	 han	 sido	 recogidos	 en	 la	 juris-
prudencia y legislación de nuestro país, en la cual se establecen medidas 
tanto para víctimas de una violación determinada (como las víctimas de 
desaparición forzada, secuestro, desplazamiento forzado o minas antiper-
sonales), como en las medidas más generales que buscan cubrir a todas las 
víctimas	del	conflicto	armado	sin	importar	su	victimización	(como	serían	
las medidas establecidas en la Ley de Justicia y Paz o en la Ley de Víctimas 
y Restitución de Tierras). 

Por ejemplo, el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011 (la ley que se conoce 
como	 la	 Ley	 de	Víctimas	 y	Restitución	 de	Tierras)	 define	 quiénes	 serán	
consideradas como víctimas para efectos de su aplicación. Establece como 
criterio general el haber sufrido un daño por “infracciones al Derecho In-
ternacional	Humanitario	o	de	violaciones	graves	y	manifiestas	a	las	normas	
internacionales	de	Derechos	Humanos,	ocurridas	con	ocasión	del	conflicto	
armado interno”. Este criterio general guarda correspondencia con el ob-
jeto de la ley que consiste precisamente en establecer medidas de atención, 
asistencia	y	reparación	integral	a	las	víctimas	del	conflicto	armado	interno.	

Además de este criterio general, la ley establece una fecha para delimitar el 
universo de las víctimas a las cuales esta se dirige. De conformidad con el 
mismo artículo, se considerarán víctimas “aquellas personas que individual 
o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1 
de enero de 1985”. En virtud de este límite temporal, quienes hayan sufrido 
daños por hechos acaecidos a partir de esta fecha tienen acceso a las medidas 
de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación establecidas en la ley. 
Por su parte, a las víctimas de infracciones al derecho internacional humani-
tario	o	de	violaciones	graves	y	manifiestas	a	los	derechos	humanos	ocurridas	
antes del 1º de enero de 1985 únicamente se les reconocen los derecho a la 
verdad, a acceder a medidas de reparación simbólica y a las garantías de no 
repetición previstas en la ley, pero solo “como parte del conglomerado social 
y sin necesidad de que sean individualizadas” (Art. 3º, par. 4).
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Finalmente, el tercer parágrafo del artículo 3 de la ley 1448 establece que 
“no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un daño en 
sus derechos como consecuencia de actos de delincuencia común”. Es de-
cir,	este	parágrafo	reafirma	que	la	victimización	tuvo	que	haberse	producido	
con	ocasión	del	conflicto	armado	interno,	en	tanto	el	objetivo	de	la	ley	es	
enfrentar	las	consecuencias	del	conflicto	dentro	de	un	marco	transicional.

Ahora bien, aun cuando cada una de las normas nacionales sobre víctimas 
establece	una	definición	específica	de	víctima	para	efectos	de	las	medidas	
que dispone, la Corte Constitucional ha desarrollado un principio general 
según el cual las normas relacionadas con las víctimas de la violencia en 
el	marco	 del	 conflicto	 armado	 interno,	 deben	 interpretarse	 tomando	 en	
cuenta el principio de favorabilidad, el principio de buena fe y el derecho a 
la	confianza	legítima,	así	como	el	principio	de	prevalencia	del	derecho	sus-
tancial propio del Estado Social de Derecho. Es decir que la condición de 
víctima	es	una	de	hecho	basada	en	el	padecimiento,	y	no	en	la	certificación	
que lo indique. 

¿Qué es la Ley de Justicia y Paz y por qué 
es considerada como parte de la Justicia 
Transicional?
En 2005, con ocasión del proceso de negociación del gobierno con algu-
nos grupos paramilitares, el Congreso de la República aprobó la Ley 975 
de 2005, la cual se conoce popularmente como la Ley de Justicia y Paz. El 
objetivo de esta Ley fue servir como marco jurídico para la desmovilización 
de éstos y otros actores armados tanto colectiva como individualmente. La 
idea fundamental de la Ley de Justicia y Paz era dar incentivos a aquellos 
combatientes que dejaran las armas y contribuyeran con la paz, la reconci-
liación y los derechos de las víctimas. 

Para	esto,	la	Ley	975	de	2005	otorga	considerables	beneficios	punitivos	a	los	
integrantes de grupos armados ilegales que se desmovilicen y cumplan con 
ciertas	exigencias,	como	la	confesión	de	sus	delitos	y	la	entrega	de	bienes	
para la reparación de las víctimas, puesto que establece que esas personas 
recibirán una pena alternativa de cinco a ocho años de prisión, aun cuando 
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masacres,	 desapariciones	 forzadas,	 secuestros	 o	 violencias	 sexuales.	 Esta	
Ley	obedece	al	objetivo	claro	y	expreso	de	desarticular	y	desarmar	los	gru-
pos armados al margen de la ley, ya sean guerrillas o paramilitares, como 
punto de partida para la transición hacia la paz. En este sentido, la Ley 
incorpora un componente mínimo de justicia e implementa mecanismos 
de verdad y reparación a las víctimas de los hechos perpetrados por los 
guerrilleros y paramilitares. 

Para lograr estos objetivos la Ley dispone un procedimiento penal especial. 
Es importante destacar que aun cuando la Ley 975 de 2005 regula un pro-
ceso penal, se trata de un proceso especial de justicia transicional y no de 
un proceso penal ordinario. La consecuencia más importante que se deriva 
del carácter especial de estos procesos para los derechos de las víctimas, es 
que	estos	adquieren	una	centralidad	definitiva	y	una	garantía	reforzada.	Así	
las cosas, el modelo de Justicia y Paz es una medida de transición en donde 
se	busca	balancear	un	modelo	de	persecución	penal	de	ex	combatientes	que	
suministre incentivos que permitan alcanzar la desmovilización y la contri-
bución a la paz, con unas garantías mínimas de los derechos de las víctimas 
a la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición. Es por esto que esta 
Ley es considerada como una de las piezas más importantes del modelo de 
transición colombiano. 

¿Qué es la ley de víctimas y restitución de 
tierras?
La ley 1448 de 2011, conocida como la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras, es una iniciativa estatal que busca enfrentar de manera integral y 
comprensiva	las	necesidades	de	justicia	de	las	víctimas	del	conflicto	armado	
en Colombia. Es una iniciativa de justicia transicional que busca comple-
mentar los mecanismos para la reintegración a la vida civil de combatientes 
comprometidos con el proceso de paz (como la ley de Justicia y Paz o la Ley 
1424 sobre acuerdos de contribución a la verdad histórica) y convertirse en 
el	marco	general	de	referencia	de	los	derechos	de	las	víctimas	del	conflicto	
armado colombiano. 
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Para ello, la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras busca de alguna ma-
nera reunir, en un mismo instrumento, diversas medidas y garantías para 
las	víctimas,	pero	no	codifica	todas	las	normas	existentes	al	respecto.	No	
obstante,	la	ley	se	refiere	a	distintos	temas,	lo	cual	la	hace	una	ley	tanto	com-
prensiva como ambiciosa. La ley establece una serie de principios generales 
de	atención	a	víctimas	del	conflicto	y	establece	un	concepto	de	víctima	para	
su aplicación; regula la manera en la que se debe garantizar la participación 
de las víctimas en los procesos judiciales; establece medidas de atención 
de víctimas, así como otras medidas asistencia y ayuda humanitaria para 
víctimas; y establece un catálogo amplio de medidas de reparación para las 
víctimas, entre las que se encuentran las medidas de restitución de tierras 
para víctimas de abandono y despojo.

Además, la ley crea un sistema estatal integral en donde crea instituciones 
novedosas para garantizar los derechos de las víctimas, así como estable-
ce	responsabilidades	específicas	para	otras	entidades	del	Estado;	así	como	
también señala las sanciones que corresponderán a los funcionarios que no 
cumplan con sus deberes frente a la atención y reparación a las víctimas.
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27Normas internacionales y nacionales

Normas Internacionales

Conjunto de principios actualizado para la protección y 
la promoción de los derechos humanos mediante la lucha 
contra la impunidad5

PRINCIPIO 6. ESTABLECIMIENTO Y FUNCIÓN DE LAS COMI-
SIONES DE LA VERDAD

En la mayor medida posible, las decisiones de establecer una comisión de 
la	verdad,	definir	su	mandato	y	determinar	su	composición	deben	basarse	
en amplias consultas públicas en las cuales deberá requerirse la opinión de 
las víctimas y los supervivientes. Deben realizarse esfuerzos especiales por 
asegurar que los hombres y las mujeres participen en esas deliberaciones en 
un pie de igualdad.

Teniendo en cuenta la dignidad de las víctimas y de sus familias, las investi-
gaciones realizadas por las comisiones de la verdad deben tener por objeto 
en particular garantizar el reconocimiento de partes de la verdad que ante-
riormente se negaban.

PRINCIPIO 7. GARANTÍAS DE INDEPENDENCIA, IMPARCIALI-
DAD Y COMPETENCIA

Las comisiones de investigación, incluidas las comisiones de la verdad, de-
ben establecerse mediante procedimientos que garanticen su independen-
cia,	imparcialidad	y	competencia.	Con	ese	fin,	el	mandato	de	las	comisiones	
de investigación, incluidas las comisiones de car·cter internacional, debe 
respetar las siguientes directrices:

5  ONU, Asamblea General, Resolución sobre impunidad, número 2005/81 (por medio de la cual toma nota del Conjunto actualizado de 
principios	como	directrices	que	ayuden	a	los	Estados	a	desarrollar	medidas	eficaces	para	luchar	contra	la	impunidad,	reconoce	la	aplicación	
regional y nacional de los Principios y adopta otras disposiciones al respecto), Doc. ONU E/CN.4/RES/2005/81. 
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a) Deberán estar formadas conforme a criterios que demuestren a la 
opinión pública la competencia en materia de derechos humanos y la 
imparcialidad	de	sus	miembros,	que	deben	incluir	a	expertos	en	de-
rechos humanos y, en caso pertinente, en derecho humanitario. Tam-
bién deberán estar formadas de conformidad con condiciones que 
garanticen su independencia, en particular por la inamovilidad de sus 
miembros	durante	su	mandato,	excepto	por	razones	de	incapacidad	
o comportamiento que los haga indignos de cumplir sus deberes y de 
acuerdo con procedimientos que aseguren decisiones justas, impar-
ciales e independientes.

b)		 Sus	miembros	se	beneficiaron	de	los	privilegios	e	inmunidades	nece-
sarios para su protección, incluso cuando ha cesado su misión, espe-
cialmente con respecto a toda acción en difamación o cualquier otra 
acción civil o penal que se les pudiera intentar sobre la base de hechos 
o de apreciaciones mencionadas en los informes de las comisiones.

c)  Al elegir a los miembros, deberán realizarse esfuerzos concertados 
por garantizar una representación adecuada de las mujeres así como 
de otros grupos apropiados cuyos miembros hayan sido especialmen-
te vulnerables a las violaciones de los derechos humanos.

PRINCIPIO 8. DELIMITACIÓN DEL MANDATO DE UNA COMI-
SIÓN

Para	evitar	los	conflictos	de	competencia	se	debe	definir	claramente	el	mandato	
de	la	comisión,	que	debe	estar	de	acuerdo	con	el	principio	de	que	la	finalidad	de	
las comisiones no consistirá en reemplazar a la justicia, tanto civil o administrati-
va como penal. En particular, únicamente los tribunales penales tienen compe-
tencia	para	determinar	la	responsabilidad	penal	individual	a	fin	de	pronunciarse,	
llegado el caso, sobre la culpabilidad y seguidamente sobre la pena.

Además de las directrices establecidas en los principios 12 y 13, el mandato 
de	una	comisión	de	investigación	ha	de	incorporar	o	reflejar	las	siguientes	
estipulaciones:

a)	 El	mandato	de	 la	comisión	puede	reafirmar	su	derecho;	solicitar	 la	
asistencia de la fuerza pública, incluso, bajo reserva del principio 10 
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29a) para hacer proceder a comparecencias, efectuar visitas en todos los 
lugares de interés para sus investigaciones y/u obtener la producción 
de pruebas pertinentes.

b)  Cuando la comisión tiene razones para creer que esté amenazada la 
vida, la salud o la seguridad de una persona de interés para sus inves-
tigaciones o hay riesgo de que se pierda un elemento de prueba, se 
puede dirigir a un tribunal, con arreglo a un procedimiento de urgen-
cia,	o	adoptar	otras	medidas	apropiadas	para	poner	fin	a	esa	amenaza	
o a ese riesgo.

c)  Sus investigaciones se referirán a todas las personas acusadas de pre-
suntas violaciones de los derechos humanos y/o del derecho humani-
tario, tanto si las ordenaron como si las cometieron, si fueron autores 
o cómplices, y tanto si se trata de agentes del Estado o de grupos 
armados paraestatales o privados relacionados de algún modo con 
el Estado, como de movimientos armados no estatales considerados 
beligerantes. Sus investigaciones podrán abordar asimismo la función 
de otros protagonistas para facilitar las violaciones de los derechos 
humanos y del derecho humanitario.

d)  Las comisiones estarán facultadas para investigar todas las formas 
de violación de los derechos humanos y del derecho humanitario. 
Sus investigaciones se referirán prioritariamente a las que constituyan 
delitos graves según el derecho internacional, y en ellas se prestará 
especial atención a las violaciones de los derechos fundamentales de 
la mujer y de otros grupos vulnerables.

e)  Las comisiones de investigación tratarán de preservar las pruebas en 
interés de la justicia.

f)  El mandato de las comisiones de investigación deberá subrayar la im-
portancia de preservar los archivos de la comisión. Desde el principio 
de sus trabajos, las comisiones deberán aclarar las condiciones que re-
girán el acceso a sus archivos, incluidas las condiciones encaminadas a 
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impedir	la	divulgación	de	información	confidencial,	preservando	a	la	
vez el derecho del público a consultar sus archivos […]

PRINCIPIO 14. MEDIDAS DE PRESERVACIÓN DE LOS ARCHI-
VOS

El derecho a saber implica la necesidad de preservar los archivos. Se debe-
rán adoptar medidas técnicas y sanciones penales para impedir la sustrac-
ción,	la	destrucción,	la	disimulación	o	la	falsificación	de	los	archivos,	entre	
otras	cosas	con	el	fin	de	que	queden	impunes	los	autores	de	violaciones	de	
derechos humanos y/o del derecho humanitario. […]

PRINCIPIO 19. DEBERES DE LOS ESTADOS EN MATERIA DE 
ADMINISTRACIÓN DE LA JUSTICIA

Los Estados emprenderán investigaciones rápidas, minuciosas, indepen-
dientes e imparciales de las violaciones de los derechos humanos y el dere-
cho internacional humanitario y adoptarán las medidas apropiadas respecto 
de sus autores, especialmente en la esfera de la justicia penal, para que sean 
procesados, juzgados y condenados debidamente. Aunque la iniciativa del 
enjuiciamiento es en primer lugar una de las misiones del Estado, deberán 
adoptarse normas procesales complementarias para que las propias vícti-
mas, sus familiares o herederos puedan tomar esa iniciativa, individual o co-
lectivamente, en particular como partes civiles o como personas que inician 
un juicio en los Estados cuyo derecho procesal penal contemple esos pro-
cedimientos. Los Estados deberán garantizar la amplia participación jurídi-
ca en el proceso judicial a todas las partes perjudicadas y a toda persona u 
organización no gubernamental que tenga un interés legítimo en el proceso.

PRINCIPIO 20. COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES PENALES 
INTERNACIONALES E INTERNACIONALIZADOS

La competencia territorial de los tribunales nacionales en principio sigue 
siendo la norma en lo tocante a los delitos graves con arreglo al derecho in-
ternacional. De conformidad con las disposiciones de sus estatutos, podrá 
admitirse la competencia concurrente de un tribunal penal internacional o 
de un tribunal penal internacionalizado cuando los tribunales nacionales no 
ofrezcan garantías satisfactorias de independencia e imparcialidad o cuando 
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31les resulte materialmente imposible desempeñar debidamente sus investiga-
ciones o su seguimiento de una causa criminal o no estén dispuestos a ello. 
Los Estados deberán asegurarse de que satisfacen plenamente sus obliga-
ciones jurídicas con respecto a los tribunales penales internacionales e inter-
nacionalizados, incluso, cuando sea necesario, mediante la promulgación de 
leyes internas que permitan a los Estados cumplir obligaciones dimanantes 
de su adhesión al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional o con 
arreglo a otros instrumentos vinculantes, y mediante la puesta en práctica 
de las obligaciones aplicables de aprehender y entregar a las personas sos-
pechosas y de cooperar con respecto a las pruebas. […] 

PRINCIPIO 24. RESTRICCIONES Y OTRAS MEDIDAS RELATIVAS 
A LA AMNISTÍA

Incluso	cuando	tenga	por	finalidad	crear	condiciones	propicias	para	alcan-
zar un acuerdo de paz o favorecer la reconciliación nacional, la amnistía y 
demás medidas de clemencia se aplicarán dentro de los siguientes límites:

a) Los autores de delitos graves conforme al derecho internacional no 
podrán	beneficiarse	de	esas	medidas	mientras	el	Estado	no	cumpla	las	
obligaciones enumeradas en el principio 19 o los autores hayan sido 
sometidos a juicio ante un tribunal competente, sea internacional o 
internacionalizado o nacional, fuera del Estado de que se trata. 

b) La amnistía y otras medidas de clemencia no afectan al derecho de las 
víctimas a reparación previsto en los principios 31 a 34, y no menos-
cabarán en el derecho a saber. 

c) Como la amnistía puede interpretarse como un reconocimiento de 
culpa, no podrá imponerse a las personas enjuiciadas o condenadas 
por	hechos	 acaecidos	durante	 el	 ejercicio	pacífico	del	 derecho	 a	 la	
libertad	de	opinión	y	de	expresión.	Cuando	esas	personas	no	hayan	
hecho más que ejercer ese derecho legítimo, garantizado por los ar-
tículos 18 a 20 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y 
18, 19, 21 y 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos, una ley deberá considerar nula y sin valor respecto de ellas toda 
decisión	judicial	o	de	otro	tipo	que	les	concierna;	se	pondrá	fin	a	su	
reclusión sin condiciones ni plazos. 
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d) Toda persona condenada por infracciones que no sean las previstas 
en el apartado c) del presente principio y que entren en el ámbito de 
aplicación de la amnistía podrá rechazar la amnistía y solicitar que se 
revise su proceso si no ha tenido un juicio imparcial y con las debidas 
garantías, previstas en los artículos 10 y 11 de la Declaración Uni-
versal de Derechos Humanos y en los artículos 9, 14 y 15 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, o si ha sido condenada 
sobre la base de una declaración que, según se haya establecido, ha 
sido hecha como resultado de interrogatorios inhumanos o degradan-
tes, especialmente bajo la tortura.

PRINCIPIO 25. RESTRICCIONES AL DERECHO DE ASILO

En aplicación del párrafo 2 del artículo 1 de la Declaración sobre el Asilo 
Territorial, adoptada por la Asamblea General el 14 de diciembre de 1967, 
así como del párrafo F del artículo 1 de la Convención sobre el Estatuto de 
los Refugiados, de 28 de julio de 1951, los Estados no podrán permitir que 
se	beneficien	de	esos	estatutos	protectores,	incluido	el	asilo	diplomático,	las	
personas respecto de las cuales haya motivos fundados para creer que son 
autoras de delitos graves conforme al derecho internacional.

PRINCIPIO 26. RESTRICCIONES A LA EXTRADICIÓN/NON BIS 
IN IDEM

a) Los autores de delitos graves conforme al derecho internacional no 
podrán,	para	evitar	su	extradición,	ampararse	en	las	disposiciones	fa-
vorables que suelen aplicarse a los delitos políticos ni al principio de 
no	extradición	de	 los	nacionales.	De	 todas	maneras,	 la	 solicitud	de	
extradición	 deberá	 ser	 rechazada,	 en	 particular	 por	 los	 países	 abo-
licionistas,	 cuando	 existe	 el	 peligro	de	que	 en	 el	Estado	 requirente	
se condene a muerte a la persona afectada. También se denegará la 
extradición	cuando	haya	fundamentos	sustanciales	para	creer	que	el	
sospechoso estaría en peligro de ser objeto de graves violaciones de 
los derechos humanos, tales como la tortura; la desaparición forzada; 
o	la	ejecución	extralegal,	arbitraria	o	sumaria.	Si	se	deniega	la	extradi-
ción por esos motivos, el Estado solicitante deberá presentar el caso 
a	las	autoridades	competentes	con	fines	de	enjuiciamiento.
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33b) El hecho de que una persona haya sido procesada en relación con un 
delito grave con arreglo al derecho internacional no impedirá su pro-
cesamiento con respecto a la misma conducta si la actuación anterior 
obedeciera al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad 
penal o si esos procedimientos no hubieran sido realizados en forma 
independiente o imparcial de conformidad con las debidas garantías 
procesales reconocidas por el derecho internacional o lo hubieren 
sido de alguna manera que, en las circunstancias del caso, fuere in-
compatible con la intención de someter a la persona a la acción de la 
justicia.

PRINCIPIO 27. RESTRICCIONES A LAS JUSTIFICACIONES QUE 
PUEDAN VINCULARSE A LA OBEDIENCIA DEBIDA, LA RES-
PONSABILIDAD SUPERIOR Y EL CARÁCTER OFICIAL

a) En cuanto al autor de las violaciones, el hecho de que haya actuado 
obedeciendo órdenes de su Gobierno o de un superior jerárquico no 
lo	eximirá	de	la	responsabilidad,	en	particular	penal,	pero	podrá	con-
siderarse causa de reducción de la pena si ello es conforme al derecho.

b) El hecho de que las violaciones hayan sido cometidas por un subor-
dinado	no	eximirá	a	sus	superiores	de	responsabilidad,	en	particular	
penal, si éstos sabían o tenían motivos para saber, en unas circunstan-
cias determinadas, que dicho subordinado estaba cometiendo, o iba 
a cometer dicho delito y si no tomaron todas las medidas necesarias 
para impedir o castigar el delito.

c) El hecho de que el autor de un delito conforme al derecho interna-
cional	desempeñe	funciones	oficiales,	incluso	si	se	trata	de	un	Jefe	de	
Estado	o	de	Gobierno,	no	lo	eximirá	de	responsabilidad	penal	o	de	
otro tipo ni será causa de reducción de la pena.

PRINCIPIO 28. RESTRICCIONES A LOS EFECTOS DE LAS LEYES 
SOBRE DIVULGACIÓN O SOBRE ARREPENTIDOS

El hecho de que el autor revele las violaciones cometidas por él mismo 
o	por	otros	para	beneficiarse	de	 las	disposiciones	 favorables	de	 las	 leyes	
relativas	 al	 arrepentimiento	 no	 lo	 eximirá	 de	 responsabilidad	 penal	 o	 de	
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otro tipo. La revelación solo puede ser causa de reducción de la pena para 
contribuir a la manifestación de la verdad. Cuando debido a las revelacio-
nes,	el	autor	pueda	ser	objeto	de	persecución,	como	excepción	al	principio	
25, podrá concedérsele asilo -y no el estatuto de refugiado- al autor de las 
revelaciones para contribuir a la manifestación de la verdad.

PRINCIPIO 29. RESTRICCIONES A LA COMPETENCIA DE LOS 
TRIBUNALES MILITARES

La competencia de los tribunales militares deberá limitarse a las infracciones 
de	carácter	específicamente	militar	cometidas	por	militares,	con	exclusión	
de las violaciones de los derechos humanos, las cuales son competencia de 
los tribunales nacionales ordinarios o, en su caso, cuando se trate de delitos 
graves conforme al derecho internacional, de un tribunal penal internacio-
nal o internacionalizado.

PRINCIPIO 30. RESTRICCIONES AL PRINCIPIO DE INAMOVILI-
DAD DE LOS JUECES

El principio de inamovilidad, garantía fundamental de su independencia, 
deberá respetarse en el caso de los magistrados que hayan sido nombrados 
de conformidad con los requisitos de un estado de derecho. En cambio, los 
que hayan sido nombrados ilegítimamente o hayan obtenido sus facultades 
jurisdiccionales mediante un acto de adhesión, podrán ser destituidos en 
virtud de la ley, en aplicación del principio del paralelismo de las formas. 
Deberá proporcionárseles una oportunidad de impugnar su destitución si-
guiendo los procedimientos que atiendan los criterios de independencia e 
imparcialidad con miras a pedir su reincorporación. […]

PRINCIPIO 32. PROCEDIMIENTOS DE REPARACIÓN

Tanto por la vía penal como por la civil, administrativa o disciplinaria, toda 
víctima debe tener la posibilidad de ejercer un recurso accesible, rápido y 
eficaz,	que	incluirá	las	restricciones	que	a	la	prescripción	impone	el	princi-
pio	23.	En	el	ejercicio	de	dicho	recurso,	debe	beneficiarse	de	una	protección	
contra actos de intimidación y represalias. También pueden proporcionarse 
reparaciones mediante programas, basados en medidas legislativas o admi-
nistrativas,	financiados	por	fuentes	nacionales	o	 internacionales,	dirigidos	
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35a individuos y a comunidades. Las víctimas y otros sectores de la sociedad 
civil	deben	desempeñar	un	papel	significativo	en	la	elaboración	y	aplicación	
de tales programas. Deben hacerse esfuerzos concertados para asegurar que 
las mujeres y los grupos minoritarios participen en las consultas públicas 
encaminadas a elaborar, aplicar y evaluar los programas de reparación. El 
ejercicio del derecho a obtener reparación comprende el acceso a los pro-
cedimientos internacionales y regionales aplicables.

PRINCIPIO 33. PUBLICIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS DE RE-
PARACIÓN

Los procedimientos especiales que permiten a las víctimas ejercer su de-
recho a una reparación serán objeto de la más amplia publicidad posible, 
incluso por los medios de comunicación privados. Se deberá asegurar esa 
difusión	tanto	en	el	interior	del	país	como	en	el	extranjero,	incluso	por	la	
vía	consular,	especialmente	en	los	países	a	 los	que	hayan	debido	exiliarse	
muchas víctimas.

PRINCIPIO 34. ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL DERECHO A OB-
TENER REPARACIÓN

El derecho a obtener reparación deberá abarcar todos los daños y perjuicios 
sufridos por las víctimas; comprenderá medidas de restitución, indemniza-
ción, rehabilitación y satisfacción según lo establece el derecho internacio-
nal. En los casos de desapariciones forzadas, la familia de la víctima directa 
tiene el derecho imprescriptible a ser informada de la suerte y/o el paradero 
de la persona desaparecida y, en caso de fallecimiento, se le debe restituir el 
cuerpo	en	cuanto	se	identifique,	independientemente	de	que	se	haya	esta-
blecido la identidad de los autores o se los haya encausado.

Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humani-
tario a interponer recursos y obtener reparaciones6

6  ONU, Asamblea General, AG Res. 60/147 del 16 de diciembre de 2005.
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I. Obligación de respetar, asegurar que se respeten y aplicar las normas 
internacionales de derechos humanos y el derecho internacional hu-
manitario

1. La obligación de respetar, asegurar que se respeten y aplicar las nor-
mas internacionales de derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario según lo previsto en los respectivos ordenamientos jurí-
dicos dimana de:

 a) Los tratados en los que un Estado sea parte;
 b) El derecho internacional consuetudinario;
 c) El derecho interno de cada Estado.

2. Si no lo han hecho ya, los Estados se asegurarán, según requiere el 
derecho internacional, de que su derecho interno sea compatible con 
sus obligaciones jurídicas internacionales del modo siguiente:

 a) Incorporando las normas internacionales de derechos humanos y 
el derecho internacional humanitario a su derecho interno o aplicán-
dolas de otro modo en su ordenamiento jurídico interno;

 b) Adoptando procedimientos legislativos y administrativos apropia-
dos	y	eficaces	y	otras	medidas	apropiadas	que	den	un	acceso	equitati-
vo, efectivo y rápido a la justicia;

 c)	Disponiendo	para	las	víctimas	los	recursos	suficientes,	eficaces,	rá-
pidos	y	apropiados	que	se	definen	más	abajo,	incluida	la	reparación;

 d) Asegurando que su derecho interno proporcione como mínimo 
el mismo grado de protección a las víctimas que el que imponen sus 
obligaciones internacionales.

II. Alcance de la obligación

3.  La obligación de respetar, asegurar que se respeten y aplicar las nor-
mas internacionales de derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario según lo previsto en los respectivos ordenamientos jurí-
dicos comprende, entre otros, el deber de:

 a) Adoptar disposiciones legislativas y administrativas y otras medidas 
apropiadas para impedir las violaciones;
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37 b) Investigar	las	violaciones	de	forma	eficaz,	rápida,	completa	e	im-
parcial y, en su caso, adoptar medidas contra los presuntos responsa-
bles de conformidad con el derecho interno e internacional;

 c)	Dar	a	quienes	afirman	ser	víctimas	de	una	violación	de	sus	derechos	
humanos o del derecho humanitario un acceso equitativo y efectivo 
a la justicia, como se describe más adelante, con independencia de 
quién	resulte	ser	en	definitiva	el	responsable	de	la	violación;	y

 d)	Proporcionar	a	 las	víctimas	recursos	eficaces,	 incluso	reparación,	
como se describe más adelante.

III.		 Violaciones	manifiestas	 de	 las	 normas	 internacionales	 de	 derechos	
humanos y violaciones graves del derecho internacional humanitario 
que constituyen crímenes en virtud del derecho internacional

4.	 En	los	casos	de	violaciones	manifiestas	de	las	normas	internacionales	
de derechos humanos y de violaciones graves del derecho interna-
cional humanitario que constituyen crímenes en virtud del derecho 
internacional, los Estados tienen la obligación de investigar y, si hay 
pruebas	suficientes,	enjuiciar	a	las	personas	presuntamente	responsa-
bles de las violaciones y, si se las declara culpables, la obligación de 
castigarlas. Además, en estos casos los Estados deberán, en confor-
midad con el derecho internacional, cooperar mutuamente y ayudar 
a los órganos judiciales internacionales competentes a investigar tales 
violaciones y enjuiciar a los responsables.

5.		 Con	tal	fin,	cuando	así	lo	disponga	un	tratado	aplicable	o	lo	exija	otra	
obligación jurídica internacional, los Estados incorporarán o apli-
carán de otro modo dentro de su derecho interno las disposiciones 
apropiadas relativas a la jurisdicción universal. Además, cuando así lo 
disponga	un	tratado	aplicable	o	lo	exija	otra	obligación	jurídica	inter-
nacional,	los	Estados	deberán	facilitar	la	extradición	o	entrega	de	los	
culpables a otros Estados y a los órganos judiciales internacionales 
competentes y prestar asistencia judicial y otras formas de coopera-
ción para la administración de la justicia internacional, en particular 
asistencia y protección a las víctimas y a los testigos, conforme a las 
normas jurídicas internacionales de derechos humanos y sin perjuicio 
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de disposiciones jurídicas internacionales tales como las relativas a la 
prohibición de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes.

IV. Prescripción

6.  Cuando así se disponga en un tratado aplicable o forme parte de otras 
obligaciones jurídicas internacionales, no prescribirán las violaciones 
manifiestas	de	las	normas	internacionales	de	derechos	humanos	ni	las	
violaciones graves del derecho internacional humanitario que consti-
tuyan crímenes en virtud del derecho internacional.

7.  Las disposiciones nacionales sobre la prescripción de otros tipos de 
violaciones que no constituyan crímenes en virtud del derecho inter-
nacional, incluida la prescripción de las acciones civiles y otros proce-
dimientos,	no	deberían	ser	excesivamente	restrictivas.

V.	 Víctimas	de	violaciones	manifiestas	de	las	normas	internacionales	de	
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 
humanitario

8.  A los efectos del presente documento, se entenderá por víctima a 
toda persona que haya sufrido daños, individual o colectivamente, in-
cluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas 
económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, 
como consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una vio-
lación	manifiesta	de	las	normas	internacionales	de	derechos	humanos	
o una violación grave del derecho internacional humanitario. Cuando 
corresponda, y en conformidad con el derecho interno, el término 
“víctima” también comprenderá a la familia inmediata o las personas 
a cargo de la víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños 
al intervenir para prestar asistencia a víctimas en peligro o para impe-
dir la victimización.

9.  Una persona será considerada víctima con independencia de si el au-
tor	de	la	violación	ha	sido	identificado,	aprehendido,	juzgado	o	con-
denado	y	de	la	relación	familiar	que	pueda	existir	entre	el	autor	y	la	
víctima.
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39VI. Tratamiento de las víctimas

10. Las víctimas deben ser tratadas con humanidad y respeto de su dignidad 
y sus derechos humanos, y han de adoptarse las medidas apropiadas para 
garantizar su seguridad, su bienestar físico y psicológico y su intimidad, 
así como los de sus familias. El Estado debe velar por que, en la medida 
de lo posible, su derecho interno disponga que las víctimas de violencia 
o traumas gocen de una consideración y atención especiales para que los 
procedimientos jurídicos y administrativos destinados a hacer justicia y 
conceder una reparación no den lugar a un nuevo trauma.

VII. Derecho de las víctimas a disponer de recursos

11.		 Entre	 los	recursos	contra	 las	violaciones	manifiestas	de	 las	normas	
internacionales de derechos humanos y las violaciones graves del de-
recho	internacional	humanitario	figuran	los	siguientes	derechos	de	la	
víctima, conforme a lo previsto en el derecho internacional:

 a) Acceso igual y efectivo a la justicia;
 b) Reparación adecuada, efectiva y rápida del daño sufrido;
 c) Acceso a información pertinente sobre las violaciones y los 

mecanismos de reparación.

[…]

Normas Nacionales

Marco Jurídico para la paz

ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2012

(julio 31)

Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional en el 
marco del artículo 22 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones.

Artículo 1°. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio 
que será el 66, así:



40

¿Qué es la justicia transicional?
Nelson Camilo Sanchéz León

Artículo	Transitorio	66.	Los	instrumentos	de	justicia	transicional	serán	ex-
cepcionales	y	tendrán	como	finalidad	prevalente	facilitar	la	terminación	del	
conflicto	armado	interno	y	el	logro	de	la	paz	estable	y	duradera,	con	garan-
tías de no repetición y de seguridad para todos los colombianos; y garanti-
zarán en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la verdad, la 
justicia y la reparación. Una ley estatutaria podrá autorizar que, en el marco 
de un acuerdo de paz, se dé un tratamiento diferenciado para los distintos 
grupos	armados	al	margen	de	 la	 ley	que	hayan	sido	parte	en	el	conflicto	
armado interno y también para los agentes del Estado, en relación con su 
participación en el mismo.

Mediante una ley estatutaria se establecerán instrumentos de justicia tran-
sicional	de	carácter	judicial	o	extrajudicial	que	permitan	garantizar	los	de-
beres estatales de investigación y sanción. En cualquier caso se aplicarán 
mecanismos	de	carácter	extrajudicial	para	el	esclarecimiento	de	la	verdad	y	
la reparación de las víctimas.

Una	ley	deberá	crear	una	Comisión	de	la	Verdad	y	definir	su	objeto,	com-
posición, atribuciones y funciones. El mandato de la comisión podrá incluir 
la formulación de recomendaciones para la aplicación de los instrumentos 
de justicia transicional, incluyendo la aplicación de los criterios de selección.

Tanto los criterios de priorización como los de selección son inherentes 
a los instrumentos de justicia transicional. El Fiscal General de la Nación 
determinará criterios de priorización para el ejercicio de la acción penal. Sin 
perjuicio del deber general del Estado de investigar y sancionar las graves 
violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humani-
tario, en el marco de la justicia transicional, el Congreso de la República, por 
iniciativa del Gobierno Nacional, podrá mediante ley estatutaria determinar 
criterios de selección que permitan centrar los esfuerzos en la investiga-
ción	penal	de	los	máximos	responsables	de	todos	los	delitos	que	adquieran	
la connotación de crímenes de lesa humanidad, genocidio, o crímenes de 
guerra cometidos de manera sistemática; establecer los casos, requisitos y 
condiciones en los que procedería la suspensión de la ejecución de la pena; 
establecer	los	casos	en	los	que	proceda	la	aplicación	de	sanciones	extraju-
diciales, de penas alternativas, o de modalidades especiales de ejecución y 
cumplimiento de la pena; y autorizar la renuncia condicionada a la perse-
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41cución judicial penal de todos los casos no seleccionados. La ley estatutaria 
tendrá en cuenta la gravedad y representatividad de los casos para determi-
nar los criterios de selección.

En cualquier caso, el tratamiento penal especial mediante la aplicación de 
instrumentos constitucionales como los anteriores estará sujeto al cumpli-
miento de condiciones tales como la dejación de las armas, el reconoci-
miento de responsabilidad, la contribución al esclarecimiento de la verdad 
y a la reparación integral de las víctimas, la liberación de los secuestrados, 
y la desvinculación de los menores de edad reclutados ilícitamente que se 
encuentren en poder de los grupos armados al margen de la ley.

Parágrafo 1º. En los casos de la aplicación de instrumentos de justicia tran-
sicional a grupos armados al margen de la ley que hayan participado en 
las hostilidades, esta se limitará a quienes se desmovilicen colectivamente 
en el marco de un acuerdo de paz o a quienes se desmovilicen de manera 
individual de conformidad con los procedimientos establecidos y con la 
autorización del Gobierno Nacional.

Parágrafo 2º. En ningún caso se podrán aplicar instrumentos de justicia 
transicional a grupos armados al margen de la ley que no hayan sido parte 
en	el	conflicto	armado	interno,	ni	a	cualquier	miembro	de	un	grupo	armado	
que una vez desmovilizado siga delinquiendo.

Artículo 2º. Transitorio. Una vez el gobierno nacional presente al Congreso 
de la República el primer proyecto de ley que autorice la aplicación de los 
instrumentos penales establecidos en el inciso 4° del artículo 1° del presen-
te acto legislativo, el Congreso tendrá cuatro (4) años para proferir todas las 
leyes que regulen esta materia.

Artículo 3º. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio 
que será el 67, así:

Artículo Transitorio 67. Una ley estatutaria regulará cuáles serán los delitos 
considerados	 conexos	 al	 delito	 político	para	 efectos	 de	 la	 posibilidad	 de	
participar	en	política.	No	podrán	ser	considerados	conexos	al	delito	político	
los delitos que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad y 
genocidio cometidos de manera sistemática, y en consecuencia no podrán 
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participar en política ni ser elegidos quienes hayan sido condenados y selec-
cionados por estos delitos.

Artículo 4°. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.

Ley de Víctimas y Restitución de Tierras 

LEY 1448 DE 2011

(junio 10)
Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras 
disposiciones.

TÍTULO I.

DISPOSICIONES GENERALES.

CAPÍTULO I.

OBJETO, ÁMBITO Y DEFINICIÓN DE VÍCTIMA.

ARTÍCULO 1º. OBJETO. La presente ley tiene por objeto establecer un 
conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas, 
individuales	y	colectivas,	en	beneficio	de	las	víctimas	de	las	violaciones	
contempladas en el artículo 3 o de la presente ley, dentro de un marco de 
justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus dere-
chos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, 
de	modo	que	se	 reconozca	su	condición	de	víctimas	y	se	dignifique	a	
través de la materialización de sus derechos constitucionales.

ARTÍCULO 2º. ÁMBITO DE LA LEY. La presente ley regula lo con-
cerniente a ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación de las 
víctimas de que trata el artículo 3º o de la presente ley, ofreciendo he-
rramientas para que estas reivindiquen su dignidad y asuman su plena 
ciudadanía.

Las medidas de atención, asistencia y reparación para los pueblos indíge-
nas	y	comunidades	afrocolombianas,	harán	parte	de	normas	específicas	
para cada uno de estos grupos étnicos, las cuales serán consultadas pre-
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43viamente	a	fin	de	respetar	sus	usos	y	costumbres,	así	como	sus	derechos	
colectivos, de conformidad con lo establecido en el artículo 205 de la 
presente ley.

ARTÍCULO 3º. VÍCTIMAS. Se consideran víctimas, para los efectos de 
esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufri-
do un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero de 1985, como 
consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de 
violaciones	graves	y	manifiestas	a	las	normas	internacionales	de	Dere-
chos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.

También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanen-
te, parejas del mismo sexo y familiar en primer grado de consanguini-
dad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado 
muerte o estuviere desaparecida. A falta de estas, lo serán los que se 
encuentren en el segundo grado de consanguinidad ascendente.

De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufri-
do un daño al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para preve-
nir la victimización.

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se indivi-
dualice, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y 
de la relación familiar que pueda existir entre el autor y la víctima.

PARÁGRAFO 1º. Cuando los miembros de la Fuerza Pública sean víc-
timas en los términos del presente artículo, su reparación económica co-
rresponderá por todo concepto a la que tengan derecho de acuerdo al 
régimen especial que les sea aplicable. De la misma forma, tendrán dere-
cho a las medidas de satisfacción y garantías de no repetición señaladas 
en la presente ley.

PARÁGRAFO 2º. Los miembros de los grupos armados organizados al 
margen de la ley no serán considerados víctimas, salvo en los casos en 
los que los niños, niñas o adolescentes hubieren sido desvinculados del 
grupo armado organizado al margen de la ley siendo menores de edad.

Para los efectos de la presente ley, el o la cónyuge, compañero o compa-
ñera permanente, o los parientes de los miembros de grupos armados or-
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ganizados al margen de la ley serán considerados como víctimas directas 
por el daño sufrido en sus derechos en los términos del presente artículo, 
pero no como víctimas indirectas por el daño sufrido por los miembros 
de dichos grupos.

PARÁGRAFO	3º.	Para	los	efectos	de	la	definición	contenida	en	el	presen-
te artículo, no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un 
daño en sus derechos como consecuencia de actos de delincuencia común.

PARÁGRAFO 4º. Las personas que hayan sido víctimas por hechos ocu-
rridos antes del 1o de enero de 1985 tienen derecho a la verdad, medidas 
de reparación simbólica y a las garantías de no repetición previstas en la 
presente ley, como parte del conglomerado social y sin necesidad de que 
sean individualizadas.

PARÁGRAFO	5º.	La	definición	de	víctima	contemplada	en	el	presente	
artículo, en ningún caso podrá interpretarse o presumir reconocimiento 
alguno de carácter político sobre los grupos terroristas y/o armados ile-
gales,	que	hayan	ocasionado	el	daño	al	que	se	refiere	como	hecho	victi-
mizante la presente ley, en el marco del Derecho Internacional Humani-
tario y de los Derechos Humanos, de manera particular de lo establecido 
por el artículo tercero (3o) común a los Convenios de Ginebra de 1949. 
El ejercicio de las competencias y funciones que le corresponden en vir-
tud de la Constitución, la ley y los reglamentos a las Fuerzas Armadas 
de combatir otros actores criminales, no se afectará en absoluto por las 
disposiciones contenidas en la presente ley.

[…]

Ley sobre acuerdos de contribución a la verdad y la memo-
ria histórica 

LEY 1424 DE 2010
(diciembre 29)

Por la cual se dictan disposiciones de justicia transicional que garanticen verdad, justicia 
y reparación a las víctimas de desmovilizados de grupos organizados al margen de la ley, 
se conceden beneficios jurídicos y se dictan otras disposiciones.
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45ARTÍCULO 1º. OBJETO DE LA LEY. La presente ley tiene por objeto 
contribuir al logro de la paz perdurable, la satisfacción de las garantías 
de verdad, justicia y reparación, dentro del marco de justicia transicional, 
en relación con la conducta de los desmovilizados de los grupos armados 
organizados al margen de la ley, que hubieran incurrido únicamente en 
los delitos de concierto para delinquir simple o agravado, utilización ile-
gal de uniformes e insignias, utilización ilícita de equipos transmisores o 
receptores, y porte ilegal de armas de fuego o municiones de uso priva-
tivo de las Fuerzas Armados o de defensa personal, como consecuencia 
de su pertenencia a dichos grupos, así como también, promover la rein-
tegración de los mismos a la sociedad.

ARTÍCULO 2º. ACUERDO DE CONTRIBUCIÓN A LA VERDAD 
HISTÓRICA Y LA REPARACIÓN. El Gobierno Nacional promoverá 
un Acuerdo de Contribución a la Verdad Histórica y la Reparación con 
aquellas personas que, habiéndose desmovilizado de los grupos armados 
organizados al margen de la ley, hubieren incurrido únicamente en los 
delitos descritos en el artículo anterior, en los términos allí establecidos.

El Acuerdo de Contribución a la Verdad Histórica y la Reparación es un 
instrumento de transición para poner en vigor los principios de verdad, 
justicia y reparación como complemento a los instrumentos jurídicos que 
se han establecido para tal efecto, y contribución al proceso de reconci-
liación nacional.

ARTÍCULO 3º. REQUISITOS Y CUMPLIMIENTO DEL ACUERDO. 
El Acuerdo de Contribución a la Verdad Histórica y la Reparación, será 
suscrito entre el Presidente de la República o su delegado y los desmo-
vilizados	que	manifiesten,	durante	el	año	siguiente	a	la	expedición	de	la	
presente ley por escrito, su compromiso con el proceso de reintegración 
a la sociedad y con la contribución al esclarecimiento de la conforma-
ción	de	los	grupos	organizados	al	margen	de	la	ley	a	los	que	se	refiere	la	
presente ley, el contexto general de su participación, y todos los hechos 
o actuaciones de que tengan conocimiento en razón de su pertenencia.

ARTÍCULO 4º. MECANISMO NO JUDICIAL DE CONTRIBUCIÓN 
A LA VERDAD Y LA MEMORIA HISTÓRICA. Créase un mecanismo 
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no judicial de contribución a la verdad y la memoria histórica, con el 
fin	de	recolectar,	sistematizar,	preservar	la	información	que	surja	de	los	
Acuerdos de contribución a la verdad histórica y la reparación, y produ-
cir los informes a que haya lugar.

La información que surja en el marco de los acuerdos de que trata este ar-
tículo no podrá, en ningún caso, ser utilizada como prueba en un proceso 
judicial en contra del sujeto que suscribe el Acuerdo de Contribución a lo 
Verdad Histórica y a la Reparación o en contra de terceros.

[…]

Ley de Justicia y Paz

LEY 975 DE 2005

(julio 25)
Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos 

armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la con-
secución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios.

CAPÍTULO I.

PRINCIPIOS Y DEFINICIONES.

ARTÍCULO 1º. OBJETO DE LA PRESENTE LEY. La presente ley tiene por 
objeto facilitar los procesos de paz y la reincorporación individual o colecti-
va a la vida civil de miembros de grupos armados al margen de la ley, garan-
tizando los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.

Se entiende por grupo armado organizado al margen de la ley, el grupo 
de	guerrilla	o	de	autodefensas,	o	una	parte	significativa	e	integral	de	los	
mismos como bloques, frentes u otras modalidades de esas mismas orga-
nizaciones, de las que trate la Ley 782 de 2002.

ARTÍCULO 2º. AMBITO DE LA LEY, INTERPRETACIÓN Y APLICA-
CIÓN NORMATIVA.

<Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1592 de 2012. El nuevo 
texto es el siguiente:> La presente ley regula lo concerniente a la inves-
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47tigación,	procesamiento,	sanción	y	beneficios	judiciales	de	las	personas	
vinculadas a grupos armados organizados al margen de la ley, como au-
tores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión 
de la pertenencia a esos grupos, que hubieren decidido desmovilizarse y 
contribuir decisivamente a la reconciliación nacional, aplicando criterios 
de priorización en la investigación y el juzgamiento de esas conductas.

La interpretación y aplicación de las disposiciones previstas en esta ley de-
berán realizarse de conformidad con las normas constitucionales y los trata-
dos	internacionales	ratificados	por	Colombia.	La	incorporación	de	algunas	
disposiciones internacionales en la presente ley, no debe entenderse como la 
negación de otras normas internacionales que regulan esta misma materia.

La reintegración a la vida civil de las personas que puedan ser favoreci-
das	con	indulto	o	cualquier	otro	beneficio	jurídico	establecido	en	la	Ley	
418	de	1997	y	las	normas	que	la	modifican,	prorrogan	o	adicionan,	se	
regirá por lo dispuesto en dicha ley. La reintegración a la vida civil de 
quienes se sometan a los procedimientos de que trata la presente ley, se 
regirá exclusivamente por lo dispuesto en el artículo 66 de esta.

ARTÍCULO 5º. DEFINICIÓN DE VÍCTIMA.	<Artículo	modificado	por	
el artículo 2º de la Ley 1592 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> 
Para los efectos de la presente ley se entiende por víctima la persona 
que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como 
lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de disca-
pacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento 
emocional,	pérdida	financiera	o	menoscabo	de	sus	derechos	fundamen-
tales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan trans-
gredido la legislación penal, realizadas por miembros de grupos armados 
organizados al margen de la ley.

También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera per-
manente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de 
la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere 
desaparecida.

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identi-
fique,	aprehenda,	procese	o	condene	al	autor	de	la	conducta	punible	y	sin	
consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima.
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Igualmente, se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza 
Pública que hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que oca-
sionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual 
o auditiva), o menoscabo de sus derechos fundamentales, como conse-
cuencia de las acciones de algún miembro de los grupos armados organi-
zados al margen de la ley.

Así mismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compa-
ñera permanente y familiares en primer grado de consanguinidad, de los 
miembros de la fuerza pública que hayan perdido la vida en desarrollo 
de actos del servicio, en relación con el mismo, o fuera de él, como 
consecuencia de los actos ejecutados por algún miembro de los grupos 
armados organizados al margen de la ley.

También serán víctimas los demás familiares que hubieren sufrido un 
daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley 
penal cometida por miembros de grupos armados organizados al margen 
de la Ley.

ARTÍCULO 10. REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD PARA LA DESMO-
VILIZACIÓN COLECTIVA. Podrán	 acceder	 a	 los	 beneficios	 que	 esta-
blece la presente ley los miembros de un grupo armado organizado al 
margen de la ley que hayan sido o puedan ser imputados, acusados o 
condenados como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos 
durante y con ocasión de la pertenencia a esos grupos, cuando no puedan 
ser	beneficiarios	de	algunos	de	los	mecanismos	establecidos	en	la	Ley	
782 de 2002, siempre que se encuentren en el listado que el Gobierno 
Nacional remita a la Fiscalía General de la Nación y reúnan, además, las 
siguientes condiciones:

10.1 Que el grupo armado organizado de que se trata se haya desmo-
vilizado y desmantelado en cumplimiento de acuerdo con el Gobierno 
Nacional.

10.2 Que se entreguen los bienes producto de la actividad ilegal.

10.3 Que el grupo ponga a disposición del Instituto Colombiano de Bien-
estar Familiar la totalidad de menores de edad reclutados.
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chos políticos y libertades públicas y cualquiera otra actividad ilícita.

10.5	Que	el	grupo	no	se	haya	organizado	para	el	tráfico	de	estupefacien-
tes o el enriquecimiento ilícito.

10.6 Que se liberen las personas secuestradas, que se hallen en su poder.

PARÁGRAFO. Los miembros del grupo armado organizado al margen 
de la ley que se encuentren privados de la libertad, podrán acceder a los 
beneficios	contenidos	en	la	presente	ley	y	a	los	establecidos	en	la	Ley	
782 de 2002, siempre que en las providencias judiciales correspondien-
tes se determine su pertenencia al respectivo grupo.

ARTÍCULO 11. REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD PARA DESMOVI-
LIZACIÓN INDIVIDUAL. Los miembros de los grupos armados organi-
zados al margen de la ley que se hayan desmovilizado individualmente 
y que contribuyan a la consecución de la paz nacional, podrán acceder 
a	 los	beneficios	que	 establece	 la	presente	 ley,	 siempre	que	 reúnan	 los	
siguientes requisitos:

11.1 Que entregue información o colabore con el desmantelamiento del 
grupo al que pertenecía.

11.2 Que haya suscrito un acta de compromiso con el Gobierno Nacio-
nal.

11.3 Que se haya desmovilizado y dejado las armas en los términos esta-
blecidos por el Gobierno Nacional para tal efecto.

11.4 Que cese toda actividad ilícita.

11.5 Que entregue los bienes producto de la actividad ilegal, para que se 
repare a la víctima 

11.6	Que	su	actividad	no	haya	tenido	como	finalidad	el	tráfico	de	estupe-
facientes o el enriquecimiento ilícito.
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Solamente	podrán	acceder	a	los	beneficios	previstos	en	esta	ley,	las	per-
sonas cuyos nombres e identidades presente el Gobierno Nacional ante 
la Fiscalía General de la Nación.

[…]

Normatividad Nacional e Internacional relevante en Materia de Justicia Transicional

1. Documentos internacionales y normas de derecho blando o soft law 
Autor Nombre Ubicación

Secretario General ONU Informe del Secretario General sobre 
el Estado de Derecho y Justicia Tran-
sicional	 en	 sociedades	 en	 conflicto	 y	
posconflicto.	S/2004/616.

h t t p : / / w w w. u n . o r g / e s / c o mu n /
docs/?symbol=S/2004/616

Relator Especial sobre la 
promoción de la verdad, la 
justicia, la reparación y las 
garantías de no repetición, 
Pablo de Greiff

Primer Informe del Relator Especial 
sobre la promoción de la verdad, la 
justicia, la reparación y las garantías de 
no repetición, 2012.

http://www.ohchr.org/Documents/
HRBodies/HRCouncil/RegularSession/
Session21/A-HRC-21-46_sp.pdf

Comisión DD. HH. ONU Resolución sobre impunidad, número 
2005/81 ( por medio de la cual toma 
nota del Conjunto actualizado de prin-
cipios como directrices que ayuden a 
los	Estados	a	desarrollar	medidas	efi-
caces para luchar contra la impunidad, 
reconoce la aplicación regional y na-
cional de los Principios y adopta otras 
disposiciones al respecto), Doc. ONU 
E/CN.4/RES/2005/81

http://www.acnur.org/t3/fileadmin/
scr ipts/doc.php?f i l e=bib l io teca/
pdf/4347

Asamblea General ONU “Principios y directrices básicos sobre 
el derecho de las víctimas de violacio-
nes	 manifiestas	 de	 las	 normas	 inter-
nacionales de derechos humanos y de 
violaciones graves del derecho interna-
cional humanitario a interponer recur-
sos y obtener reparaciones”. AG Res. 
60/147 del 16 de diciembre de 2005

http://www2.ohchr.org/spanish/law/
reparaciones.htm

Oficina	 del	 Alto	 Comi-
sionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos 
Humanos 

Instrumentos del estado de derecho 
para sociedades que han salido de un 
conflicto.	Cartografía	 del	 sector	de	 la	
justicia. 

http://www.ohchr.org/Documents/Pu-
blications/RuleoflawMappingsp.pdf

Oficina	 del	 Alto	 Comi-
sionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos 
Humanos

Instrumentos del estado de derecho 
para sociedades que han salido de un 
conflicto.	 Procesos	 de	 depuración:	
marco operacional. 

http://www.ohchr.org/Documents/Pu-
blications/RuleoflawVettingsp.pdf

Oficina	 del	 Alto	 Comi-
sionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos 
Humanos

Instrumentos del régimen de derecho 
en	estados	que	han	sufrido	un	conflic-
to. Supervisión del sistema de justicia. 

http://www.ohchr.org/Documents/Pu-
blications/RuleoflawMonitoringsp.pdf
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sionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos 
Humanos

Instrumentos del estado de derecho 
para sociedades que han salido de un 
conflicto.	Iniciativas	de	enjuiciamiento.	

http://www.ohchr.org/Documents/Pu-
blications/RuleoflawProsecutionssp.pdf

Oficina	 del	 Alto	 Comi-
sionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos 
Humanos

Instrumentos del estado de derecho 
para sociedades que han salido de un 
conflicto.	Programas	de	reparaciones

http://www.ohchr.org/Documents/Pu-
blications/ReparationsProgrammesSP.
pdf

2. Normas Constitucionales y legales 
Norma Decretos Reglamentarios (seleccionados)

Acto legislativo 01 de 2012: 
“Por medio del cual se esta-
blecen instrumentos jurídi-
cos de justicia transicional 
en el marco del artículo 22 
de la Constitución Política 
y se dictan otras disposi-
ciones” (Marco Legal para 
la Paz) 

Deberá ser reglamentado mediante Leyes Estatutarias 

Ley 1448 de 2011: “por la 
cual se dictan medidas de 
atención, asistencia y repa-
ración integral a las víctimas 
del	 conflicto	 armado	 inter-
no y se dictan otras dispo-
siciones” (Ley de víctimas y 
restitución de tierras” 

D. 4800/11, por el cual se reglamenta la Ley 1448 de 2011 y se dictan otras 
disposiciones 
D. 4829/11, por el cual se reglamenta el Capítulo III de la Ley 1448 de 2011 en 
relación con la restitución de tierras
D.	1196/12,	por	el	cual	se	fija	un	nuevo	plazo	para	la	inscripción	de	las	organi-
zaciones de víctimas y defensoras de los derechos de las víctimas interesadas en 
integrar las Mesas de Participación de Víctimas 
D. 790/12, por el cual se trasladan las funciones del Sistema Nacional de Aten-
ción Integral a la Población Desplazada por la Violencia (SNAIPD), al Sistema 
Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas y del Consejo Na-
cional de Atención Integral a la Población Desplazada (CNAIPD), al Comité 
Ejecutivo para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas 
D. 1725/12, por el cual se adopta el Plan Nacional de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas de que trata la Ley 1448 de 2011

Ley 1424 de 2010: “por la 
cual se dictan disposiciones 
de justicia transicional que 
garanticen verdad, justicia y 
reparación a las víctimas de 
desmovilizados de grupos 
organizados al margen de 
la ley, se conceden bene-
ficios	 jurídicos	 y	 se	 dictan	
otras disposiciones” (Ley 
de acuerdos de verdad his-
tórica). 

D. 2601/11, por el cual se reglamenta la Ley 1424/10 
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Ley 975 de 2005: “Por la 
cual se dictan disposiciones 
para la reincorporación de 
miembros de grupos arma-
dos organizados al margen 
de la ley, que contribuyan de 
manera efectiva a la conse-
cución de la paz nacional y 
se dictan otros disposicio-
nes para acuerdos huma-
nitarios” (Ley de Justicia y 
paz) 

D. 4760/05, por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 975 de 2005
D. 2898/06, por el cual se reglamenta la Ley 975 de 2005 
D.	4417/06,	por	el	cual	se	modifica	el	Decreto	2898	de	2006	
D. 315/07, por medio del cual se reglamenta la intervención de las víctimas du-
rante la etapa de investigación en los procesos de Justicia y Paz de acuerdo con lo 
previsto por la Ley 975 de 2005 
D. 423/07, por medio del cual se reglamentan los artículos 10 y 11 de la Ley 975 
de 2005 
D. 176/08, por el cual se reglamentan los artículos 51, numeral 52.7 y 53 de la 
Ley 975 de 2005 
D. 880/08, por medio del cual se reglamenta el art. 61 de la Ley 975 de 2005 
(acuerdos humanitarios) 
D. 299/10, por el cual se crea y reglamenta el Sistema de Información Interinsti-
tucional de Justicia y Paz, SIIJYP, y se dictan otras disposiciones 

Decreto Ley 4633: “por 
medio del cual se dictan 
medidas de atención, asis-
tencia, reparación integral 
y de restitución de derechos 
territoriales a las víctimas 
pertenecientes a los pueblos 
y comunidades indígenas” 
Decreto Ley 4634: “por el 
cual se dictan medidas de 
asistencia, atención, repara-
ción integral y restitución de 
tierras a las víctimas perte-
necientes al pueblo Rrom o 
Gitano”
Decreto Ley 4635: “por el 
cual se dictan medidas de 
atención, asistencia, repara-
ción integral y de restitución 
de tierras a las víctimas per-
tenecientes a comunidades 
negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras”
Ley 1592 de 2012: “por la 
cual	se	introducen	modifica-
ciones a la Ley 975 de 2005” 
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Corte Constitucional 

Sentencia C-771 de 2011 
Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla

Información del caso: Demanda de inconstitucionalidad contra los artí-
culos 1º, 4º, 6º y 7º (todos parcialmente) de la Ley 1424 de 2010, “Por la 
cual se dictan disposiciones de justicia transicional que garanticen verdad, 
justicia y reparación a las víctimas de desmovilizados de grupos organiza-
dos	al	margen	de	la	ley,	se	conceden	beneficios	jurídicos	y	se	dictan	otras	
disposiciones”.

[…] Precisiones sobre el concepto de justicia transicional, sus ele-
mentos y consecuencias y sobre la aplicabilidad de este concepto

Según	se	explicó,	el	título	de	la	Ley	1424	de	2010,	de	la	cual	hacen	parte	
los preceptos demandados en este caso, señala que las reglas allí contenidas 
son “disposiciones de justicia transicional”, referencia que es luego reiterada en 
apartes no acusados de los artículos 1º, 2º y 9º de la misma ley. Sobre esta 
circunstancia, cabe anotar que si bien no es la primera vez que el Congreso 
de	Colombia	expide	normas	que	pudieran	recibir	ese	calificativo	por	parte	
de la jurisprudencia, la doctrina o la opinión pública, sí es novedoso que el 
mismo	legislador,	explícitamente,	le	atribuya	esa	intención	a	sus	mandatos.	

Como también se anunció, esta circunstancia resulta trascendental para la 
resolución de los problemas de constitucionalidad propuestos por los ac-
tores puesto que, según lo ha reconocido este tribunal, el alcance y conte-
nido de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, 
sobre los cuales se sustentan los cargos formulados, podría en casos con-
cretos presentar algunas diferencias dependiendo de si los hechos punibles 
de cuya comisión ellos se derivan han de investigarse y juzgarse dentro de 
un	contexto	que	pudiera	denominarse	ordinario,	o	en	cambio,	concurren	
circunstancias bajo las cuales resultaría válida la aplicación de instituciones 

7  La mayoría de citas de pie de página han sido suprimidas de los textos originales para facilitar la lectura de los extractos. 
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de justicia transicional, las que por su misma naturaleza han de considerarse 
excepcionales.	

Teniendo en cuenta que, adicionalmente, ese carácter de instrumentos de 
justicia transicional atribuido por la Ley 1424 de 2010 a sus propias dispo-
siciones, ha sido controvertido desde distintas perspectivas por algunos de 
los intervinientes, para que la Corte pueda resolver sobre los cargos de la 
demanda resulta necesario dilucidar primero i) qué se entiende por justicia 
transicional	a	nivel	del	derecho	internacional	y	comparado,	y	ii)	si	existen	
en la Constitución Política de Colombia y/o en los demás preceptos que 
integran el bloque de constitucionalidad, fundamentos a partir de los cuales 
resulte válido que el legislador decida implementar ese tipo de mecanismos, 
y	en	caso	afirmativo,	bajo	qué	circunstancias	fácticas	podría	hacerlo.	

Más adelante, una vez analizado el contenido las normas de la Ley 1424 de 
2010,	la	Corte	examinará	si,	a	la	luz	de	estos	conceptos,	ellas	pueden	cierta-
mente considerarse instituciones de justicia transicional.

Procede ahora la Corte a analizar los aspectos que vienen de anunciarse. 

Sobre el concepto de justicia transicional en el derecho comparado

Para el entendimiento de la noción de justicia transicional resulta útil co-
menzar por plantear una primera distinción de tipo gramatical conforme a 
la cual mientras que el término justicia alude a un sustantivo, lo transicional 
constituye un adjetivo o circunstancia especial que particulariza el concepto 
primeramente referido. Desde esta básica perspectiva, la justicia transicional 
sería	un	sistema	o	 tipo	de	 justicia	de	características	específicas,	que	debe	
aplicarse	de	manera	excepcional,	solo	bajo	determinados	escenarios.

En	esta	línea	cabe	considerar	el	significado	de	los	dos	términos	que	inte-
gran	ese	concepto.	Así,	justicia	es	definida	como	“Una de las cuatro virtudes 
cardinales, que inclina a dar a cada uno lo que le corresponde o pertenece…; Derecho, ra-
zón, equidad…” 8, mientras que por transición se entiende la “acción y efecto de 
pasar de un modo de ser o estar a otro distinto”9. Unidos estos dos conceptos, se ha 
entendido que justicia transicional es “una respuesta a las violaciones sistemáticas 

8 Diccionario de la Lengua Española, Real Academia, 22ª ed., 2001, octava tirada, corregida, 2009, México.
9 Ibídem.
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hacia un orden político y social, con el objetivo principal de “reconocer a las 
víctimas y promover iniciativas de paz, reconciliación y democracia”10. 

A su turno, la importancia del elemento justicia en los procesos de transición, 
tal	como	lo	ha	explicado	Kai	Ambos11, debe ser comprendida ampliamente, 
tomándola como una “idea de responsabilidad y equidad en la protección y vindica-
ción de derechos y la prevención y castigo de infracciones”. Así, la justicia implica, entre 
otros aspectos, la consideración de los derechos del acusado, de los intereses 
de las víctimas y del bienestar de la sociedad a largo plazo, dando aplicación 
tanto a mecanismos judiciales formales como, y en la misma proporción, a 
mecanismos	tradicionales	y	novedosos	de	resolución	de	conflictos.	

En esta misma línea, el referido autor señala que la justicia de transición “su-
pone mucho más que la justicia penal retributiva” y abarca “a la justicia restaurativa en 
cuanto apunta a restaurar o incluso reconstruir la comunidad (en el sentido de una justi-
cia creativa)”. A partir de estos elementos, puede la justicia de transición ser 
entendida	como	una	justicia	de	excepción	que	aspira	a	superar	la	situación	
de	conflicto	o	posconflicto,	pasando	“de un peor a un mejor estado” 12.

Sobre el actual concepto de justicia transicional pueden encontrarse antece-
dentes desde la época de la Primera Guerra Mundial. Sin embargo, esta no-
ción comienza a consolidarse a mediados del Siglo XX durante el período 
de la segunda posguerra, cuando en criterio de algunos autores se asigna 
esta	denominación	a	los	experimentos	de	justicia “extraordinaria e internacio-
nal” a través de los cuales se procuró el juzgamiento de los graves hechos 
sucedidos	durante	el	conflicto,	entre	ellos	el	Tribunal	de	Nuremberg.	Lue-
go, según señala Ruti G. Teitel: “La Guerra Fría da término al internacionalismo 
de esta primera fase, o fase de la posguerra, de la justicia transicional. La segunda fase 
o fase de la posguerra fría, se asocia con la ola de transiciones hacia la democracia y 
modernización que comenzó en 1989. Hacia finales del siglo XX, la política mundial 
se caracterizó por una aceleración en la resolución de conflictos y un persistente discurso 
por la justicia en el mundo del derecho y en la sociedad. La tercera fase, o estado estable, 

10 ¿Qué es la Justicia Transicional?, enfoque del ICTJ, 2004: “La justicia transicional no es una forma especial de justicia, sino una justicia 
adaptada a sociedades que se transforman a sí mismas después de un período de violación generalizada de los derechos humanos.”

11 “El marco jurídico de la Justicia de Transición”, en “Justicia de Transición - Con informes de América Latina, Alemania, Italia y Espa-
ña”, Kai Ambos y otros, Fundación Konrad Adenauer, Montevideo, 2009.

12 Ibídem.
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de la justicia transicional, está asociada con las condiciones contemporáneas de conflicto 
persistente que echan las bases para establecer como normal un derecho de la violencia.”13. 

Con todo, el concepto de justicia transicional empezó a ser utilizado con 
mayor frecuencia y precisión durante las dos últimas décadas del siglo pa-
sado, desde cuando su aplicación ha estado enmarcada dentro de “un proceso 
vigoroso de discusión académica, institucionalización y producción de políticas públicas 
que centran su atención en cuál debería ser la forma como deben enfrentarse las atrocida-
des ocurridas en el pasado y dar paso a un régimen más democrático”14.

En tiempos más recientes, la Organización de las Naciones Unidas a tra-
vés de su Consejo de Seguridad ha sostenido, en primer término, que la 
“justicia” alude a un ideal de responsabilidad y equidad en la protección y 
reclamación de los derechos, y la prevención y el castigo de las infracciones, 
que implica tener en cuenta los derechos del acusado, los intereses de las 
víctimas y el bienestar de la sociedad en su conjunto, desarrollando así “un 
concepto arraigado en todas las culturas y tradiciones nacionales y, a pesar de que su 
administración normalmente implica la existencia de mecanismos judiciales de carácter 
oficial, los métodos tradicionales de solución de controversias son igualmente pertinentes. 
La comunidad internacional ha venido colaborando durante más de medio siglo para 
estructurar en forma colectiva los requisitos sustantivos y procesales de la administración 
de justicia”. 15

A su turno, frente a la noción de “justicia de transición” este informe señala 
que abarca “toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con los intentos de 
una sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, 
a fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la 
reconciliación”.	Esos	mecanismos	pueden	ser	judiciales	o	extrajudiciales,	tener	
distintos niveles de participación internacional y comprender “el enjuicia-
miento de personas, el resarcimiento, la búsqueda de la verdad, la reforma institucional, 
la investigación de antecedentes, la remoción del cargo o combinaciones de todos ellos”16.

13 “Transitional Justice Genealogy”, publicado en Harvard Human Rights Journal, Vol. 16, Spring 2003, Cambridge, MA, p. 69-94. Respecto 
a ejemplos históricos, véase Teitel, nota 1 supra, págs. 31 y 39-40; en cuanto a antecedentes más antiguos, véase también Michael Walzer, 
Regicide and Revolution: Speeches On The Trial of Louis XVI (Michael Walzer ed., Marion Rothstein trans., 1992).

14 “Justicia Transicional desde abajo y con perspectiva de género”, documento elaborado como parte del proyecto” justicia de género para 
las mujeres víctimas en Colombia”,	financiado	por	la	Embajada	de	Canadá	y	coordinado	por	UNIFEM,	Bogotá,	2009.

15 Informe del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, “El Estado de derecho y la justicia de transición en las sociedades que sufren o 
han sufrido conflictos”, 3 de agosto de 2004.

16 Ibídem.
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ras manifestaciones frente a temas y transformaciones puramente políticas. 
Para	algunos	expertos	este	concepto	es	impreciso,	“ya que se refiere más común-
mente a la ‘justicia durante la transición’ que a alguna forma de justicia diferenciada o 
alterada”. Así, cuando se habla de justicia transicional “el concepto de transición 
generalmente se refiere a una transformación política significativa y a una ruptura con el 
pasado”, que ayuda a fortalecer el proceso de equidad.

Ciertamente, el concepto de justicia transicional es de tal amplitud que bajo 
esa	 genérica	 denominación	 pueden	 encuadrarse	 experiencias	 y	 procesos	
muy disímiles, tanto como lo son los países y circunstancias históricas en 
que ellos han tenido lugar. Sin embargo, independientemente de sus parti-
cularidades, todos ellos coinciden en la búsqueda del ya indicado propósito 
de hacer efectivos, al mayor nivel posible, los derechos a la verdad, la justicia 
y la reparación de las víctimas frente a un pasado de graves y sistemáticas 
violaciones de los derechos humanos, teniendo como límite la medida de lo 
que resulte conducente al logro y mantenimiento de la paz social.

Así,	se	consideran	procesos	de	justicia	transicional	las	experiencias	vividas	
en	varios	de	los	países	del	sur	de	Europa,	específicamente	Grecia,	Portugal	
y España, donde en la segunda mitad del Siglo XX se adoptaron diversas 
políticas para sancionar a las élites autoritarias del pasado reciente, en Gre-
cia y Portugal respecto de golpes militares y dictaduras que tuvieron lugar 
en las décadas de los años 60 y 70 y en España frente a hechos relacionados 
con la Guerra Civil y la posterior dictadura de Franco, lo cual solo fue po-
sible con posterioridad a la muerte de éste en 1975.

En América Latina se destacan los procesos cumplidos durante las dos últi-
mas décadas del siglo XX como parte del tránsito de dictaduras militares a 
gobiernos democráticos y de cara a la necesidad de investigar y sancionar las 
desapariciones y otros abusos cometidos por los gobernantes de facto, cui-
dando al mismo tiempo que el rigor de tales procesos no diera al traste con 
las	 incipientes	experiencias	democráticas,	en	vista	del	gran	poder	que	para	
entonces	seguían	detentando	los	autores	y	beneficiarios	de	tales	abusos.	

Experiencias	de	este	tipo,	aunque	con	distintas	variantes,	hubo	durante	esa	
época en Bolivia (1982-83), Argentina (1984), Uruguay (1985), Chile (1990), 
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Paraguay (1992), El Salvador (1992), Guatemala (1994), Haití (1994) y Perú 
(2001 a 2005). En algunos casos las investigaciones alcanzaron a tener efec-
tos directamente sancionatorios sobre los responsables, mientras que en 
otros procuraron al menos satisfacer el anhelo y la necesidad colectiva de 
conocer la verdad, con el ánimo de lograr además garantías de no repe-
tición. La responsabilidad de conducir tales procesos estuvo en algunos 
casos a cargo de comisiones parlamentarias, mientras que en otros hubo 
activa participación de organizaciones no gubernamentales (ONG). Varias 
de	estas	experiencias	estuvieron	basadas	en	el	trabajo	de	comisiones	de	la	
verdad, sobre cuya naturaleza y alcances se comentará más adelante.

Durante la misma época, también algunos países de África y Asia han em-
prendido esfuerzos para castigar a antiguos perpetradores de violaciones a 
los derechos humanos y/o buscar la verdad acerca de los regímenes repre-
sivos anteriores. En África, los poderes ejecutivo o legislativo de Ruanda, 
Sierra Leona, Zimbabwe, Uganda, Chad, Etiopía, Burundi, Zambia, Nigeria 
y Sudáfrica, crearon comisiones de investigación, con resultados desiguales.

De todo lo dicho puede observarse que la justicia transicional se ocupa de 
procesos mediante los cuales se realizan transformaciones radicales a una 
sociedad,	bien	sea	que	esta	se	encuentre	en	conflicto	o	post	conflicto,	en	
la consecución de la paz, sufriendo y enfrentando grandes dilemas origina-
dos en la compleja lucha por el equilibrio entre la paz y la justicia. Ello se 
hace, principalmente, con el propósito de impedir que hechos acaecidos 
en	el	marco	de	un	conflicto	vuelvan	a	ocurrir,	para	 lo	cual	su	función	se	
concentra en el conocimiento de la verdad y en la reparación, buscando así 
dar respuesta a los problemas asociados a un legado de abusos de derechos 
humanos	en	un	contexto	democrático	y	aplicando	medidas,	de	naturaleza	
judicial o no judicial, a los responsables de los crímenes.

De igual forma podría decirse que la justicia transicional “no es una forma es-
pecial de justicia, sino una justicia adaptada a sociedades que se transforman a sí mismas 
después de un período de violación generalizada de los derechos humanos. En algunos 
casos esas transformaciones suceden de un momento a otro; en otros, pueden tener lugar 
después de muchas décadas”17.

17  “¿Qué es la Justicia Transicional?”, ICTJ, 2004.
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to	de	justicia	en	el	marco	transicional	y	con	ella	la	efectividad	de	los	fines	
primordiales de los derechos a la paz, la verdad, la justicia y la reparación, en 
aquellas	sociedades	que	han	vivido	o	viven	en	situación	de	conflicto.	

De lo anterior se deriva que todas las situaciones presentadas en busca de 
la paz y la justicia deben considerarse equitativamente sobre las condiciones 
de posibilidad de un proceso transicional, “pues ignorarlas equivale a desconocer 
el inmenso peso que tienen las particularidades del contexto político en el éxito o fracaso 
de un proceso de ese tipo”. 

Frente al concepto de justicia transicional y sus aplicaciones, resulta rele-
vante analizar también los enfoques de otros autores, como los profesores 
Martha	Minow,	David	A.	Crocker	y	Rama	Mani,	de	reconocida	experiencia	
en la materia. 

En opinión de la primera “los mecanismos básicos de la justicia transicional cons-
tituyen un camino intermedio para hacer frente a los horrores del pasado, un camino 
que evita caer tanto en la venganza como en el perdón de los victimarios”. En su con-
cepto, la venganza es “un sentimiento comprensible pero inadecuado para enfrentar 
las atrocidades pasadas; que puede generar respuestas desproporcionadas, irrazonables e 
injustas, que pueden inclusive fomentar la escalada de violencia, y que aun en el evento de 
ser proporcionadas pueden resultar grotescas por emplear los mecanismos contra los cuales 
se pretende reaccionar”. Sobre	el	perdón	afirma	que	“se trata de un acto admirable, 
pero que no se le puede exigir a las víctimas, el cual debe aparecer como una opción mas 
no como una obligación”. 

Esta misma autora sostiene que el objeto fundamental de la justicia tran-
sicional sería “hallar una respuesta a las atrocidades que se ubique en un punto in-
termedio entre la venganza y el perdón”, la cual es ofrecida por “la justicia penal, 
las reparaciones y el esclarecimiento de la verdad que, dada su importancia, no deben ser 
asumidas como una carga propia de los individuos sino como parte del esfuerzo colectivo 
tendiente a superar el pasado”. 

En línea con este propósito, Minow propone como herramientas políticas 
idóneas para lidiar adecuadamente con un pasado de atrocidades, la justicia, 
la verdad y la reparación, resaltando que se busca responder a una preocupa-
ción que no solo es de las víctimas sino de la sociedad entera; esas herra-
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mientas se asumen como un imperativo en razón a la contribución que ellas 
pueden representar frente a la garantía de no repetición de las atrocidades. 

Por	su	parte	David	A.	Crocker	señala	que	es	necesario	identificar	con	pre-
cisión las metas de la justicia transicional, las capacidades y limitaciones 
políticas e institucionales para cumplirlas y, con base en ellas, escoger las 
herramientas	 que	 se	 aplicarán,	 articularlas	 entre	 sí	 y	 definir	 su	 orden	 de	
prioridad y los tiempos de aplicación. 

Sobre estas bases señala que los horrores del pasado deben ser enfrentados 
con mecanismos concretos, cuyo objetivo primordial sea la satisfacción de 
los “derechos de las víctimas (verdad, justicia, reparación, dignificación) y la garantía de 
no repetición de las atrocidades (Estado de derecho, reforma institucional, reconciliación 
democrática, deliberación pública)”. 

En línea semejante, Rama Mani señala que la justicia transicional “parte de 
la premisa de que se han violado los derechos humanos y que por ende es necesario hacer 
justicia, a pesar de las a veces contradictorias exigencias políticas de restaurar el orden 
después de la violencia o la represión. El derecho de los derechos humanos se fundamenta 
en el concepto de equilibrio entre derechos y obligaciones: cada derecho comporta la obliga-
ción de los signatarios de cumplir esa obligación y de reparar a las víctimas en caso de que 
no se respete”.	A	partir	de	esta	reflexión	sostiene	que	“el derecho de las víctimas a 
la reparación debería constituir el pilar central de la justicia transicional”.

En tal sentido, plantea entonces la noción de justicia reparadora como el 
concepto más adecuado para atender la necesidad de resarcir a las víctimas 
de	crímenes	atroces	en	contextos	de	 justicia	transicional,	dado	que	en	su	
criterio, la justicia transicional tiende a dar poca importancia a las necesi-
dades de reparación de las víctimas, y a generar divisiones entre los actores 
sociales, por lo cual plantea que es necesaria una nueva conceptualización 
de las reparaciones que supere ambos problemas.

Del anterior recuento puede apreciarse la amplitud de diferentes matices 
y	conceptos	existentes	en	 torno	a	 la	aplicabilidad	y	utilidad	de	 la	 justicia	
transicional	en	tiempos	de	conflicto	y/o	post	conflicto,	sobre	el	rol	que	co-
rresponde a cada uno de los actores que participarían en la implementación 
de este tipo de mecanismos y sobre las alternativas disponibles frente a las 
dificultades	especiales	típicas	de	los	modelos	de	justicia	transicional.
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61Examinado	el	concepto,	debe	señalarse	que	existen	instituciones	usuales	en	
la	justicia	transicional,	la	mayoría	de	las	cuales	suelen	adoptarse	oficialmente	
por	los	Estados	mediante	la	aprobación	de	leyes	o	la	expedición	de	normas	
jurídicas de otro tipo, incluso en algunos casos, reformas constitucionales. 
Dentro de tales herramientas deben destacarse todas aquellas normas de 
carácter penal, tanto sustanciales como procesales, que implican un trata-
miento punitivo más benigno que el ordinario, sea mediante la imposición 
de	penas	comparativamente	más	bajas,	la	adopción	de	medidas	que	sin	exi-
mir al reo de su responsabilidad penal y civil, hacen posible su libertad 
condicional, o al menos el más rápido descuento de las penas impuestas. 

De	otra	parte,	 incluso	figuras	tradicionales	como	el	 indulto	y	la	amnistía,	
normalmente reservadas para los denominados delitos políticos, a través 
de	las	cuales	se	extinguen,	respectivamente,	las	penas	que	se	hubieren	de-
cretado e incluso la acción penal, aunque muy anteriores a la aparición de 
este concepto, podrían actualmente mirarse como posibles medidas de jus-
ticia	 transicional,	 al	menos	 en	 los	 casos	 en	 que	 tales	 beneficios	 se	 ofre-
cen buscando propiciar un mejor entendimiento entre grupos y facciones 
previamente enfrentados, en cuanto, tanto como en los otros mecanismos 
comentados, se acepta a cambio mayor lenidad en la sanción de hechos 
constitutivos de delito.

Son también instrumentos de justicia transicional las estrategias a través 
de las cuales se busca privilegiar la búsqueda de la verdad, especialmente 
en su dimensión colectiva, en algunos casos a cambio de la aceptación de 
menores	niveles	de	justicia	y	reparación	para	las	víctimas.	Entre	esas	figuras	
pueden	mencionarse:	 i)	 las	comisiones	de	la	verdad,	que	tienen	como	fin	
primordial investigar e informar a la sociedad sobre determinados hechos, 
normalmente constitutivos de graves violaciones a los derechos humanos, 
paralelamente o en subsidio de las investigaciones judiciales; ii) los progra-
mas de reparación, usualmente patrocinados por el Estado, que ayudan a la 
reparación material y moral de los daños causados por abusos del pasado; 
iii) la justicia de género, que promueve iniciativas contra la impunidad de 
la	violencia	sexual	y	de	género,	y	que	propendan	por	la	igualdad	de	condi-
ciones para el acceso de las mujeres a programas de reparación por trans-
gresiones a los derechos humanos, y iv) los actos de conmemoración, entre 
ellos la realización de ceremonias y la erección de monumentos públicos, a 
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través de los cuales se busca preservar la memoria de las víctimas y aumen-
tar la conciencia moral sobre las violaciones cometidas contra la sociedad, 
como dique de no repetición, entre otras.

Las denominadas comisiones de la verdad pueden conformarse tanto por dis-
posición legal, como por decisión de ciertos actores sociales y políticos, 
oficiales	o	no,	respecto	de	las	cuales	existen	valiosas	experiencias	en	años	
recientes, tanto en países de América Latina como en otras regiones del 
mundo. Estas comisiones se caracterizan por ser entes temporales “de cons-
tatación de los hechos que no tienen carácter judicial y se ocupan de investigar abusos de 
los derechos humanos o el derecho humanitario que se hayan cometido a lo largo de varios 
años. Se ocupan en particular de las víctimas y concluyen su labor con la presentación de 
un informe final sobre las conclusiones de su investigación y sus recomendaciones (…) 
pueden prestar una ayuda muy valiosa a las sociedades con posterioridad a un conflicto al 
constatar los hechos relacionados con infracciones de los derechos humanos en el pasado, 
fomentar la rendición de cuentas, preservar las pruebas, identificar los autores y recomen-
dar indemnizaciones y reformas institucionales. También pueden servir de plataforma 
pública para que las víctimas cuenten directamente al país sus historias personales y 
pueden facilitar el debate público sobre como aceptar el pasado” 18.

Sobre este tema es del caso destacar, tal como se hiciera en el Informe Final 
de la Comisión de la Verdad sobre los Hechos del Palacio de Justicia de Co-
lombia, el concepto que al respecto diera en uno de sus pronunciamientos 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de acuerdo con el cual: 

“… el establecimiento de una comisión de la verdad, según el objeto, procedimiento, estructura y 
fin de su mandato, puede contribuir a la construcción y preservación de la memoria histórica, el 
esclarecimiento de hechos y la determinación de responsabilidades institucionales, sociales y políticas 
en determinados períodos históricos de una sociedad. Las verdades históricas que a través de ese 
mecanismo se logren, no deben ser entendidas como un sustituto del deber del Estado de asegurar la 
determinación judicial de responsabilidades individuales o estatales por los medios jurisdiccionales 
correspondientes, ni con la determinación de responsabilidad internacional que corresponda a este 
Tribunal. Se trata de determinaciones de la verdad que son complementarias entre sí, pues tienen 
todas un sentido y alcance propios, así como potencialidades y límites particulares, que dependen 
del contexto en el que surgen y de los casos y circunstancias concretas que analicen. En efecto, la 
Corte ha otorgado especial valor a los informes de Comisiones de la Verdad o de Esclarecimiento 

18  “Report Secretary General Transitional Justice, par. 50”, citado en “El marco jurídico de la Justicia de Transición”, en “Justicia de 
Transición - Con informes de América Latina, Alemania, Italia y España”, Kai Ambos y otros, ob. cit., p. 47. 
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nacional de los Estados en diversos casos que han sido sometidos a su jurisdicción.” 

De	esta	manera,	reafirmando	que	la	plena	realización	de	los	derechos	a	la	
verdad, la justicia y la reparación integral es responsabilidad primordial del 
Estado, la importancia de las comisiones de la verdad radica en que per-
miten plantear un enfoque armónico necesario para construir la verdad y 
enfrentar varios de los múltiples problemas surgidos al interior de las socie-
dades	post	conflicto.	Se	establece	así	una	verdad	que	tiene	en	consideración	
las sucesivas fases de los crímenes y situaciones sufridas, pudiendo también 
examinar	 casos	 individuales,	 desde	 diversos	 conceptos	 de	 verdad,	 ya	 sea	
global, moral, objetiva o histórica, sirviendo así de insumo para el cumpli-
miento sucedáneo de materializaciones que atañen a las instancias estatales, 
entre ellas la implementación de medidas puntuales de satisfacción y la ga-
rantía de no repetición de los hechos.

La	experiencia	latinoamericana	proporciona	varios	ejemplos	del	uso	de	las	
comisiones de la verdad como mecanismo para hacer efectivo ese derecho 
y promover la superación de graves y prolongados hechos de violencia, 
destacándose entre ellos las iniciativas surgidas en la década de los años 80 
del siglo pasado respecto de las masivas desapariciones ocurridas durante 
las dictaduras militares en países como Bolivia y Argentina, y el citado caso 
de Colombia respecto de los hechos del Palacio de Justicia, sucedidos en 
noviembre de 1985. 

Cabe mencionar además que en algunos casos el derecho a la verdad ha 
sido	 exigido	 en	 el	 curso	 de	 un	 procedimiento	 penal	 ordinario,	mediante	
“instrumentos encaminados a obtener información del Estado, como la acción de hábeas 
data, o bien a través de los llamados juicios de la verdad, esto es, procedimientos ante 
tribunales penales con la única finalidad de investigar los hechos y sin aplicación de san-
ciones penales” 19.

Frente al particular, en torno a la justicia de transición se han planteado 
diversas	reflexiones	sobre	cómo	enfrentar	“la tensión entre justicia y paz y, en 
particular, cómo resolver la contraposición entre un derecho a la justicia concebido cada 
vez más de manera absoluta y la necesidad de prescindir de la persecución penal (amnis-

19  CIDH, caso Almonacid Arellano contra Chile, 2006.
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tías, etcétera) o de garantizar reducciones considerables de pena (derecho penal premial) 
en ciertos casos han rodeado todas las experiencias de transición latinoamericanas y en los 
últimos tiempos han adquirido un particular fervor” 20.

Por tanto, la adecuada proporción entre justicia y la obtención y preserva-
ción de la paz en	el	marco	de	una	transición,	muy	difícil	de	balancear,	al	ex-
tremo	de	que	se	llegue	a	expresar	“tanta justicia como la paz lo permita” 21, lo que 
denota	la	trascendental	importancia	de	la	finalidad	básica	de	la	transición	y,	
aún más, continuando el apoyo en el enfoque recién citado, como condición 
indispensable para la convivencia social y la subsistencia de un Estado de 
derecho, pues “solo las circunstancias de cada caso concreto y las relaciones de poder 
que existen en una sociedad en un momento histórico dado podrán determinar si se debe 
renunciar a la justicia, a cuánto de justicia y bajo qué condiciones para conservar la paz”. 

De los anteriores conceptos y de la continua evolución de la noción de jus-
ticia transicional puede concluirse que el derecho comparado y la comunidad 
internacional la han entendido como una institución jurídica a través de la 
cual se pretende hilvanar e integrar ingentes esfuerzos, que aplican las so-
ciedades para enfrentar las consecuencias de violaciones masivas y abusos 
generalizados o sistemáticos en materia de derechos humanos, sufridos en 
un	conflicto,	hacia	una	etapa	constructiva	de	paz,	respeto,	reconciliación	y	
consolidación	de	 la	democracia,	situaciones	de	excepción	frente	a	 lo	que	
resultaría	de	la	aplicación	de	las	instituciones	penales	comunes,	contexto	en	
el cual se anuncia inscrita la Ley 1424 de 2010 desde su título, cuya validez 
analizará esta Corte en el punto 5.2 de la presente sentencia. 

Sobre el fundamento constitucional de la justicia transicional

Tal como se resaltó en el punto anterior, si bien bajo circunstancias his-
tóricas	específicas	las	instituciones	de	justicia	transicional	pueden	resultar	
benéficas	para	una	determinada	sociedad,	 tales	mecanismos	son	normal-
mente aceptados en el derecho internacional y constitucional comparado 
como	una	situación	excepcional,	por	lo	mismo	transitoria,	frente	a	lo	que,	
en perspectiva eminentemente comparativa, pudiera denominarse el dere-

20 “El marco jurídico de la Justicia de Transición”, en “Justicia de Transición - Con informes de América Latina, Alemania, Italia y Espa-
ña”, Kai Ambos y otros, ob. cit., p. 47. 

21 “Breves reflexiones sobre la justicia de transición a partir de las experiencias latinoamericana”, en “Justicia de Transición - Con informes 
de América Latina, Alemania, Italia y España”, ob. cit., p. 442, no está en bastardilla en el texto original.
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punibles y directamente derivado de los principios y pautas constitucionales 
que regulan la materia.

A	partir	de	esta	reflexión,	resulta	claro	que	la	implantación	de	ese	tipo	de	
medidas en un determinado Estado debe resultar aceptable dentro de su 
marco constitucional, pues lo contrario implicaría una disminución de los 
estándares de justicia y de protección de los derechos de las víctimas, que la 
sociedad tiene derecho a asegurar, como consecuencia y realización de los 
preceptos,	valores	y	principios	presentes	en	el	texto	superior,	y	de	las	reglas	
contenidas en los tratados que integran el bloque de constitucionalidad.

Así,	 frente	 a	 la	 existencia	de	normas	que	 el	mismo	 legislador	denominó	
disposiciones de justicia transicional, cabe preguntar de qué manera y bajo qué 
circunstancias la Constitución Política y las demás reglas y normas que con-
forman el bloque de constitucionalidad, admiten la posibilidad de que el 
legislador adopte una preceptiva de tal contenido.

No hay en la carta política colombiana ni en los tratados tradicionales de 
preservación de los derechos humanos que integran el bloque de constitu-
cionalidad,	una	referencia	directa	a	la	justicia	transicional.	Empero,	sí	exis-
ten, principalmente a nivel de los valores y principios constitucionales y de 
su	reflejo	en	los	derechos	y	deberes	de	los	ciudadanos,	pautas	y	elementos	
que al ser ponderados con otros criterios relevantes, permiten apreciar la 
conformidad	entre	tal	noción	y	los	textos	constitucionales.	

En este sentido, la Corte encuentra en la normativa superior al menos tres 
distintas referencias, con apoyo en las cuales puede admitirse la vigencia de 
medidas de justicia transicional. La más notoria e importante de ellas es la 
frecuente mención de la paz, como uno de los objetivos principales del Es-
tado colombiano, para cuyo logro se adopta en 1991 la nueva carta política, 
y	como	prominente	valor	constitucional	que	se	traduce	en	la	existencia	de	
derechos y deberes ciudadanos encaminados a hacer posible y sustentable, 
tanto en el presente como para el futuro, tan anhelada necesidad.

Sobre	este	tema	existen	además	abundantes	y	reiteradas	referencias	a	la	paz	
como propósito central del Derecho Internacional, especialmente en los 
respectivos preámbulos de los instrumentos constitutivos de los principales 
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organismos internacionales, entre ellos la Carta de las Naciones Unidas y 
la Carta de la Organización de Estados Americanos, como también en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos.

Entre los otros aspectos relevantes que sirven como fundamento consti-
tucional de la justicia transicional, no por indirecto menos válido, puede 
mencionarse	además	la	presencia	en	el	texto	superior	de	instituciones	como	
la amnistía y el indulto para delitos políticos, que pese a su larga tradición 
podrían hoy ser en buena parte ubicados como herramientas de justicia 
transicional, útiles y conducentes en la búsqueda y creación de condiciones 
que hagan posible, o al menos faciliten, el logro de la concordia y la paz 
política y social.

[…]

También	debe	tenerse	en	cuenta	 la	expresa	mención	que	 la	Constitución	
hace del concepto de política criminal del Estado,	a	partir	de	la	cual	se	clarifica	
que, siempre que se observen adecuados criterios de proporcionalidad y 
razonabilidad y no se contravenga ninguna prohibición ni limitación del 
texto	superior,	la	mayor	parte	del	contenido	específico	de	las	normas	pe-
nales, tanto sustanciales como procesales, no dependerá directamente de 
aquellos preceptos, sino de lo que en cada momento consideren adecuado y 
pertinente las distintos órganos constituidos que tienen a su cargo el diseño, 
seguimiento y eventual ajuste de tales políticas.

Desde esta perspectiva, resulta posible asumir que la implantación de me-
canismos propios de la justicia transicional es una alternativa válida den-
tro del marco constitucional colombiano, siempre que queden a salvo los 
derechos de las víctimas así lo juzguen las autoridades a quienes la norma 
superior asignó la responsabilidad de formular esas políticas, por considerar 
que	concurren	las	especiales	circunstancias	que,	según	se	explicó,	justifican	
y hacen conveniente la adopción de este tipo de medidas. […]
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67Corte Interamericana de Derechos Humanoscaso masa-
cres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador22 
Resumen del Caso:

Los hechos del presente caso sucedieron entre el 11 y el 13 de diciembre de 
1981 cuando la Fuerza Armada de El Salvador con el apoyo de la Fuerza 
Aérea salvadoreña, realizó una serie consecutiva de ejecuciones masivas, 
colectivas e indiscriminadas de civiles, en el caserío El Mozote, el cantón 
La Joya, los caseríos Ranchería, Los Toriles y Jocote Amarillo, así como en 
el cantón Cerro Pando y en una cueva del Cerro Ortiz. Estos ataques se 
dieron en el marco de una supuesta operación de contrainsurgencia que 
formaba	parte	de	una	política	de	“tierra	arrasada”	planificada	y	ejecutada	
por el Estado. 

Tras	doce	años	de	conflicto	armado,	el	16	de	enero	de	1992	se	firmó	el	
Acuerdo	de	Paz	que	puso	fin	a	 las	hostilidades	entre	el	Gobierno	de	El	
Salvador y el FMLN. El 23 de enero de 1992, la Asamblea Legislativa de la 
República de El Salvador dictó el Decreto Legislativo Nº 147 denomina-
do “Ley de Reconciliación Nacional”. El 20 de marzo de 1993, cinco días 
después de la presentación del Informe de la Comisión de la Verdad, la 
Asamblea Legislativa dictó la denominada “Ley de Amnistía General para 
la Consolidación de la Paz”. 

Uno de los temas fundamentales de discusión fue determinar si esta amnis-
tía, entendida como un mecanismo de justicia transicional, había transgre-
dido los límites establecidos por el derecho internacional de los derechos 
humanos. 

[…] La Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz y su apli-
cación al presente caso

A	continuación,	la	Corte	procederá	a	exponer	los	hechos	relevantes	y	ana-
lizar si la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz dictada 
por Asamblea Legislativa de la República de El Salvador en el año 1993 es 
o no compatible con los derechos reconocidos en los artículos 1.1, 2, 8.1 y 

22 Corte IDH. Caso masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 
2012 Serie C No. 252.	Se	han	introducido	pequeñas	modificaciones	de	formato	para	hacer	coherente	el	extracto.	
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25 de la Convención Americana de la cual el Estado de El Salvador es parte 
o, en su caso, si aquella puede mantener sus efectos jurídicos respecto de 
graves violaciones de derechos humanos e infracciones graves al derecho 
internacional	humanitario	cometidas	durante	el	conflicto	armado	interno,	
tomando	 en	 consideración	 las	 circunstancias	 específicas	 que	 rodearon	 la	
expedición	de	dicha	ley	en	El	Salvador.

Argumentos de la Comisión y alegatos de las partes

La Comisión consideró, en relación con la decisión de sobreseimiento de 27 
de septiembre de 1993 emitida por el Juzgado Segundo, que la Ley de Am-
nistía General para la Consolidación de la Paz y su aplicación en el presente 
caso habrían resultado incompatibles con las obligaciones internacionales 
del Estado de El Salvador bajo la Convención Americana. Al respecto, sos-
tuvo	que	los	hechos	materia	del	presente	caso	revestirían	extrema	gravedad	
y constituirían crímenes de lesa humanidad cuya impunidad resultaba abier-
tamente contraria a la Convención. De esta manera, concluyó enfáticamen-
te que el sobreseimiento así como la Ley de Amnistía carecían de efectos 
jurídicos, y no podían seguir siendo un obstáculo para la investigación de 
las	masacres	de	El	Mozote	y	lugares	aledaños,	ni	para	la	identificación	y	el	
castigo de los responsables […]. 

Los representantes alegaron que el Estado salvadoreño sería responsable 
por no investigar de manera seria y efectiva los hechos de las masacres de 
El Mozote y lugares aledaños, en virtud de la aplicación de la Ley de Amnis-
tía General para la Consolidación de la Paz. Asimismo, los representantes 
indicaron que la propia Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia de El Salvador habría establecido, desde el año 2001, que la referida 
norma no era aplicable a graves violaciones a los derechos humanos. No 
obstante, aunque para los representantes sería evidente que el presente caso 
se	refiere	a	graves	violaciones	a	los	derechos	humanos,	la	Fiscalía	General	
de la República no habría solicitado la inaplicación de la Ley de Amnistía a 
este caso, y tampoco habría sido inaplicada por el juez de la causa, a pesar 
de	que	existiría	una	solicitud	expresa	en	este	sentido	desde	el	año	2006.	En	
consecuencia, a la fecha, casi 30 años después de ocurridos estos graves he-
chos, los mismos permanecerían en la más absoluta impunidad y la Ley de 
Amnistía continuaría obstaculizando en la actualidad la determinación de lo 
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69ocurrido y la sanción de los responsables. Por ello, los representantes solici-
taron que la Corte declare que el Estado es responsable por la violación de 
los derechos de las víctimas sobrevivientes y los familiares de las víctimas a 
la protección judicial y a las garantías judiciales, contenidos en los artículos 
8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con los artículos 1.1 
y 2 de la misma, y en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, y el artículo 7 de la Convención de 
Belem do Pará.

Consideraciones de la Corte

Ya	ha	sido	expuesto	y	desarrollado	ampliamente	en	los	casos	Gomes Lund vs. Bra-
sil y Gelman vs. Uruguay resueltos por esta Corte en el ámbito de su competencia 
jurisdiccional, como este Tribunal, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, los órganos de las Naciones Unidas; otros organismos regionales de 
protección de los derechos humanos; y otros tribunales del ámbito del derecho 
penal internacional se han pronunciado sobre la incompatibilidad de las leyes de 
amnistía relativas a graves violaciones de derechos humanos con el derecho in-
ternacional y las obligaciones internacionales de los Estados. Esto debido a que 
las	amnistías	o	figuras	análogas	han	sido	uno	de	los	obstáculos	invocados	por	
algunos Estados para no cumplir con su obligación de investigar, juzgar y, en su 
caso, sancionar a los responsables de graves violaciones a los derechos huma-
nos. Igualmente, diversos Estados miembros de la Organización de los Estados 
Americanos, por medio de sus más altos tribunales de justicia, han incorporado 
los estándares mencionados, observando de buena fe sus obligaciones interna-
cionales23. De tal modo, a efectos del presente caso, el Tribunal reitera que “son 
inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y 
el	 establecimiento	de	 excluyentes	de	 responsabilidad	que	pretendan	 impedir	
la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los 
derechos	humanos	tales	como	la	tortura,	las	ejecuciones	sumarias,	extralegales	
o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir 
derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Dere-
chos Humanos”24.

23 Cfr. Caso Gomes Lund y otros (Guerrilha do Araguaia) Vs. Brasil, párrs. 147 a 182, y Caso Gelman Vs. Uruguay, párrs. 183 a 229.
24 Caso Barrios Altos Vs. Perú. Fondo, párr. 41, y Caso Gelman Vs. Uruguay, párr. 225.
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Sin embargo y a diferencia de los casos abordados anteriormente por este 
Tribunal, en el presente caso se trata de una ley de amnistía general que se 
refiere	a	hechos	cometidos	en	el	contexto	de	un	conflicto	armado	interno.	
Por ello, la Corte estima pertinente, al realizar el análisis de la compatibili-
dad de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz con las 
obligaciones internacionales derivadas de la Convención Americana y su 
aplicación al caso de las Masacres de El Mozote y lugares aledaños, hacerlo 
también a la luz de lo establecido en el Protocolo II adicional a los Con-
venios	de	Ginebra	de	1949	así	como	de	los	términos	específicos	en	que	se	
acordó	el	cese	de	las	hostilidades	que	puso	fin	al	conflicto	en	El	Salvador	y,	
en particular, del Capítulo I (“Fuerza Armada”), punto 5 (“Superación de la 
Impunidad”), del Acuerdo de Paz de 16 de enero de 1992.

Según el Derecho Internacional Humanitario aplicable a estas situaciones, 
se	justifica	en	ocasiones	la	emisión	de	leyes	de	amnistía	al	cese	de	las	hostili-
dades	en	los	conflictos	armados	de	carácter	no	internacional	para	posibilitar	
el retorno a la paz. En efecto, el artículo 6.5 del Protocolo II adicional a los 
Convenios de Ginebra de 1949 prevé que: 

A la cesación de las hostilidades, las autoridades en el poder procurarán conceder la 
amnistía	más	amplia	posible	a	las	personas	que	hayan	tomado	parte	en	el	conflicto	
armado o que se encuentren privadas de libertad, internadas o detenidas por moti-
vos	relacionados	con	el	conflicto	armado.	

Sin	embargo,	esta	norma	no	es	absoluta,	en	tanto	también	existe	en	el	Dere-
cho Internacional Humanitario una obligación de los Estados de investigar 
y juzgar crímenes de guerra. Por esta razón, “las personas sospechosas o 
acusadas de haber cometido crímenes de guerra, o que estén condenadas 
por ello” no podrán estar cubiertas por una amnistía. Por consiguiente, 
puede entenderse que el artículo 6.5 del Protocolo II adicional está referido 
a	amnistías	amplias	respecto	de	quienes	hayan	participado	en	el	conflicto	
armado no internacional o se encuentren privados de libertad por razones 
relacionadas	con	el	conflicto	armado,	siempre	que	no	se	 trate	de	hechos	
que, como los del presente caso, cabrían en la categoría de crímenes de 
guerra e, incluso, en la de crímenes contra la humanidad.

Las	negociaciones	bajo	los	buenos	oficios	del	Secretario	General	de	las	Na-
ciones	Unidas	y	acuerdos	alcanzados	por	las	partes	del	conflicto	armado	sal-
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71vadoreño -el Gobierno de la República de El Salvador y el Frente Farabundo 
Martí para la Liberación Nacional-, en el proceso llevado a cabo con el objeto 
de	“terminar	el	conflicto	armado	por	la	vía	política	al	más	corto	plazo	posi-
ble, impulsar la democratización del país, garantizar el irrestricto respeto a los 
derechos	humanos	y	reunificar	a	la	sociedad	salvadoreña”,	convergieron	en	
la	firma	el	16	de	enero	de	1992	de	un	Acuerdo	de	Paz	que	puso	fin	a	las	hos-
tilidades. En dicho Acuerdo no se hizo alusión a amnistía alguna sino que se 
estableció claramente en su Capítulo I (“Fuerza Armada”), punto 5, una cláu-
sula denominada “Superación de la Impunidad”, que dispone lo siguiente: 

Se conoce la necesidad de esclarecer y superar todo señalamiento de impunidad de 
oficiales	de	la	Fuerza	Armada,	especialmente	en	casos	donde	esté	comprometido	
el	respeto	a	los	derechos	humanos.	A	tal	fin,	las	Partes	remiten	la	consideración	y	
resolución de este punto a la Comisión de la Verdad. Todo ello sin perjuicio del 
principio, que las Partes igualmente reconocen, de que hechos de esa naturaleza, 
independientemente del sector al que pertenecieren sus autores, deben ser objeto 
de	la	actuación	ejemplarizante	de	los	tribunales	de	justicia,	a	fin	que	se	aplique	a	
quienes resulten responsables de las sanciones contempladas por la ley25.

De lo antes descrito se colige que la lógica del proceso político entre las par-
tes	en	conflicto,	que	llevó	al	cese	de	las	hostilidades	en	El	Salvador,	imponía	
la obligación a cargo del Estado de investigar y sancionar a través de “la 
actuación ejemplarizante” de los tribunales de justicia ordinarios al menos 
las graves violaciones de derechos humanos que estableciera la Comisión de 
la Verdad, de modo tal que no quedaran impunes y se evitara su repetición. 

Posteriormente, la Asamblea Legislativa de la República de El Salvador dic-
tó la Ley de Reconciliación Nacional de 1992, que establecía la gracia de la 
amnistía	con	restricciones,	en	tanto	excluía	de	su	aplicación	a	“las	personas	
que, según el informe de la Comisión de la Verdad, hubieren participado en 
graves hechos de violencia ocurridos desde el 1º de enero de 1980, cuya huella 
sobre la sociedad, reclama con mayor urgencia el conocimiento público de 
la verdad, independientemente del sector a que pertenecieren en su caso”26.

En forma concordante, la Comisión de la Verdad, creada por los Acuerdos 
de	México	de	27	de	abril	de	1991	y	que	inició	sus	actividades	el	13	de	julio	

25 Naciones Unidas. Acuerdos de El Salvador: en el camino de la paz, 1992 (expediente de prueba, tomo IX, anexo 6 al escrito de solicitudes, 
argumentos y pruebas, folio 5865).

26 Ley de Reconciliación Nacional, Decreto Legislativo Nº 147, publicado el 23 de enero de 1992 (expediente de prueba, tomo II, anexo 5 al 
sometimiento del caso, folio 1408).
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de 1992, investigó “graves hechos de violencia ocurridos desde 1980, cuyo 
impacto sobre la sociedad reclama[ra] con mayor urgencia el conocimien-
to público de la verdad”, entre los cuales se encuentra las Masacres de El 
Mozote, como un caso ilustrativo de las masacres de campesinos cometidas 
por la Fuerza Armada. En su informe hecho público el 15 de marzo de 
1993, la Comisión de la Verdad emitió una serie de recomendaciones, entre 
las que incluyó un apartado sobre las “medidas tendientes a la reconcilia-
ción nacional”. En dicho apartado sostuvo, entre otros:

Con todo, para alcanzar la meta del perdón, es necesario detenerse a considerar 
ciertas consecuencias que se coligen del conocimiento de la verdad sobre los graves 
hechos que en este Informe quedan descritos. Una de ellas, acaso la más difícil de 
encarar	dentro	del	actual	contexto	del	país,	es	la	de	satisfacer	los	requerimientos	de	
la justicia. Estos requerimientos apuntan en dos direcciones. Una es la sanción a los 
responsables. Otra es la reparación debida a las víctimas y a sus familiares27.

Sin embargo, el 20 de marzo de 1993, cinco días después de la presentación 
del Informe de la Comisión de la Verdad, la Asamblea Legislativa de la 
República de El Salvador dictó la denominada “Ley de Amnistía General 
para	la	Consolidación	de	la	Paz”,	la	cual	extendió	la	gracia	de	la	amnistía	
a las personas a las que se refería el artículo 6 de la Ley de Reconciliación 
Nacional, esto es, a “las personas que, según el informe de la Comisión de 
la Verdad, hubieren participado en graves hechos de violencia ocurridos 
desde el 1º de enero de 1980”28. Es decir, se concedió una amnistía de 
carácter general y absoluta que amplió la posibilidad de impedir la investi-
gación penal y la determinación de responsabilidades a aquellas personas 
que hubieran participado como autores inmediatos, mediatos o cómplices 
en la comisión de graves violaciones a los derechos humanos e infracciones 
graves	del	derecho	internacional	humanitario	durante	el	conflicto	armado	
interno, incluidos aquellos casos ejemplarizantes determinados por la Co-
misión	de	la	Verdad.	En	definitiva,	se	dejó	sin	efecto	la	inaplicabilidad	de	
una amnistía a estos supuestos, que había sido pactada por las partes en los 
Acuerdos de Paz y prevista en la Ley de Reconciliación Nacional. Asimis-
mo,	se	incluyó	como	beneficiarios	de	la	amnistía	no	solo	a	las	personas	con	

27 Informe de la Comisión de la Verdad para El Salvador, De la locura a la esperanza, La guerra de 12 años en El Salvador, 1992-1993 (expe-
diente de prueba, tomo II, anexo 1 al sometimiento del caso, folio 1274).

28 Artículo 1 de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz, Decreto Legislativo Nº 486, publicado el 22 de marzo de 1993 
(expediente de prueba, tomo II, anexo 6 al sometimiento del caso, folio 1414).
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73causas pendientes, sino también a aquellas que aún no habían sido someti-
das a proceso alguno o respecto de quienes ya se hubiere dictado sentencia 
condenatoria,	y	se	extinguió	en	todo	caso	la	responsabilidad	civil.	

Por ende, es evidente que la ratio legis de la Ley de Amnistía General para la 
Consolidación de la Paz fue tornar inoperante el Capítulo I (“Fuerza Arma-
da”), punto 5 (“Superación de la Impunidad”), del Acuerdo de Paz de 16 de 
enero de 1992 y, de este modo, amnistiar y dejar impunes la totalidad de los 
graves hechos delictivos contra el derecho internacional cometidos durante el 
conflicto	armado	interno,	a	pesar	de	que	hubiesen	sido	determinados	por	la	
Comisión de la Verdad como materias a investigar y sancionar. De tal modo, 
la sanción de la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz con-
travino	expresamente	lo	que	las	propias	partes	del	conflicto	armado	habían	
establecido en el Acuerdo de Paz que dispuso el cese de las hostilidades.

Por su parte, diversos órganos de protección de derechos humanos estable-
cidos	por	tratados	de	las	Naciones	Unidas	han	expresado	su	preocupación	
por la vigencia de la Ley de Amnistía, haciendo hincapié en la necesidad 
de	su	 revisión,	modificación,	derogación	o	enmienda	y	 resaltando	que	 la	
decisión de la Sala de lo Constitucional del año 2000 (supra párr. 278) no ha 
traído como consecuencia en la práctica la reapertura de las investigaciones. 
A nivel interno, la Procuraduría para la Defensa de los Derechos Humanos 
consideró oportunamente que la Ley de Amnistía General para la Consoli-
dación de la Paz es una norma del derecho positivo que vulnera gravemente 
el orden jurídico constitucional y que afecta, asimismo, los principios fun-
damentales del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

En el presente caso se están por cumplir veinte años desde que la inves-
tigación de las masacres de El Mozote y lugares aledaños fue sobreseída 
y	 el	 expediente	 archivado	 a	 consecuencia	 de	 la	 aplicación	de	 la	Ley	de	
Amnistía General para la Consolidación de la Paz, sin que posteriores 
solicitudes de reapertura por parte de los representantes de las víctimas 
fueran atendidas. La decisión de la Sala de lo Constitucional del año 2000 
(supra párr. 279) no ha tenido efecto alguno en el presente caso, y tras 
doce años de su emisión, parece ilusorio que la misma se traduzca en algu-
na posibilidad efectiva de que se reabra la investigación. Sobre este punto, 
el	perito	Menéndez	Leal	afirmó	que	“esta	gracia	ha	repercutido	en	que	ha	
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construido dentro del imaginario de los operados del sistema de justicia 
un imaginario en el sentido que no se puede impartir justicia a partir de 
esta ley de amnistía”, de modo tal que “en el aparato de justicia salvadore-
ño	se	entiende	que	la	gracia	del	93	ha	extinguido	la	responsabilidad	tanto	
intelectual	o	material	de	los	hechos	acaecidos	en	el	marco	del	conflicto	y	
esto	lleva	a	los	operadores	de	justicia	a	no	aplicar	las	excepciones	com-
prendidas	en	esta	sentencia”,	salvo	alguna	aislada	excepción.

Es así que la aprobación por parte de la Asamblea Legislativa de la Ley de 
Amnistía General para la Consolidación de la Paz y su posterior aplicación 
en el presente caso por parte del Juzgado Segundo de Primera Instancia 
de San Francisco Gotera, por un lado, es contraria a la letra y espíritu de 
los Acuerdos de Paz, lo cual leído a la luz de la Convención Americana se 
refleja	en	una	grave	afectación	de	la	obligación	internacional	del	Estado	de	
investigar y sancionar las graves violaciones de derechos humanos referidas 
a las masacres de El Mozote y lugares aledaños, al impedir que los sobre-
vivientes y los familiares de las víctimas en el presente caso fueran oídos 
por un juez, conforme a lo señalado en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana y recibieran protección judicial, según el derecho establecido en 
el artículo 25 del mismo instrumento.

Por el otro lado, la Ley de Amnistía General para la Consolidación de la Paz 
ha tenido como consecuencia la instauración y perpetuación de una situa-
ción de impunidad debido a la falta de investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y sanción de los responsables de los hechos, incumpliendo 
asimismo los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana, referida esta 
última norma a la obligación de adecuar su derecho interno a lo previsto 
en	ella.	Dada	su	manifiesta	incompatibilidad	con	la	Convención	America-
na, las disposiciones de la Ley de Amnistía General para la Consolidación 
de la Paz que impiden la investigación y sanción de las graves violaciones 
a los derechos humanos sucedidas en el presente caso carecen de efectos 
jurídicos y, en consecuencia, no pueden seguir representando un obstáculo 
para	 la	 investigación	 de	 los	 hechos	 del	 presente	 caso	 y	 la	 identificación,	
juzgamiento y el castigo de los responsables, ni pueden tener igual o similar 
impacto respecto de otros casos de graves violaciones de derechos huma-
nos reconocidos en la Convención Americana que puedan haber ocurrido 
durante	el	conflicto	armado	en	El	Salvador.	[…]
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75Qué dice la doctrina

La Justicia Transicional: El punto de encuentro 
entre las medidas de transición política y los 
derechos humanos

Nelson Camilo Sánchez29 

La	 justicia	 transicional	es	una	expresión	ambigua	y	polémica,	pues	es	un	
término	nuevo,	sobre	el	cual	no	existe	una	definición	o	conceptualización	
universalmente aceptada. Si bien la historia de transiciones políticas en el 
mundo es muy amplia, el término de “justicia transicional” empezó a ser 
usado como tal a partir de unas reuniones de activistas y académicos que se 
llevaron	a	cabo	hacia	finales	de	la	década	de	los	1980s.30 A partir de enton-
ces también se empezó a gestar lo que hoy en día se conoce como el campo 
o la disciplina de la justicia transicional. Este campo, desde sus inicios, ha 
gozado de una gran interdisciplinariedad, pues parte de la interacción de 
activistas de derechos humanos, abogados y profesores de derecho, formu-
ladores	de	políticas	públicas,	periodistas,	donantes	 y	 expertos	 en	política	
comparada interesados en la dinámica de los derechos humanos en situa-
ciones de transición.31

A	partir	de	este	desarrollo	teórico,	 la	expresión	“Justicia	Transicional”	es	
usualmente evocada para hacer referencia al conjunto de mecanismos im-
plementados por algunas sociedades que han enfrentado los legados de vio-
laciones	masivas	de	derechos	humanos	ocurridas	con	ocasión	de	conflictos	
armados o regímenes dictatoriales. Estos elementos provienen de una de las 
definiciones	actualmente	más	citadas,	adoptada	por	el	Secretario	General	

29 Una versión preliminar de este texto se publicó en: Sánchez, Nelson Camilo, Sistema Nacional de Protección de los Derechos de las vícti-
mas de Graves Violaciones a los Derechos Humanos, Programa de Capacitación a Defensores(as) Públicos(as) para la Representación de 
las Víctimas, Defensoría del Pueblo. Universidad Santo Tomás, Agencia Presidencial de Cooperación Internacional de Colombia, Bogotá, 
2013. 

30 Arthur, Page. How Transitions Reshaped Human Rights. Human Rights Quarterly, vol. 31, no 2. 2009. Ver también: Bassiouni & Rothen-
berg. The Chicago principles on Post-Conflict Justice. A project of: International Human Rights Law Institute, Chicago Council on Global 
Affairs, IstitutoSuperioreInternazionale di Sccienze Criminali, Association Internationale de DroitPénal. 2007. Disponible en: http://www.
concernedhistorians.org/content_files/file/to/213.pdf	

31 	Paige	Arthur	define	el	campo	de	la	justicia	transicional	como	“una	red	internacional	de	individuos	e	instituciones	cuya	coherencia	interna	
está dada a partir de conceptos comunes, metas compartidas, y demandas similares sobre legitimidad, el cual emergió como una respuesta a 
nuevos dilemas prácticos y que se caracteriza por un intento de sistematizar conocimiento comparado que se estima útil para resolver tales 
dilemas”. Ibídem. 
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de la Organización de Naciones Unidas en 2004, y que se ha convertido en 
la	definición	oficial	de	la	organización.	Concretamente,	según	las	Naciones	
Unidas, la justicia transicional

“[…] abarca toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con los intentos 
de una sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado de abusos a 
gran	escala,	a	fin	de	que	los	responsables	rindan	cuentas	de	sus	actos,	servir	a	la	
justicia	 y	 lograr	 la	 reconciliación.	 Tales	mecanismos	 pueden	 ser	 judiciales	 o	 ex-
trajudiciales y tener distintos niveles de participación internacional (o carecer por 
completo de ella) así como abarcar el enjuiciamiento de personas, el resarcimiento, 
la búsqueda de la verdad, la reforma institucional, la investigación de antecedentes, 
la remoción del cargo o combinaciones de todos ellos”.32

Por	más	genérica	que	parezca,	alcanzar	esta	definición	no	ha	sido	una	tarea	
sencilla.33 Durante casi tres décadas, académicos de varias disciplinas, po-
líticos, activistas y otros profesionales que han estado involucrados con el 
tema en todas las regiones del mundo, han discutido -y siguen discutiendo- 
sobre este concepto. Su naturaleza abierta y maleable ha promovido discu-
siones académicas y políticas sobre lo que en la práctica sería o no la justi-
cia transicional. Estas discusiones abarcan temas sensibles y difíciles como 
cuáles son los presupuestos básicos de la aplicación de este paradigma; si la 
“justicia transicional” es una forma distinta de administrar justicia o un tipo 
de	justicia	que	responde	a	un	contexto	particular;	si	la	justicia	transicional	es	
un fenómeno nuevo o más bien corresponde a un término nuevo para ser 
aplicado a prácticas históricas; etc. 

El concepto “justicia transicional” es complejo de entender porque las pala-
bras que lo componen tienen diversas implicaciones e interpretaciones. En 
primer lugar, el carácter “transicional” sugiere un requisito de cambio o de 
transformación,	el	cual	usualmente	ocurre	entre	una	situación	de	conflicto	
o represión a una de paz y democracia. Bajo esta interpretación, los meca-
nismos	asociados	con	este	paradigma	serán	exclusivamente	aquellos	que	se	
implementen	en	un	momento	histórico	intermedio	en	el	cual	ya	no	existe	

32 ONU,	Consejo	de	Seguridad.	Informe	del	Secretario	General	sobre	el	Estado	de	Derecho	y	Justicia	Transicional	en	sociedades	en	conflicto	
y	posconflicto.	S/2004/616.	Párrafo	8.	2004.	http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=S/2004/616

33 Incluso, como se desarrolla en la Introducción de los Principios de Chicago sobre Justicia del Post-Conflicto, el concepto “Justicia Tran-
sicional” se relaciona con un campo que a pesar de que delimita unas características comunes, en la práctica internacional aún no ha 
alcanzado una terminología uniforme. Algunos términos que desarrollan la misma idea, o escenarios similares, incluyen: “Justicia del 
Post-Conflicto”,	“justicia	de	transición”,	“estrategias	para	combatir	la	impunidad”,	“estrategias	de	construcción	de	paz”,	“reconstrucción	
de	post-conflicto”,	entre	otras.	En	términos	generales,	estos	conceptos	adhieren	a	las	características	que	en	este	texto	se	mencionarán	como	
asociadas a la “justicia transicional” o “justicia de transición”. Cfr. Bassiouni & Rothenberg. Ob cit. 
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77un	conflicto,	pero	aún	no	se	ha	alcanzado	una	institucionalidad	democrá-
tica que responda a las necesidades sociales y a los postulados propios del 
Estado de derecho. Sin embargo, esta concepción limitada de la justicia 
transicional se confronta con una realidad creciente que denota que cada 
vez más en el mundo se usan mecanismos asociados con el término justicia 
transicional	para	ser	aplicados	en	contextos	y	situaciones	en	las	cuales	di-
fícilmente se puede hablar de cesación de las hostilidades, la violencia o el 
conflicto	armado.	

Por su parte, el término “justicia” presenta también complicaciones pues, 
de	hecho,	es	uno	de	los	conceptos	que	más	disputas	filosóficas,	éticas	y	po-
líticas ha propiciado desde los propios orígenes del pensamiento humano. 
Algunos lo usan, por ejemplo, para hacer referencia a la institucionalidad 
encargada en una sociedad de resolver ciertas disputas, con lo cual esta 
acepción de justicia se asemeja a sistema judicial. Otros, por el contrario, 
usan	 el	 término	 para	 calificar	 distintas	 reivindicaciones	 sobre	 el	 balance	
adecuado respecto de una situación concreta en la cual se contraponen dis-
tintos intereses, como podrían ser el aseguramiento de un castigo frente a 
una acción criminal (justicia retributiva), la asignación equitativa de recursos 
y cargas sociales (justicia distributiva), la corrección de un perjuicio ocasio-
nado en contravención de una norma (justicia correctiva), o la restauración 
de relaciones sociales rotas y la reconstrucción de tejido social en una co-
munidad (justicia restaurativa). 

Es por ello que la noción de “justicia transicional” ha sido usada tanto para 
designar	la	concepción	filosófica	o	valorativa	de	lo	que	se	entendería	como	
justo en una sociedad y en un momento determinado, como para referirse 
a las instituciones a partir de las cuales tales valores u objetivos van a ser 
alcanzados. 

No obstante estos debates, es posible destacar cuatro elementos básicos de 
la	noción	de	justicia	transicional:	1)	las	medidas	de	transición	o	pacificación	
deben	respetar	un	mínimo	de	justicia,	que,	2)	están	definidos	por	el	dere-
cho internacional, especialmente por los derechos de las víctimas, 3) que se 
trata de la aplicación de justicia en situaciones estructuralmente complejas 
con	particularidades	específicas	y	por	ello	se	admite	la	flexibilidad	de	estos	
estándares;	y	4)	que	para	su	aplicación	debe	existir	de	manera	cierta	una	
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situación cercana a la transición política. Es por esto que se plantea la idea 
de que la Justicia Transicional es un punto de encuentro entre las medidas 
de transición política y los derechos humanos. 

Ahora bien, para entender las implicaciones de este concepto, pero sin obviar 
que	existen	álgidos	e	interesantes	debates	sobre	el	mismo,	es	necesario	empe-
zar	con	una	explicación	sucinta	del	término	a	partir	de	los	elementos	que	lo	
distinguen.	Para	ello,	el	presente	texto	será	dividido	en	cuatro	acápites.	En	el	
primero se presentarán los objetivos que buscan alcanzar las sociedades que 
implementan medidas de justicia transicional. Es decir, se busca contestar la 
pregunta de: Para qué la justicia transicional. En el segundo apartado se pre-
sentan los procesos que se asocian a la justicia transicional. En el tercero se 
abordan los mecanismos a través de los cuales se concretan dichos procesos. 
Finalmente,	el	texto	cierra	con	una	reflexión	sobre	los	contextos	sociales	y	
políticos en los que ha sido aplicado el paradigma de la justicia transicional. 

Los objetivos de la justicia transicional

Desde mediados del siglo XX a la fecha, el mundo ha vivido múltiples situa-
ciones	de	conflicto	(internos	e	internacionales);	así	como	múltiples	acciones	
represivas a cargo de gobiernos autoritarios y dictatoriales. Unos y otros han 
ocasionado no solo un gran sufrimiento a millones de víctimas directas e 
indirectas, sino además el debilitamiento del principio de Estado de derecho 
en las sociedades que los han padecido. Como han señalado las Naciones 
Unidas, al enfrentar situaciones masivas como estas, las sociedades y los Es-
tados deben, en líneas generales: desmantelar los aparatos reproductores de 
violencia	–o	prevenir	que	éstos	se	renueven	en	aquellos	casos	en	donde	se	
han	ya	desmantelado–	y,	al	mismo	tiempo,	satisfacer	las	necesidades	de	miles	
o millones de víctimas. Para hacer las cosas más difíciles, en los países que 
salen	de	un	conflicto	–o	pretenden	salir	de	él–,	el	Estado	de	derecho	suele	
ser	débil	o	 inexistente,	 apenas	hay	capacidad	para	 la	 aplicación	de	 la	 ley	 y	
la administración de justicia, y se presentan generalmente muchos casos de 
violaciones de los derechos humanos. Esa situación a menudo se ve agudiza-
da	por	la	falta	de	confianza	de	la	población	en	los	poderes	públicos	y	por	la	
escasez de recursos.34

34 ONU,	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos.	Instrumentos	del	estado	de	derecho	para	socie-
dades	que	han	salidos	de	un	conflicto:	Comisiones	de	la	verdad,	2006.	http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RuleoflawTruthCom-
missionssp.pdf
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79Así	las	cosas,	en	la	finalización	del	conflicto	o	la	represión	masiva	los	Esta-
dos	se	enfrentan	a	exigencias	difíciles	y	a	veces	contradictorias,	entre	las	que	
se encuentran: impartir justicia penal, así como determinar otro tipo de res-
ponsabilidades a quienes cometieron actos contrarios a derecho para evitar 
la impunidad; atender a las víctimas; promover la reconciliación en distintos 
sectores de la sociedad y reconstruir el tejido social; proveer reparaciones; 
prevenir	la	ocurrencia	de	conflictos	posteriores;	aclarar	lo	sucedido	y	evitar	
que las atrocidades sean olvidadas; y, en últimas, asegurar una paz duradera 
y estable y avanzar en una institucionalidad democrática.35

En estas circunstancias, las opciones políticas y normativas al alcance de un 
Estado para cumplir con estos objetivos parecen innumerables. Estas de-
cisiones, a su vez, usualmente han llevado a que en vista de las necesidades 
se privilegie la consecución de alguno o de algunos de estos objetivos, aun 
por encima de otros. A esto es lo que comúnmente se le denomina como 
los dilemas o las tensiones implícitas de la justicia transicional. Por ejemplo, 
un debate recurrente en la materia es aquel relativo al enfrentamiento entre 
justicia y paz.36 Quienes han propuesto este debate asumen que el modelo 
de justicia transicional deberá elegir entre (a) una amnistía generalizada que 
permita la impunidad total de los crímenes cometidos con ocasión del con-
flicto,	para	así	alcanzar	la	paz	y	la	desmovilización	–por	ejemplo	en	situa-
ciones	de	negociaciones	y	acuerdos	de	paz–;	o	(b)	la	persecución	penal	de	
aquellos que cometieron dichas atrocidades, aun cuando esto pueda pertur-
bar una paz reciente y frágil o impedir que esta sea lograda. De hecho, bajo 
este	presupuesto,	en	el	pasado	muchas	sociedades	prefirieron	la	impunidad	
de los crímenes bajo el temor de no alcanzar una paz duradera. 

Un debate similar se presenta en relación con los objetivos de reconciliación 
y persecución penal. Al respecto se argumenta que la persecución y la sanción 
penal	no	es	una	medida	adecuada	en	situaciones	de	transición	pues	exaspera	
los	rencores	y	las	heridas	del	conflicto	pero,	al	concentrarse	excesivamente	
en el perpetrador, impide la construcción de un ambiente de reconciliación 

35 En palabras del Secretario General de la ONU: “[l]os problemas que se plantean después de los conflictos hacen necesario optar por un 
planteamiento que equilibre múltiples objetivos, entre los que se encuentran la búsqueda de la rendición de cuentas, la verdad y la repa-
ración, la preservación de la paz y la construcción de la democracia y el Estado de derecho”. ONU, Informe del Secretario General… Ob 
cit. Párr. 25.

36 Es preciso anotar que la ambigüedad que rodea los términos que componen la idea de “justicia transicional” también se traslada a los térmi-
nos	que	definen	algunos	de	los	objetivos	de	este	tipo	de	justicia.	Enfrentamientos	conceptuales	y	políticos	sobre	el	significado	de	términos	
tales como paz, reconciliación, castigo, reparación, entre otros, generan o aumentan las tensiones a las cuales haremos referencia. 
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y reconstrucción del tejido social que podría darse a partir de mecanismos 
orientados a reconocer el daño y las víctimas. 

Un tercer punto en donde se advierten posibles contradicciones está en el 
enfrentamiento entre las necesidades pasadas, presentes y futuras. Ello pues, en 
la medida en que la justicia transicional busca no solo enfrentar el pasado, 
sino también reformar las instituciones sociales y estatales para propiciar 
un futuro de paz, democracia y reconciliación; si se le da mucho peso a las 
amnistías, que impiden en general saldar la deuda pasada, se dedicará muy 
pocos esfuerzos a arar el camino para un mejor futuro. Un ejemplo que 
usualmente se cita para hacer este argumento es la satisfacción del derecho 
de las víctimas a las reparaciones: si un Estado en el medio de una transi-
ción implementa un programa de reparaciones muy comprensivo y, por ello 
costoso, lo tendrá que hacer a costa de desatender otras necesidades básicas 
que también requieren atención y recursos. 

En la teoría y en la práctica actuales, estas contradicciones no se asumen 
como intereses absolutamente contrapuestos, sino más bien como obje-
tivos interrelacionados y complementarios. Es decir, aun cuando se reco-
nocen las tensiones que estos objetivos generan, se entiende hoy en día 
que una de las características y objetivos primordiales de cualquier modelo 
de justicia transicional es precisamente alcanzar un adecuado balance entre 
paz, justicia y reconciliación. Así lo anotan, por ejemplo, Cherif  Bassiouni y 
Daniel Rothenberg en la Introducción a los Principios de Chicago cuando señalan 

“[a] pesar de las tensiones inherentes al balance entre objetivos enfrentados, no es 
apropiado o acertado asumir que los Estados deben elegir entre una supuesta segu-
ridad política carente de investigación del pasado, o una inestabilidad acompañada 
de sanción o reconciliación. Uno de los objetivos del movimiento de Justicia Post-
conflicto	es	demostrar	que	la	paz	y	la	justicia	son	complementarias”.	

En este sentido, la justicia transicional puede entenderse como un campo 
en el cual se generan distintos tipos de mecanismos para buscar el balance 
y minimizar las tensiones entre las necesidades políticas de proteger una 
democracia o una paz frágil, con los clamores de alcanzar la verdad y la jus-
ticia. Si bien estas dos metas no son inherentemente opuestas, son de hecho 
complementarias,	no	se	puede	negar	que	existen	tensiones	entre	ellas.	Y	es	
que, aun cuando la normatividad internacional ha hecho de la obligación de 
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81individualizar y sancionar a los responsables de graves violaciones de dere-
chos humanos un imperativo cada vez más estricto, es también cierto que la 
imposición de sanciones de ese tipo en todos los casos puede obstaculizar 
e incluso llevar al fracaso a un acuerdo de paz.

La búsqueda de “balance” es una preocupación central de cualquier modelo 
de justicia transicional, una cuestión para la cual las sociedades y Estados 
cuentan	con	múltiples	opciones,	pero	no	con	posibilidades	ilimitadas	–	tal	
y como se argumentaba en el pasado. Esta es, precisamente, otra de las 
características fundamentales del concepto actual de la justicia transicional 
pues, en gran medida, separa la idea de una “simple transición” de aquella 
de una “transición con justicia”. Si bien las sociedades y estados involu-
crados en un proceso de justicia transicional tienen una gran libertad para 
implementar distintos mecanismos que les permitan enfrentar su pasado 
dependiendo	de	su	contexto,	sus	recursos	y	sus	necesidades;	estas	estrate-
gias deben ajustarse a las normas y obligaciones jurídicas internacionales 
en materia de derechos humanos y derecho internacional humanitario. Así 
las	cosas,	aunque	no	existe	un	modelo	único	de	transición,	en	la	actualidad	
existen	restricciones	jurídicas	que	se	traducen	en	el	cumplimiento	de	unos	
estándares mínimos universales de garantía de los derechos humanos, en 
especial de los derechos de las víctimas. 

Los procesos de la justicia transicional

De una manera esquemática es posible decir que los objetivos generales 
asociados con la implementación de la justicia transicional pueden ser agru-
pados en tres procesos interrelacionados, a cada uno de los cuales se le 
asocia una serie de herramientas y mecanismos concretos para su adelanta-
miento. A grandes rasgos, estos procesos son: (i) el mantenimiento o la con-
secución de la paz, para lo cual usualmente se realizan procesos de desmo-
vilización, desarme y reinserción (DDR); (ii) la realización de los derechos 
de las víctimas, lo cual se concreta en la satisfacción de los derechos básicos 
a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición; y (iii) la 
reforma institucional, que se adelanta a partir de diversos mecanismos de 
reforma legal y de construcción de capacidad institucional. 
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Desmovilización, Desarme y Reinserción (DDR) y mantenimiento de la paz

Los	Estados	 en	 transición	–o	 aquellos	que	buscan	 llegar	 a	un	 estado	de	
transición–	 suelen	 carecer	 de	 legitimidad	 porque	 a	 causa	 del	 conflicto	 y	
de	una	utilización	excesiva	de	 la	 fuerza	 se	han	convertido	en	 instrumen-
tos de represión. Tales situaciones se caracterizan invariablemente por la 
abundancia de armas, una violencia generalizada por razones de género, la 
explotación	de	niños,	la	persecución	de	minorías	y	grupos	vulnerables,	la	
delincuencia organizada, el contrabando, la trata de seres humanos y otras 
actividades delictivas. En tales circunstancias, la delincuencia organizada 
suele poseer mejores recursos que el gobierno y mejores armas que los 
agentes del orden. Por ello es necesario concentrar parte de los esfuerzos 
al restablecimiento de la capacidad y la legitimidad de las instituciones na-
cionales. La adopción de medidas urgentes para restablecer la seguridad 
humana, los derechos humanos y el imperio de la ley es evidentemente una 
tarea de largo plazo, pero que no puede ser aplazada.

En este sentido, en situaciones como estas los Estados tienen que promo-
ver el desmantelamiento de ejércitos y grupos armados, así como fortalecer 
la legitimidad y capacidad de acción de las fuerzas estatales de seguridad 
para evitar mayores vulneraciones de derechos humanos y situaciones de 
violencia. Por esta razón, los programas para el desarme, la desmovilización 
y reintegración (DDR) de antiguos combatientes se han vuelto una parte 
integral de las operaciones para el mantenimiento de la paz y de los planes 
de	reconstrucción	posconflicto	alrededor	del	mundo.37

Satisfacción de los derechos de las víctimas

Como se mencionó anteriormente, una de las características propias de la 
justicia transicional es su adherencia a principios básicos del derecho inter-
nacional de los derechos humanos que, en cierta medida, limitan las opcio-
nes locales de transición política. A juicio de algunos autores, el reconoci-
miento de los derechos de las víctimas es lo que realmente permite que se 
pueda	hablar	de	un	paradigma	de	justicia.	Como	lo	lúcidamente	lo	expone	

37 Gleichmann, Colin; Michael Odenwald; KeesSteenken, &AdrianWilkinson.Desarme, Desmovilización y Reintegración: Guía teórica y 
práctica. Fráncfort, Alemania: GTZ, FSS, PPC, FHS. 2004
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83la Profesora Tatiana Rincón: el derecho internacional de los derechos hu-
manos constituye la “justicia de la justicia transicional”.38

Si en el pasado se llegó a considerar que el aseguramiento de estos derechos 
podría conllevar al entorpecimiento de la paz, hoy se considera que impul-
sar el imperio de la ley y profundizar el respeto por los derechos humanos 
no solo es la manera correcta de proceder en las transiciones, sino que ade-
más es un elemento indispensable para conseguir una paz y una seguridad 
internacionales duraderas.39

Reforma Institucional

Las	 instituciones	públicas	que	perpetuaron	un	conflicto	armado	o	sirvie-
ron a un régimen autoritario deben ser transformadas en instituciones que 
apoyen la transición, sostengan la paz y preserven el imperio de la ley. Así, 
las instituciones que vulneraron los derechos humanos y defendieron los 
intereses de unos pocos deben convertirse en instituciones que protejan los 
derechos humanos, prevengan los abusos y sirvan a los ciudadanos de for-
ma imparcial. Las instituciones disfuncionales y discriminatorias, temidas 
por	los	ciudadanos,	deben	transformarse	en	instituciones	eficientes	y	justas	
que	gocen	de	la	confianza	de	la	población.40

Este	ideario	puede	envolver	un	número	extenso	de	medidas	tales	como	la	
reforma a la función legislativa, la prevención del delito, el desarrollo del 
poder judicial, la formación jurídica, la reforma penitenciaria, la capacita-
ción	de	los	fiscales,	la	protección	y	el	apoyo	de	las	víctimas,	el	apoyo	de	la	
sociedad	civil	e	incluso,	reformas	a	las	normas	sobre	identificación	y	solu-
ción de controversias relacionadas con la propiedad. 

Es por ello que una reforma institucional efectiva y sostenible es una ta-
rea compleja y difícil. Medidas concretas de reforma institucional pueden 
además incluir: la elaboración de procedimientos de supervisión, denuncia 
y disciplina; la reforma o el establecimiento de marcos jurídicos; la elabora-

38  Rincón, Tatiana. La justicia de la justicia transicional. Universidad del Rosario. Bogotá. 2009.
39 	ONU,	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos.	Instrumentos	del	estado	de	derecho	para	socie-

dades	que	han	salido	de	un	conflicto,	Cartografía	del	sector	de	la	justicia,	2006.	http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Ruleoflaw-
Mappingsp.pdf

40 	ONU,	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos,	Instrumentos	del	estado	de	derecho	para	socie-
dades	que	han	salido	de	un	conflicto,	Procesos	de	depuración:	marco	operacional,	2006.	http://www.ohchr.org/Documents/Publications/
RuleoflawVettingsp.pdf
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ción o la revisión de directrices éticas y códigos de conducta; el cambio de 
símbolos asociados a prácticas abusivas, y la dotación de sueldos, equipo e 
infraestructura apropiados.41

Los mecanismos asociados a la justicia transicional

Como se menciona en la Introducción a los Principios de Chicago, los pro-
cesos de justicia transicional son complejos y multifacéticos, lo cual implica 
una	aproximación	interdisciplinaria	y	creativa	que	vaya	más	allá	de	la	visión	
estrictamente legalista o judicialista.42 En consecuencia, el rango de meca-
nismos y procesos que generalmente se relacionan con el paradigma de la 
justicia transicional incluye tanto mecanismos judiciales como no judicia-
les, entre los que se incluyen las investigaciones y procesamientos penales, 
las comisiones de la verdad y reconciliación, los esquemas de amnistía, los 
programas de reparación, entre otros.43	No	existe	ni	una	 lista	cerrada	de	
mecanismos “transicionales”, ni una serie de mecanismos que solo aplican 
en situaciones de transición. 

Investigaciones y procesos judiciales

Para las Naciones Unidas, “el enjuiciamiento es uno de los elementos cen-
trales de una estrategia integrada de justicia de transición, y tiene como 
finalidad	permitir	que	una	sociedad	deje	atrás	la	impunidad	y	un	legado	de	
abusos de los derechos humanos”.44 Las investigaciones y el procesamiento 
de dirigentes poderosos y de los “más responsables” ayudan a consolidar el 
Estado de derecho y suponen una importante advertencia: las sociedades 
que respetan los derechos humanos no toleran esos crímenes. Además, los 
juicios son una de las principales reivindicaciones de las víctimas, porque 
cuando	éstos	se	realizan	reflejando	sus	necesidades	y	expectativas	pueden	
ser vitales para la restitución de su dignidad y la provisión de justicia.

41 Ibíd.
42 Bassiouni& Rothenberg. Ob cit. P.8. 
43 ONU,	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos,	Instrumentos	del	estado	de	derecho	para	socieda-

des	que	han	salido	de	un	conflicto,	Programas	de	reparaciones,	2008.	http://www.ohchr.org/Documents/Publications/ReparationsProgram-
mesSP.pdf

44 ONU,	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos,	Instrumentos	del	estado	de	derecho	para	socie-
dades	que	han	salido	de	un	conflicto,	Iniciativas	de	enjuiciamiento,	2006.	http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RuleoflawProse-
cutionssp.pdf
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85No	obstante,	los	juicios	no	deben	verse	exclusivamente	como	expresiones	
de un deseo social de retribución. Los juicios pueden desempeñar una fun-
ción clave para la construcción del Estado de derecho en el sentido en que 
reafirman	públicamente	normas	y	valores	 sociales	cuya	violación	 implica	
sanciones.	Con	ello,	los	juicios	ayudan	a	restablecer	la	confianza	entre	los	
ciudadanos y el Estado demostrándole a quienes han sufrido la vulneración 
de sus derechos que las instituciones estatales buscan proteger y no violar 
los derechos.45 

Estas estrategias de enjuiciamiento deben no solo respetar los principios 
básicos de debido proceso, también deben contener unos requisitos míni-
mos	pensados	como	un	mecanismo	que	aporta	a	una	estrategia	específica	
que hace parte de un plan más global. En ese sentido, una política criminal 
en tiempos de transición debe tener muy clara su relación con la política de 
rendición de cuentas; debe tener una estrategia clara; debe velar por que las 
iniciativas cuenten con la capacidad y las competencias técnicas requeridas 
para investigar y enjuiciar esos crímenes; y debe prestar particular atención 
a las víctimas.46

Comisiones de la Verdad 

Estas	comisiones	son	órganos	oficiales,	temporales	y	de	constatación	de	he-
chos que se ocupan de investigar abusos de los derechos humanos o el dere-
cho humanitario que se hayan cometido a lo largo de varios años. Esas comi-
siones disponen de un plazo relativamente corto para tomar declaraciones de 
las víctimas, realizar investigaciones y estudios y celebrar audiencias públicas, 
antes de ultimar su labor con la publicación de un informe.47 Aunque las 
comisiones de la verdad no son un sustituto de la acción judicial, “sí ofrecen 
cierta	posibilidad	de	explicar	el	pasado,	por	lo	que	han	sido	particularmente	
útiles en aquellas situaciones en las que emprender el enjuiciamiento por crí-

45 Existen incluso estudios que intentan demostrar estadísticamente estos efectos. Así, con base en un trabajo de investigación que ha desa-
rrollado por varios años y que ha involucrado el análisis más de 100 casos de países que han adelantado juicios por violaciones graves de 
derechos	humanos,	la	Profesora	Kathryn	Sikkink	afirma	que	los	juicios	por	violaciones	delos	derechos	humanos	realizados	después	de	
iniciadas las transiciones a la democracia han conducido a mejoras en la protección de los derechos humanos, y que los procesos realizados 
en países de una región tienen un efecto disuasivo que se extiende más allá incluso a sus países vecinos. Sikkink. K, Ob cit. 

46 ONU, Iniciativas de enjuiciamiento… Ob. Cit. 
47 Según la experta Priscilla B. Hayner, el término “Comisiones de la verdad” se usa para designar aquellos órganos que comparten las si-

guientes características: i) las comisiones de la verdad se centran en el pasado; ii) investigan un patrón de abusos en un período de tiempo, 
en vez de un acontecimiento concreto; iii) una comisión de la verdad es un órgano temporal que usualmente funciona de seis meses a dos 
años	y	termina	su	trabajo	con	la	entrega	de	un	informe;	y	iv)	estas	comisiones	son	aprobadas,	autorizadas	o	facultadas	oficialmente	por	el	
Estado Hayner, Priscilla, Ob Cit. 
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menes masivos era imposible o poco probable, fuera por falta de capacidad 
del sistema judicial o por una amnistía de hecho o de derecho”.48

En el mundo ya se han creado más de 40 comisiones de esta índole, entre 
ellas las de la Argentina, Chile, Sudáfrica, Perú, Ghana, Marruecos, El Sal-
vador, Guatemala, Timor-Leste y Sierra Leona. Las comisiones de El Salva-
dor, Guatemala, Timor-Leste y Sierra Leona han contado en gran medida 
con la participación y el apoyo de las Naciones Unidas. 

Las comisiones de la verdad prestan una ayuda muy valiosa a las sociedades 
con	posterioridad	a	un	conflicto	armado	al	constatar	hechos	relacionados	
con violaciones de los derechos humanos en el pasado, fomentar la rendi-
ción	de	cuentas,	preservar	las	pruebas,	identificar	a	los	autores	y	recomendar	
indemnizaciones y reformas institucionales. También sirven de plataforma 
pública para que las víctimas cuenten directamente al país sus historias per-
sonales y facilitan el debate público sobre cómo aceptar el pasado.49

Investigación de antecedentes en la administración pública

Países en los que un régimen autoritario ha estado a cargo del poder usual-
mente deben enfrentar el hecho de que muchos funcionarios y funcionarias 
adeptas a ese régimen estuvieron involucrados en la comisión de los abu-
sos. Por esta razón, en muchos lugares se han desarrollado programas de 
depuración institucional, orientados a remover del Estado a funcionarias y 
funcionarios involucrados (usualmente referido como lustration) o a impedir 
que quienes estuvieron involucrados asuman cargos públicos o de autori-
dad (usualmente se les denomina como vetting o banning).	La	exclusión	de	
los cargos públicos no solo se realiza como una sanción moral, sino además 
como una forma de prevenir que nuevamente se abuse del poder y se co-
metan nuevas violaciones.50

Estas prácticas tuvieron origen en depuraciones masivas realizadas en los 
antiguos	países	de	Europa	del	Este,	 y	 luego	el	mecanismo	se	extendió	a	
otras latitudes, como es el caso de Bosnia y Herzegovina, Kosovo, Timor-

48 ONU, Comisiones de la verdad… Ob Cit. 
49 Ibíd.
50 Rieckh, Alexander Mayer & de Greiff, Pablo (Eds). Justice as prevention: vetting public employees in transitional societies. Chicago: 

Social Science Research Council. 2007
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87Leste, Liberia y Haití. Si bien, inicialmente estos procesos se realizaron a 
través de purgas masivas que entrañaban numerosos despidos e inhabili-
taciones	que	no	se	basaban	en	la	trayectoria	personal,	sino	en	la	afiliación	
a un partido, la ideología política o la vinculación a una antigua institución 
del Estado, hoy en día estos procesos se orientan a formular normas profe-
sionales, crear mecanismos de supervisión y establecer criterios imparciales 
y	 legítimos.	Las	 investigaciones	 suelen	 consistir	 en	un	proceso	oficial	 de	
identificación	y	remoción	de	los	responsables	de	los	abusos,	especialmente	
de	la	policía,	los	servicios	de	prisiones,	el	ejército	y	la	judicatura.	Se	notifican	
los cargos a las partes investigadas y se les da la oportunidad de responder 
ante el órgano que se encargue del proceso de investigación. Normalmente, 
los	acusados	tienen	derecho	a	que	la	causa	les	sea	notificada	en	un	plazo	
razonable, así como a defenderse y apelar un fallo adverso ante un tribunal 
u otro órgano independiente.51

Programas administrativos de reparaciones

Los programas masivos de reparación por vía administrativa son gene-
ralmente iniciativas diseñadas como conjunto de medidas de reparación 
sistemáticamente vinculadas entre sí. Su propósito esencial es restituir los 
derechos de las víctimas, reconocer su condición de ciudadanos con ple-
nos derechos -lo que implica necesariamente una transformación de su si-
tuación de vulneración- y recuperar el tejido social. Por estas razones, los 
programas de reparación suelen poner mayor énfasis en los componentes 
de restitución, compensación y rehabilitación.

Estos programas de reparaciones pueden ir desde los muy básicos, es decir, 
la simple entrega de dinero en efectivo, hasta los sumamente complejos, es 
decir, distribuir dinero pero también atención de salud, apoyo educacional 
y de vivienda, etc., además de medidas simbólicas, tanto individuales como 
colectivas.52 Estos programas buscan llegar a la mayor cantidad posible de 
víctimas y para ello, en comparación con los procedimientos judiciales que 
buscan	la	reparación,	suelen	ser	más	rápidos,	económicos	y	exigen	una	me-
nor carga probatoria a las víctimas. Sin embargo, y debido a su carácter 

51 ONU,	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos,	Instrumentos	del	estado	de	derecho	para	socie-
dades	que	han	salido	de	un	conflicto,	Procesos	de	depuración:	marco	operacional,	2006.	http://www.ohchr.org/Documents/Publications/
RuleoflawVettingsp.pdf

52 ONU, Programas de reparaciones… Ob cit. 
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masivo, estos programas establecen tarifas considerablemente menores a 
las concedidas en sede judicial y no suelen ir acompañados de medidas de 
amplio alcance, que eviten la repetición de los hechos de violencia. Por esta 
razón, se considera deseable diseñar estos programas de manera paralela 
al establecimiento de reformas institucionales y medidas de no repetición, 
tal	y	como	ha	sucedido	en	algunas	experiencias,	en	las	cuales	tuvo	lugar	el	
adelantamiento de reformas constitucionales, reformas al sistema judicial, 
de policía, a las fuerzas militares, entre otras.

Esquemas de amnistías e indulto

Tras	 situaciones	 de	 violencia	masiva,	 como	 aquellas	 asociadas	 a	 conflic-
tos internos e internacionales, quienes hacen o hicieron parte de grupos 
armados y por tal condición se habrán involucrado en actos propios de 
los combates generalmente deberán responder por sus acciones ante los 
tribunales nacionales, especialmente cuando se trata de insurgencias o gru-
pos armados no estatales. Es por ello común que en las negociaciones de 
paz con estas organizaciones armadas se pacten modelos de amnistías o 
indultos condicionados y parciales para garantizar desarmes y reinserciones 
masivas de combatientes. 

Como ha señalado el Secretario General de las Naciones Unidas, “una am-
nistía cuidadosamente formulada puede apoyar el regreso y la reinserción de 
ambos grupos”.53No	obstante,	esta	figura	tiene	unos	límites	importantes:	“no	
debe	permitirse	en	ninguna	circunstancia	que	sirva	de	excusa	para	el	genoci-
dio, los crímenes de guerra, los crímenes de lesa humanidad o las infracciones 
graves de los derechos humanos”.54 Así, concluye la ONU: “[a]l contribuir a 
la desmovilización y desbande de grupos paramilitares, las amnistías coheren-
tes con estos principios pueden ayudar a impedir mayor violencia”.55

En este sentido, las amnistías se rigen actualmente por un conjunto sus-
tancial de normas de derecho internacional que delimitan el ámbito de lo 
permisible. De manera central, las amnistías que impiden el enjuiciamiento 
de las personas que pueden resultar jurídicamente como los más responsa-

53 ONU, Informe del Secretario General… Ob cit. 
54  Ibíd.
55 ONU, Consejo Económico y Social. Promoción y protección de los derechos humanos. Adición: Conjunto de principios actualizados para 

la protección y la promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad. E/CN.4/2005/102/Add.1, Principio 37, 2005. 
http://www.idhc.org/esp/documents/PpiosImpunidad.pdf
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89bles de crímenes de guerra, genocidio, crímenes de lesa humanidad y otras 
violaciones graves de los derechos humanos son incompatibles con las obli-
gaciones que incumben a los Estados en virtud de diversas fuentes de de-
recho internacional. Además, las amnistías no pueden limitar el derecho de 
las víctimas de violaciones de derechos humanos o de crímenes de guerra 
a un recurso efectivo y reparación, ni pueden obstaculizar el derecho de las 
víctimas o de las sociedades a conocer la verdad acerca de esas violaciones.56

Mecanismos de recuperación y preservación de la memoria histórica

La recuperación y preservación de la memoria sobre lo ocurrido honra la 
dignidad, el sufrimiento y la humanidad de las víctimas, tanto de las so-
brevivientes como de las fallecidas, y también conmemora las luchas y el 
sufrimiento de los individuos, las comunidades y la sociedad en general.57 
Los ejercicios de memoria pueden incluir distintas actividades apoyadas por 
el Estado que pueden variar en alcance, impacto y visibilidad, así como ac-
ciones	que	reflejan	esfuerzos	individuales,	grupales	o	comunitarios	específi-
cos. Algunos de los ejercicios de memoria más comunes se relacionan con 
procesos para la construcción de monumentos, estatuas, museos, sitios de 
memoria establecidos en antiguas prisiones, campos de concentración o de 
tortura, etc., actos y fechas conmemorativas de sucesos de impacto, nom-
bres de calles, parques, varias formas artísticas de socialización, entre otras.

Igualmente, los Estados tienen la obligación de asegurar que la informa-
ción relativa a los períodos de opresión o violencia será preservada, para 
evitar que la historia se olvidad o reescrita. Para cumplir con esta tarea, es 
común	que	se	desplieguen	actividades	de	conservación	de	archivos	oficia-
les, se diseminen los resultados y conclusiones de los ejercicios de verdad, 
se incluyan en los programas de educación formal y no formal currículos 
específicos	sobre	la	materia,	etc.	

Mecanismos asociados con la reforma legal y la reconstrucción institucional

Los mecanismos comúnmente usados por los Estados para mejorar la go-
bernabilidad democrática y para asistir a las instituciones en su tarea de 

56 	ONU,	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	los	Derechos	Humanos.	Instrumentos	del	estado	de	derecho	para	socie-
dades	que	han	salido	de	un	conflicto,	Amnistías,	2009.	http://www.ohchr.org/Documents/Publications/Amnesties_sp.pdf

57  Ver: Principios de Chicago… Ob cit.
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hacer frente al legado de violaciones masivas incluyen las reformas insti-
tucionales, la restructuración de los sectores de seguridad, las reforma a la 
justicia y la especialización y fortalecimiento de los sistema de investigación, 
así como otras actividades de apoyo a la democratización y la defensa de los 
derechos humanos.

La reforma al sector de seguridad generalmente incluye temas asociados 
con el control de las fuerzas militares al poder civil, esquemas de limitación 
de las labores de inteligencia tanto militares como civiles, el entrenamiento 
en derechos humanos y derecho internacional humanitario, entre otras. En 
cuanto a la reforma legal, es común que se desplieguen acciones para la 
restructuración y reforma de los sistemas de justicia para asegurar un mayor 
apego	al	ideario	del	estado	de	derecho,	como	la	ratificación	de	convencio-
nes de derechos humanos, el aseguramiento de la independencia judicial, la 
derogatoria de normas contrarias a los derechos humanos, etc.

El ámbito y contexto de implementación de las medidas de 
justicia transicional

La	delimitación	 de	 aquellos	 contextos	 que	 ameritan	 la	 aplicación	 de	 estos	
mecanismos ha sido un campo en el que también se han presentado intensos 
debates. En cierto sentido, esta discusión es similar a la que genera la aplica-
ción	del	 derecho	 internacional	 humanitario:	 si	 el	 umbral	 es	 excesivamente	
bajo	se	corre	el	riesgo	de	legitimar	la	aplicación	flexible	de	los	derechos	de	las	
víctimas a situaciones en las cuales los estados deberían aplicar las normas del 
Estado de derecho en todo su rigor.58 Por el contrario, si el umbral es dema-
siado alto se pueden generar situaciones de desprotección que llevarían a que 
los mecanismos de la justicia transicional no pudieran ser aplicados a grupos 
de	víctimas	o	que	sociedades	que	pasen	por	situaciones	extraordinarias	no	
puedan	beneficiarse	de	marcos	de	política	transicional	que	ayuden	a	la	conso-
lidación del Estado de derecho. 

Basados	en	características	históricas	y	contextuales	algunos	autores	conside-
ran que el ámbito de aplicación de la justicia transicional debe reservarse a las 

58 Sobre el dilema de la aplicación de las normas del DIH ver: Tomuschat, Christian. Human Rights Between Idealism and Realism, Oxford 
Academy of European Law of the European University Institute, Oxford: Oxford University Press, 2003.



Ca
pí

tu
lo

 IV

91situaciones de post-dictadura.59 Según esta línea, al haberse iniciado el para-
digma transicional a propósito de las transiciones a la democracia surgidas en 
el	cono	sur	de	las	Américas	hacia	finales	de	la	década	de	1980,	es	claro	que	
las herramientas siguen una lógica de democratización tras un gobierno au-
toritario. Otras voces, sin embargo, asumen que a pesar de las diferencias de 
tratamiento con las que se debe encarar cada tipo de transición, dependiendo 
del	 contexto,	 los	mecanismos	de	 la	 justicia	 transicional	 pueden	 ser	 válida-
mente aplicados a situaciones en las cuales una sociedad enfrenta los legados 
de	un	conflicto	armado	a	gran	escala,	bien	sea	 internacional	 (guerra	 inter-
nacional	o	una	situación	de	ocupación	extranjera),	de	escisión	de	un	estado	
(como sería el caso de lo ocurrido en Bosnia & Herzegovina y Kosovo tras la 
desmembración de la Antigua Yugoslavia), o interno (como sería la situación 
de	conflictos	armados	como	 los	de	Sudán,	Colombia,	Perú,	entre	muchos	
otros); así como a situaciones post-régimen que buscan democratizaciones 
sociales y políticas (como los países del Cono Sur de las Américas o los países 
de Europa del Este). 

Con base en esta segunda posición, es ampliamente entendido tanto en la 
teoría como en la práctica internacional que la justicia transicional tiene he-
rramientas que pueden ayudar a superar legados de violaciones derivadas de 
conflictos	armados	o	de	gobiernos	autocráticos.	No	obstante,	este	acuerdo	
no cierra del todo la cuestión pues en épocas más recientes ha sido común 
que se abogue por la aplicación de medidas de este tipo para situaciones 
que no parecen referir directamente al paradigma de “legados del pasado” 
o	del	reciente	“post-conflicto”	o	“post-dictadura”.	Dentro	de	los	primeros	
puede citarse el creciente uso de mecanismos de transición a situaciones 
en	 las	cuales	el	conflicto	es	 todavía	parte	de	 la	realidad,	como	es	el	caso	
colombiano. De allí la pregunta constante de si es pertinente la aplicación 
de	estas	medidas	a	sociedades	que	todavía	no	han	iniciado	un	significativo	
proceso	político	de	transformación	(o	como	se	ha	expuesto	en	el	contexto	
colombiano: ¿Es posible hablar de justicia transicional sin transición?).60

59 Orozco Abad, Iván. Dealing with Symmetrical Barbarism: A Challenge for the Human Rights Movement, (The Colombian Case)”, (Paper 
presented at the Conference on Curbing Human Rights Violations by Non-State Armed Groups, University of British Columbia, November 
13-15, 2003).

60 Uprimny Yepes, Rodrigo; Catalina Botero Marino; Esteban Restrepo; María Paula Saffon. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, 
justicia y reparación para Colombia, Dejusticia, 2006. Ver también Sánchez, Nelson Camilo, Uprimny, Rodrigo. “¿Justicia transicional sin 
transición? La experiencia colombiana en la implementación de medidas de transición”. En Beristaín C (Ed) Contribución de las políticas 
de verdad, justicia y reparación a las democracias en América Latina. IIDH, San José de Costa Rica. 2011.
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Por otro lado, se discute la oportunidad de aplicación de los mecanismos 
a sociedades que enfrentaron violaciones en el pasado, pero en un pasado 
menos cercano. El ejemplo típico en este caso son los esfuerzos por imple-
mentar algunos mecanismos de justicia transicional en España para enfren-
tar lo sucedido durante la época del Franquismo. Aquí las preguntas usuales 
son: ¿Cuánto tiempo después de superada la violencia o pasada la represión 
es pertinente la aplicación de estas medidas? ¿Es pertinente seguir insistien-
do con la aplicación de medidas sobre el pasado cuando en circunstancias 
en	las	que	ya	existe	una	democracia	más	o	menos	consolidada?

Un	tercer	interrogante	es	la	extensión	del	propio	período	de	transición.	En	
la medida en que varios de los objetivos que pretende la implementación de 
los mecanismos de justicia transicional distan de ser aquellos que pueden 
ser alcanzados a corto plazo, la cuestión que subyace es cuándo se puede 
decir que una sociedad ha superado la transición y goza ya de un sistema 
democrático	restablecido.	Algunas	de	experiencias	clásicas	como	las	de	Chi-
le y Argentina, que incluso dieron lugar a que el modelo se desarrollara, 
todavía tienen algunos mecanismos en funcionamiento (como los juicios 
penales a algunos responsables, o las prestaciones del sistema de reparacio-
nes del Programa PRAIS en Chile), a pesar de que ya han pasado más de 
tres décadas del advenimiento de las primeras elecciones post-dictadura. 

Como	se	ha	repetido	a	lo	largo	de	este	texto:	no	existe	una	fórmula	única	de	
transición ni una norma jurídica que de manera categórica señale una res-
puesta correcta a cada uno de estos interrogantes. Las sociedades tienen a 
su alcance las herramientas y de allí deberán considerar en su caso concreto 
cuál es el modelo que se adapta a sus necesidades, siguiendo obviamente 
los mínimos jurídicos básicos impuestos por el derecho internacional. Ello 
explica	el	hecho	de	que	en	el	pasado	se	hayan	implementado	mecanismos	
de justicia transicional en áreas grises, por así decirlo, y que más meca-
nismos	estén	siendo	implementados	en	épocas	de	conflicto	no	como	una	
herramienta	de	post-conflicto	sino	como	una	vía	para	generar	con	ellas	la	
terminación de la confrontación armada. Un ejemplo concreto puede ser, 
por	ejemplo,	el	establecimiento	del	Tribunal	Penal	Internacional	para	la	ex	
Yugoslavia , el cual fue creado por el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas en plena confrontación armada, con el objetivo de que las partes 
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una posible persecución penal internacional.61

Una	aproximación	similar	se	predica	del	debate	sobre	el	alcance	de	las	me-
didas de la justicia de transición. Mientras que un sector de la doctrina abo-
ga por un uso moderado de las medidas que se ajuste a unas tareas concre-
tas que se concentren en enfrentar las violaciones más graves de derechos 
civiles y políticos, y a temas de reconstrucción institucional básica del Es-
tado de derecho; otros autores y activistas abogan por que las medidas de 
transición adopten un enfoque más amplio que permita hacer frente a otras 
causas y efectos relacionados con la violencia y la violación de estos dere-
chos, como sería la desigualdad estructural, la grave afectación a derechos 
económicos, sociales y culturales, etc. 

En	 uno	 de	 los	 extremos	 de	 la	 discusión,	 el	 experto	 internacional	 Pablo	
de Greiff  presenta un argumento muy persuasivo: las medidas de justicia 
transicional son, en sí mismas, medidas precarias de justicia que se refuer-
zan	las	unas	a	las	otras	para	cumplir	con	fines	específicos;	por	ello,	se	debe	
evitar sobrecargar estas medidas con tareas que no podrán alcanzar y que 
más	bien	generarán	 expectativas	 sociales	 exageradas	que	 al	final	 evitarán	
que cumplan cualquier tipo de papel social importante. En contraposición, 
otros	 autores	 defienden	 la	 idea	 de	 que	 sin	 un	 estudio	 exhaustivo	 de	 los	
factores asociados a las violaciones y sin enfrentar de manera adecuada las 
causas,	 los	 factores	 determinantes	 y	 las	 consecuencias	 específicas	 en	 as-
pectos que van más allá de las violaciones más graves como el asesinato o 
la desaparición forzada; las posibilidades reales de transición serán o muy 
limitadas o muy frágiles.62

La decisión de cuál será el alcance de cada proceso y de cada mecanismo 
se deja entonces a la sociedad que enfrenta la situación concreta, la cual 
deberá	evaluar	las	oportunidades	y	desafíos	de	cada	uno	de	estos	extremos,	
de	acuerdo	con	una	evaluación	de	su	contexto	y	sus	capacidades.	En	todo	
caso, vale la pena resaltar que los organismos internacionales han animado 

61 Teitel, Ruti. “Bringing the Messiah Through the Law”, en Human rights in political transitions, New York: Hesse & Post eds. P. 177-179, 
1999.

62 Millar, Zenaida. “Effects on invisibility: In search of the “Economic” in Transitional Justice.” En: International Journal of Transitional 
Justice 2(3), 266-291. 2008. Cavallaro, James L. & S. Albuja. “The Lost Agenda: Economic Crisis and Truth Commissions in Latin Amer-
ica and Beyond” En: Transitional Justice from Below: Grassroots Activism and the Struggle for Change. K. McEvoy& L. McGregor eds., 
Hart Publishing, 2008.
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a	 los	Estados	a	que	 implementen	medidas	de	 transición	examinando	ex-
haustivamente	las	causas	profundas	de	los	conflictos	y	violaciones	conexas	
de los derechos humanos, incluidos los derechos económicos, sociales y 
culturales, así como los derechos civiles y políticos. 
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Caso 1: ¿La comunidad internacional puede tomar medidas cuando 
un proceso de justicia transicional de un país no respeta  

los estándares de derechos Humanos?

El caso de Sierra Leona y el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas

Los hechos:

En 1991, combatientes del Frente Revolucionario Unido (FRU) de Sierra 
Leona comenzaron una guerra desde el este del país, cerca de la frontera 
con Liberia, para derrocar al gobierno. Con el apoyo del Grupo de Obser-
vadores Militares (ECOMOG) de la Comunidad Económica de los Estados 
de África Occidental (CEDEAO), el ejército de Sierra Leona trató al prin-
cipio de defender al gobierno pero, al año siguiente, fue el propio ejército 
el que lo derrocó. A pesar del cambio de gobierno, el FRU continuó con 
sus ataques.

En 1994, el Jefe de Estado de Sierra Leona envió una carta al Secretario 
General	de	las	Naciones	Unidas,	pidiéndole	oficialmente	que	prestase	sus	
buenos	oficios	para	facilitar	las	negociaciones	entre	el	Gobierno	y	el	FRU.	
Desde entonces, las Naciones Unidas ejercieron un cercano seguimiento de 
la situación del país, a través de varias dependencias, entre las que se destacó 
UNOMSIL (Misión de Naciones Unidas para Sierra Leona). 

Durante esta década, no obstante, los enfrentamientos continuaron, de-
jando un trágico saldo en materia de derechos humanos. Las partes en el 
conflicto	fueron	culpables	de	la	comisión	de	numerosos	crímenes	de	lesa	
humanidad	y	crímenes	de	guerra,	que	incluyeron	brutales	formas	de	explo-
tación	y	violencia	sexual.	

En 1999, el Representante Especial de las Naciones Unidas, en consulta 
con Estados del oeste africano, inició una serie de esfuerzos diplomáticos 
encaminados a entablar el diálogo con los rebeldes. Las negociaciones en-
tre el Gobierno y los rebeldes comenzaron en mayo de 1999 y el 7 de julio 
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todas	las	partes	del	conflicto	firmaron	un	acuerdo	en	Lomé	para	cesar	las	
hostilidades y formar un gobierno de unidad nacional.

El Acuerdo de Paz de Lomé, de 7 de julio de 1999, entre el Gobierno de 
Sierra Leona y el Frente Revolucionario Unido incluía una disposición en 
cuya virtud el Gobierno se comprometía a otorgar indulto absoluto y libre 
y	a	exonerar	a	todos	los	combatientes	y	colaboradores	respecto	de	lo	que	
hubieran hecho en la búsqueda de sus objetivos y a velar por que no se 
adoptara	medida	oficial	o	judicial	alguna	en	contra	de	miembro	alguno	de	
determinadas fuerzas (art. IX)63.	Una	semana	después	de	firmarse	el	Acuer-
do,	el	Parlamento	de	Sierra	Leona	promulgó	una	ley	en	que	lo	ratificaba.

El problema: 

La pregunta que se hacía la comunidad internacional era doble. Por un lado, 
si	la	búsqueda	dela	paz	en	Sierra	Leona	era	una	razón	suficiente	para	apro-
bar un acuerdo de paz que incluía la concesión de una amnistía que podía 
ser usada para asegurar la impunidad masiva de graves violaciones de los 
derechos humanos. Por otro lado, si las Naciones Unidas se pronunciarían 
en	contra	de	dicha	medida,	dado	que	su	intervención	en	el	conflicto	había	
estado precisamente enfocada en que se alcanzara un acuerdo de paz. 

La decisión: 

Distintas instancias de la Organización de Naciones Unidas, empezando 
por su Secretario General, se pronunciaron felicitando el acuerdo de paz, 
pero rechazando la amnistía. Esto llevó a que el gobierno tuviera que acep-
tar	negociar	medidas	de	justicia	que	finalmente	terminaron	dando	lugar	a	
que el Consejo de Seguridad autorizara la instalación de un Tribunal Penal 

63 	La	disposición	pertinente,	denominada	“Indulto	y	amnistía”	establecía:	“1.	A	fin	de	lograr	una	paz	duradera	en	el	país,	el	Gobierno	de	Sierra	
Leona	tomará	las	medidas	jurídicas	pertinentes	para	conceder	el	indulto	total	al	Cabo	Foday	Sankoh.	2.	Después	de	la	firma	del	presente	
Acuerdo, el Gobierno de Sierra Leona también concederá el indulto total a todos los combatientes y colaboradores, en relación con todos 
los	hechos	realizados	en	consecución	de	sus	objetivos	hasta	el	momento	de	la	firma	del	presente	Acuerdo.	3.	A	fin	de	consolidar	la	paz	y	
promover	la	causa	de	la	reconciliación	nacional,	el	Gobierno	de	Sierra	Leona	garantizará	que	no	se	tomen	medidas	oficiales	ni	judiciales	
contra ningún miembro del Frente Revolucionario Unido, el Consejo Revolucionario de las Fuerzas Armadas, el ex Ejército de Sierra 
Leona o las Fuerzas de Defensa Civil, en relación con los hechos realizados en consecución de los objetivos de sus respectivas organiza-
ciones,	entre	marzo	de	1991	y	el	momento	de	la	firma	del	presente	Acuerdo.	Además,	se	tomarán	las	medidas	legislativas	y	de	otra	índole	
necesarias para garantizar la inmunidad de los ex combatientes, los exiliados y otras personas que se encuentren actualmente fuera del país 
por	razones	vinculadas	con	el	conflicto	armado	para	que	puedan	ejercer	plenamente	sus	derechos	civiles	y	políticos	y	reintegrarse	en	la	
sociedad en un marco de total legalidad”. Acuerdo de Paz entre el Gobierno de Sierra Leona y el Frente Revolucionario Unido de Sierra 
Leona,	7	de	julio	de	1999	(S/1999/777,	anexo,	art.	IX).	Citado	por	ONU	(2006)	Oficina	del	Alto	Comisionado	de	las	Naciones	Unidas	para	
los	Derechos	Humanos.	Instrumentos	del	estado	de	derecho	para	sociedades	que	han	salido	de	un	conflicto.	Iniciativas	de	enjuiciamiento.	
http://www.ohchr.org/Documents/Publications/RuleoflawProsecutionssp.pdf
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97Especial para Sierra Leona. La siguiente Resolución muestra los términos 
en que se inscribió dicha medida. 

Resolución 1315 (2000)

Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 4186a sesión, celebrada el 14 
de agosto de 2000

El Consejo de Seguridad,

Profundamente preocupado ante los gravísimos crímenes cometidos en el terri-
torio de Sierra Leona contra la población de Sierra Leona y el personal de 
las Naciones Unidas y el personal asociado, y por la situación de impunidad 
prevaleciente,

Encomiando las gestiones emprendidas por el Gobierno de Sierra Leona y 
por la Comunidad Económica de los Estados del África Occidental (CE-
DEAO) para establecer una paz duradera en Sierra Leona,

Tomando nota de que los Jefes de Estado y de Gobierno de la CEDEAO, en 
la 23a reunión en la cumbre de la organización, celebrada en Abuja los días 
28 y 29 de mayo de 2000, convinieron en llevar a cabo una rápida investiga-
ción regional de la reanudación de las hostilidades,

Tomando nota asimismo de las medidas adoptadas por el Gobierno de Sierra 
Leona para establecer un proceso nacional de búsqueda de la verdad y de 
reconciliación, de conformidad con el artículo XXVI del Acuerdo de Paz de 
Lomé	(S/1999/777),	a	fin	de	contribuir	al	fomento	del	estado	de	derecho,

Recordando que el Representante Especial del Secretario General reservó su 
posición	al	añadir	a	su	firma	del	Acuerdo	de	Lomé	una	declaración	en	el	
sentido de que las Naciones Unidas consideraban que las disposiciones del 
Acuerdo relativas a la amnistía no se aplicarían a los crímenes internaciona-
les de genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra y 
otras violaciones graves del derecho internacional humanitario,

Reafirmando la importancia de cumplir el derecho internacional humanitario, 
y	reafirmando	además	que	las	personas	que	cometen	o	autorizan	violacio-
nes graves del derecho internacional humanitario son responsables de tales 
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violaciones a título personal y deben rendir cuentas al respecto, y que la co-
munidad internacional hará todo lo necesario por llevar a los responsables 
ante la justicia de conformidad con las normas internacionales de la justicia, 
la imparcialidad y el respeto de las garantías legales,

Reconociendo que en las circunstancias particulares de Sierra Leona el esta-
blecimiento de un sistema de justicia y de rendición de cuentas por los 
gravísimos	crímenes	cometidos	en	ese	país	pondría	fin	a	 la	 impunidad	y	
contribuiría al proceso de reconciliación nacional y al restablecimiento y 
mantenimiento de la paz,

Tomando nota a ese respecto de la carta de fecha 12 de junio de 2000 dirigida 
al Secretario General de las Naciones Unidas por el Presidente de Sierra 
Leona,	y	del	marco	sugerido	que	figura	en	su	anexo	(S/2000/786,	anexo),

Consciente asimismo del deseo del Gobierno de Sierra Leona de obtener 
asistencia de las Naciones Unidas para establecer un tribunal fuerte y digno 
de crédito que permita alcanzar los objetivos de hacer justicia y lograr una 
paz duradera,

Tomando nota del Informe del Secretario General de 31 de julio de 2000 
(S/2000/751) y, en particular, tomando nota con reconocimiento de las 
medidas adoptadas ya por el Secretario General en respuesta a la solicitud 
del Gobierno de Sierra Leona de que le presten ayuda para establecer un 
tribunal especial,

Tomando nota además de los efectos negativos que la situación de la seguri-
dad tiene en la administración de justicia en Sierra Leona, y de la imperiosa 
necesidad de cooperación internacional para ayudar a fortalecer el sistema 
judicial de Sierra Leona,

Reconociendo la importante contribución que pueden aportar a esas gestio-
nes	personas	calificadas	de	los	Estados	del	África	occidental,	el	Common-
wealth, otros Estados Miembros de las Naciones Unidas y organizaciones 
internacionales	a	fin	de	acelerar	el	proceso	de	hacer	justicia	y	lograr	la	re-
conciliación en Sierra Leona y en la región,

Reiterando que la situación imperante en Sierra Leona constituye una amena-
za a la paz y la seguridad internacionales,
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991. Pide al Secretario General que negocie un acuerdo con el Gobierno 
de	Sierra	Leona	con	el	fin	de	crear	un	tribunal	especial	independiente	
en	consonancia	con	la	presente	resolución,	y	expresa	su	intención	de	
adoptar	sin	demora	nuevas	medidas	una	vez	que	reciba	y	examine	el	
informe del Secretario General a que se hace referencia en el párrafo 
6 infra;

2. Recomienda que el tribunal especial tenga competencia por razón de 
la materia particularmente respecto de los crímenes de lesa humani-
dad, los crímenes de guerra y otras violaciones graves del derecho in-
ternacional	humanitario,	así	como	respecto	de	los	delitos	tipificados	
en el derecho pertinente de Sierra Leona que hayan sido cometidos 
dentro del territorio de Sierra Leona;

3. Recomienda asimismo que el tribunal especial tenga competencia por 
razón de la persona respecto de aquellas personas a quienes cabe la 
mayor responsabilidad por la comisión de los delitos a que se hace 
referencia en el párrafo 2, incluso, los dirigentes que han puesto en 
peligro el inicio y la aplicación del proceso de paz en Sierra Leona;

4. Hace hincapié en la importancia de que se vele por la imparcialidad, 
independencia y credibilidad del proceso, en particular en lo que res-
pecta	a	la	condición	de	los	jueces	y	los	fiscales;

5. Pide a ese respecto, que el Secretario General, en caso necesario, en-
víe	a	Sierra	Leona	un	equipo	de	expertos	según	sea	necesario	para	
preparar el informe a que se hace referencia en el párrafo 6 infra;

6. Pide al Secretario General que presente un informe al Consejo de Se-
guridad sobre la aplicación de la presente resolución, en particular so-
bre las consultas y negociaciones que haya celebrado con el Gobierno 
de Sierra Leona, en relación con el establecimiento de un tribunal 
especial, incluidas las recomendaciones pertinentes, a más tardar 30 
días a contar de la fecha de la presente resolución;

7. Pide al Secretario General que abarque en su informe las cuestiones 
relativas a la jurisdicción temporal del tribunal especial; un proceso de 
apelación, incluidas la oportunidad, viabilidad y conveniencia de con-
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tar con una sala de apelaciones en el tribunal especial o de compartir 
la sala de apelaciones de los tribunales penales internacionales para 
la	ex	Yugoslavia	y	Rwanda	y	otras	opciones	eficaces;	y	otro	posible	
Estado	anfitrión,	en	caso	de	que	sea	necesario	que	el	tribunal	especial	
funcione fuera de Sierra Leona, sede del tribunal, si las circunstancias 
así	lo	exijan;

8. Pide que el Secretario General incluya recomendaciones sobre los 
aspectos siguientes:

a. Todo acuerdo adicional que pueda requerirse para la prestación de la asis-
tencia internacional que sea necesaria para el establecimiento y el funciona- 
miento del tribunal especial;

b. El	nivel	de	participación,	apoyo	y	asistencia	técnica	de	personas	califica-	das	
de Estados Miembros de las Naciones Unidas, en particular de los Estados 
miembros de la CEDEAO y el Commonwealth, así como de la Misión de 
las Naciones Unidas en Sierra Leona, que sean necesarias para el funciona-
miento	eficiente,	independiente	e	imparcial	del	tribunal	especial;

c. El volumen de contribuciones voluntarias, según proceda, de fondos, equi-
po y servicios para el tribunal especial, incluso mediante las ofertas que 
formulen los Estados, las organizaciones internacionales y las organizacio-
nes	no	gubernamentales	de	aportar	los	funcionarios	expertos	que	sean	ne-
cesarios;

d. La posibilidad de que el tribunal especial reciba, en caso de ser necesario 
y viable, servicios especializados y asesoramiento de los tribunales penales 
internacionales	para	la	ex	Yugoslavia	y	Rwanda;

9. Decide seguir ocupándose activamente de la cuestión.

*

*  *
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101Caso 2: ¿Es posible encontrar un mecanismo que haga un balance 
adecuado entre intereses de paz y justicia sin vulnerar derechos 

humanos?

El caso de la Ley de Justicia y Paz de Colombia

Los hechos:

Tras el proceso de desmovilización con los paramilitares, el Congreso dis-
cutió y aprobó la Ley 975 en la que se estableció un procedimiento penal 
con	beneficios	especiales	para	aquellos	desmovilizados	que	contribuyeran	
con	la	paz	–	a	través	de	la	desmovilización	y	reinserción	–	y	con	los	dere-
chos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.

Esta Ley fue objeto de múltiples demandas de inconstitucional ante la Cor-
te Constitucional. Uno de los cargos con el que los demandantes objetaron 
la Ley era que, a su juicio, el establecimiento de un sistema penal paralelo 
que	permitiera	la	concesión	de	beneficios	consistentes	en	rebajas	generosas	
de la pena era inconstitucional, pues constituía una especie de amnistía o 
indulto contrario a los derechos humanos. 

Sostuvieron los demandantes de la ley que el Estado tenía una obligación 
internacional de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las gra-
ves violaciones de los derechos humanos e infracciones graves al derecho 
internacional humanitario. Alegaron además que dicha obligación se hacía 
aún más imperativa frente a casos de crímenes de guerra y crímenes de lesa 
humanidad, en la medida en que la prohibición de estos hechos es norma 
imperativa de derecho internacional o norma de ius cogens y, por consiguien-
te, dicha prohibición implica la correlativa obligación de los Estados de no 
tomar ningún tipo de medida judicial o administrativa que sustraiga a sus 
perpetradores de la acción de la justicia. Y que tal obligación no se deroga-
ba	por	el	hecho	de	estar	a	la	finalización	de	un	conflicto	armado	ni	podía	
desconocerse con el ánimo de superarlo.

El Problema: 

La	argumentación	de	los	demandantes	exigía	que	la	Corte	determinara,	en	
primer lugar, si la consecución de la paz era un objetivo legítimo que pudie-
ra ponderarse con el derecho de las víctimas, es decir, si un sistema de jus-
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ticia transicional podría ser considerado constitucional o no. Y, en segundo 
lugar, si las medidas consideradas en este caso (incluyendo la reducción de 
penas), eran o no violatorias de los límites de derechos humanos que hoy 
enfrentan las transiciones. 

La decisión:

La Corte, en la sentencia C-370 de 2006, abordó, en primer lugar, la cues-
tión general sobre la constitucionalidad de la justicia transicional:

[…] 4.2.1. A partir de la segunda mitad del siglo XX, el Derecho Interna-
cional ha evolucionado hacia un aumento considerable de los compromi-
sos de los Estados en el respecto y promoción de los derechos humanos, 
como garantía de la Paz. Numerosos pactos y convenios internacionales de 
carácter universal o regional vinculan desde entonces a las naciones en este 
compromiso común. Además, se han fortalecido los mecanismos judiciales 
para hacer efectivas las obligaciones internacionales de los Estados en esta 
materia, se ha evolucionado hacia el reconocimiento y especial protección 
de la dignidad y los derechos humanos aun en tiempos de guerra mediante 
la consolidación del Derecho Internacional Humanitario, y se ha aceptado 
universalmente la responsabilidad penal individual de los autores de graves 
violaciones a los derechos humanos y la obligación de sancionarla. 

4.2.2. Dentro de este panorama de evolución hacia la protección interna-
cional de los derechos humanos, la comunidad de las naciones ha puesto su 
atención sobre aquellos Estados en que se adelantan procesos de transición 
hacia la democracia o de restablecimiento de la paz interna y consolidación 
de los principios del Estado de Derecho. La comunidad internacional ha ad-
mitido la importancia de alcanzar estos objetivos sociales de Paz, pero ha 
hecho énfasis en que estas circunstancias de transición no pueden conducir 
a un relajamiento de las obligaciones internacionales de los Estados en el 
compromiso universal de respeto a la dignidad y a los derechos humanos. En 
este	contexto,	se	ha	entendido	que	la	necesidad	de	celebrar	acuerdos	políticos	
de	 reconciliación	 con	 amplios	 grupos	 sociales	 exige	 cierta	flexibilidad	 a	 la	
hora de aplicar los principios que dominan el ejercicio de la función judicial. 
Se aceptan con ciertas restricciones amnistías, indultos, rebajas de penas o 
mecanismos de administración judicial más rápidos que los ordinarios, que 
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103propicien el pronto abandono de las armas o de los atropellos, como me-
canismos que facilitan la recuperación de la armonía social. La comunidad 
internacional ha reconocido esta realidad, admitiendo una forma especial de 
administración de justicia para estas situaciones de tránsito a la paz, a la que 
ha llamado “justicia transicional” o “justicia de transición”, pero no ha cedido 
en	su	exigencia	de	que	las	violaciones	a	los	derechos	fundamentales	sean	in-
vestigadas, enjuiciadas y reparadas, y los autores de las mismas contribuyan a 
identificar	la	verdad	de	los	delitos	cometidos	y	reciban	algún	tipo	de	sanción.	

4.2.3. En su informe anual correspondiente al año 2004, el Secretario Ge-
neral	de	las	Naciones	Unidas	refiriéndose	a	la	noción	de	“justicia	de	transi-
ción” sostuvo que “abarca toda la variedad de procesos y mecanismos asociados con 
los intentos de una sociedad por resolver los problemas derivados de un pasado de abusos 
a gran escala, a fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia 
y lograr la reconciliación.” Tales mecanismos, agregó, “pueden ser judiciales o extra-
judiciales, y tener distintos niveles de participación internacional (o carecer por completo 
de ella) así como abarcar el enjuiciamiento de personas, el resarcimiento, la búsqueda de 
la verdad, la reforma institucional, la investigación de antecedentes, la remoción del cargo 
o combinaciones de todos ellos.” 

4.2.4.	La	anterior	declaración	pone	de	manifiesto	la	admisión	de	una	nueva	
noción	de	Justicia	en	el	contexto	de	la	comunidad	internacional,	que	atien-
de a la necesidad de alcanzar la efectividad del derecho a la paz en aquellas 
sociedades	en	situación	de	conflicto,	pero	que	a	la	vez	pretende	responder,	
aun en estas circunstancias, al imperativo de enjuiciar y reparar las graves 
violaciones a los derechos humanos y del Derecho Internacional Humani-
tario y lograr el esclarecimiento de la verdad al respecto, nueva noción de 
Justicia que opera dentro del tránsito de un período de violencia a otro de 
consolidación de la paz y de vigencia del Estado de Derecho, o de autorita-
rismo a otro de respeto al pluralismo democrático. 

4.2.5.	Así	pues,	 la	 justicia	transicional	admite	la	existencia	de	una	tensión	
entre el objetivo social de lograr un tránsito efectivo hacia la paz o la demo-
cracia, y los derechos de las víctimas a que las violaciones de derechos sean 
investigadas, enjuiciadas y castigadas por el Estado, y a que se logre una 
efectiva reparación. Para la resolución de esta tensión, el Derecho Interna-
cional, partiendo de la base de que los compromisos de los Estados en el 
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respeto de los Derechos Humanos no se suspenden ni interrumpen por las 
circunstancias	de	transición,	formula	ciertos	lineamientos	a	fin	de	asegurar	
estándares mínimos en materia de justicia, verdad y reparación. A conti-
nuación la Corte (i) hará un breve repaso de los compromisos del Estado 
contenidos en pactos o convenios sobre Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario relativos a su obligación de investigar, enjuiciar 
y sancionar los atentados contra los Derechos Humanos, (ii) analizará los 
pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que 
contienen la interpretación autorizada de las obligaciones internacionales 
del Estado en materia de verdad, justicia y reparación por tal categoría de 
atropellos, y (iii) estudiará los lineamientos sentados por otros organismos 
internacionales en la misma materia. […]

Y respecto de si la rebaja de pena podía considerarse como una amnistía la 
Corte sostuvo:

[…]	La	amnistía	extingue	la	acción	penal,	mientras	que	el	indulto	es	una	ins-
titución que redime la pena correspondiente al delito. Mediante aquella el 
Estado olvida el delito; cuando concede el indulto no lo ignora, sino que 
exime	de	la	pena	que	es	su	consecuencia	jurídica.	Como	la	amnistía	se	refiere	
al ejercicio mismo de la acción penal su aplicación corresponde a los jue-
ces. Al ejecutivo le corresponde conceder el indulto, pues si ya se ha dictado 
sentencia e impuesto la condena respectiva, la Rama Judicial ya ha agotado 
su competencia funcional, y agotada la jurisdicción es al ejecutivo a quien le 
compete hacer efectivas las sentencias condenatorias. Por ello, el artículo 201 
de	la	Constitución	le	confiere	al	Gobierno,	en	relación	con	la	Rama	Judicial,	la	
facultad de conceder indultos por delitos políticos con arreglo a la ley, y con el 
deber de informar al Congreso sobre el ejercicio de esa facultad.

La amnistía por su propia naturaleza impide proseguir el proceso que ya hu-
biere sido iniciado y que no hubiere culminado con sentencia. El indulto no 
exime	del	proceso	penal,	y	en	caso	de	existir	sentencia	condenatoria	esta	no	
podrá ejecutarse. Con todo, si al momento de concederse la ley de amnistía 
esta resulta aplicable a personas contra quienes ya hubiere sentencia conde-
natoria,	se	excepciona	la	cosa	juzgada	y	desde	entonces	cesa	la	ejecución	de	
la pena para lo cual habrá de comunicarse al juez que dictó la sentencia en 
primera instancia, institución que la doctrina conoce como amnistía impropia.
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1053.3.3. Aplicadas las nociones precedentes al análisis de la Ley 975 de 2005, 
se	observa	por	la	Corte	que	en	ella	no	se	dispone	la	extinción	de	la	acción	
penal en relación con los delitos que puedan ser imputados a miembros de 
grupos armados que decidan acogerse a aquella, razón por la cual resulta 
claro que el Estado no decidió mediante esta ley olvidarse de las acciones 
delictuosas,	por	lo	que	en	rigor	jurídico-constitucional	la	afirmación	según	
la cual dicha ley concede una amnistía, no es de recibo. 

Por lo que hace a la supuesta concesión de un indulto, tampoco se encuen-
tra que alguna de las normas contenidas en la ley acusada disponga que 
la pena con la cual culmine un proceso iniciado contra los miembros de 
grupos armados ilegales que decidan acogerse a esa ley una vez impuesta 
por sentencia judicial, deje de ejecutarse. Es decir, no contiene la Ley 975 
de	2005	una	disposición	que	exonere	al	delincuente	del	cumplimiento	de	
la sanción penal. Si bien es verdad que se le hace objeto de un tratamiento 
jurídico	penal	menos	 riguroso	que	el	 existente	 en	el	Código	Penal	 -si	 se	
cumplen por el infractor unos requisitos determinados en relación con las 
víctimas y por la colaboración con la administración de justicia-, lo cierto 
es que, aun así, no desaparece la pena. Esta se impone, pero el procesado 
puede	–con	estricta	sujeción	a	los	requisitos	y	condiciones	que	el	legislador	
señaló–	hacerse	acreedor	a	un	beneficio	que	podría	reducirle	la	privación	
de	la	libertad	por	un	tiempo,	sin	que	esta	desaparezca,	beneficio	que	será	
objeto de análisis detenido posteriormente en esta misma providencia.

No	se	dan	pues	en	el	presente	caso	 los	presupuestos	que	definen	 la	am-
nistía	ni	el	indulto,	y	por	tanto	mal	podía	exigirse	al	Legislador	que	para	la	
expedición	de	la	ley	acusada	diera	un	trámite	reservado	a	ese	tipo	de	figuras	
jurídicas. 

Tampoco establece la ley acusada una amnistía o indulto velado, habida 
cuenta de que el concepto de alternatividad penal (art. 3º), así como las 
características de este instituto, parten de la base de que el juez impondrá, 
en la sentencia, la condena ordinaria que correspondería a los delitos de-
mostrados. […]

*

*  *
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Caso 3: ¿Cómo establecer una regulación a los derechos de las 
víctimas que respete sus derechos, pero que sean efectivos para 

enfrentar la masividad de las violaciones?

Los hechos:

El artículo 76 de la Ley 1448 de 2011, conocida como la Ley de Víctimas y 
Restitución de Tierras, regula el tema del registro de tierras presuntamente 
despojadas y abandonadas forzosamente, y consagra en su inciso 5, que la 
inscripción de un predio en el registro de tierras despojadas “será requisito 
de procedibilidad para iniciar la acción de restitución”. Es decir, no es posi-
ble acudir ante los jueces de restitución sin antes haber realizado el trámite 
ante la Unidad Administrativa de Gestión para la Restitución de Tierras (la 
Unidad de Restitución de Tierras). 

Esta norma fue demandada por algunos ciudadanos que consideraron que 
la inscripción de predios en el registro de tierras despojadas como requisito 
de procedibilidad para iniciar la acción de restitución era un obstáculo para 
el acceso a la justicia de las víctimas y, en especial, a la reparación a la cual 
tienen	 derecho,	 pues	 consideraban	 que	 la	 existencia	 del	 derecho	 se	 des-
prendía de hechos y no de declaraciones administrativas. Los demandantes 
argumentaron que la jurisprudencia de la Corte Constitucional referente 
al Registro Único de Población Desplazada (RUPD), desde hacía mucho 
tiempo había ya establecido que la condición de desplazado se adquiere 
con base en los hechos que constituyen el desplazamiento, más no en la 
inclusión en el RUPD.

El Problema:

La Corte estaba entre dos valores importantes para la garantía de los dere-
chos de las víctimas en procesos de transición. Por un lado, debía establecer 
si el mecanismo que proponía la Ley permitía un acceso real, sencillo y 
rápido de las víctimas a la justicia para hacer valer sus derechos. Por otro 
lado, tenía que tener en cuenta que para poder garantizar acceso efectivo a 
miles o millones de víctimas es necesario construir mecanismos que garan-
ticen	una	cierta	eficiencia	administrativa	y	racionalidad	de	la	administración	
pública para ello. Es decir, la Corte debía establecer si el Registro de Tierras 
Despojadas	cumplía	con	los	dos	requisitos:	establecer	un	mecanismo	efi-
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107ciente que tenga la posibilidad de atender de manera adecuada, organizada 
y a tiempo a las víctimas del despojo, pero que al mismo tiempo no vulnere 
el derecho de las víctimas a acceder a la justicia. 

La solución:

La Corte, en la sentencia C-715 de 2012, encontró que el mecanismo de-
mandado sí cumplía con los dos requisitos mencionados. Aquí están los 
apartes relevantes de su razonamiento: 

[…]	“(iii)	Para	la	Corte	la	expresión	demandada	contenida	en	el	inciso	5	del	
artículo 76 de la Ley 1448 de 2011 es constitucional por cuanto consagra 
como condición la inscripción de un predio en el Registro de Tierras como 
requisito de procedibilidad para iniciar la acción de restitución, lo cual en 
criterio de esta Sala, no atenta contra el acceso a la justicia, y supera el test 
de	razonabilidad	que	ha	fijado	la	Corte	en	este	tipo	de	casos,	siendo	una	
medida	con	una	finalidad	constitucional,	adecuada,	idónea,	necesaria	y	pro-
porcional	en	sentido	estricto,	para	alcanzar	los	fines	de	restitución	que	se	
propone la norma, por las siguientes razones:

(a)	El	derecho	al	acceso	a	 la	 justicia	–art.229	CP-	y	el	derecho	al	debido	
proceso	–art.29-	son	reconocidos	en	la	Constitución	Política,	por	los	trata-
dos internacionales suscritos por Colombia, hace parte del bloque de cons-
titucionalidad, y su naturaleza y alcance normativo han sido ampliamente 
desarrollados por la jurisprudencia de esta Corporación. En este sentido, la 
jurisprudencia constitucional ha sostenido que el acceso a la justicia debe 
ser efectivo, no meramente nominal, ha planteado la prevalencia del dere-
cho sustancial sobre las formalidades procesales, las cuales tienen como 
finalidad	garantizar	la	efectividad	de	los	derechos	y	propender	por	la	opti-
mización de los medios de defensa de los ciudadanos.

De conformidad con estas normas y desarrollos jurisprudenciales relativos 
al acceso a la justicia y al debido proceso, la Sala considera que el requisito 
de procedibilidad consagrado por el inciso 5 del artículo 76 de la Ley 1448 
de 2011 no afecta el derecho a la justicia de las víctimas de despojo, usurpa-
ción	o	abandono	forzado	de	tierras	originado	en	el	conflicto	armado,	y	no	
constituye un obstáculo en relación con la efectividad y acceso al derecho 
a	la	restitución	de	tierras,	como	lo	afirman	los	demandantes,	sino	que	por	
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el contrario, constituye un requisito razonable, proporcionado, necesario 
y, que más que obstaculizar, lo que hace es propender por la racionaliza-
ción, efectividad y garantía de los derechos fundamentales de las víctimas 
a la reparación y restitución como mecanismos preferente y principal de la 
misma.

(b) En este mismo sentido, considera la Corte que la inscripción en el re-
gistro de tierras despojadas, no viola el acceso a la justicia y el debido pro-
ceso, por cuanto dicha inscripción que se encuentra  a cargo de la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas 
(UAEGRTD), no queda al arbitrio y discrecionalidad de esa Unidad, tal y 
como alegan los demandantes. Así, la UAEGRTD no puede obrar en nin-
gún momento de manera discrecional ni arbitraria, lo cual es un supuesto de 
los demandantes, ya que tiene que respetar la Constitución y la ley, así como 
el	procedimiento,	los	criterios	y	términos	fijados	para	dicha	inscripción.	Y	
en todo caso, a las víctimas les asiste el pleno derecho de realizar el segui-
miento y controvertir las actuaciones surtidas por la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y Abandonadas.

De esta manera, la inscripción en el Registro de Tierras no es un acto dis-
crecional, pues si la Unidad decide no inscribir el inmueble, esa es una me-
dida que debe tener un sustento, y, en todo caso, el rechazo de la inscripción 
es un acto administrativo que puede controvertirse. Además, la decisión de 
la Unidad no es constitutiva de un derecho, es tan solo un requisito de ca-
rácter procedimental para hacer uso de la vía judicial especial de transición.

Así las cosas, ante la negativa de la Unidad Administrativa de incluir en el 
registro a determinado predio, la víctima cuenta con mecanismos de defen-
sa para controvertir o impugnar dicha decisión y poder acceder al procedi-
miento establecido por la Ley para la restitución de sus derechos, de manera 
que este registro como requisito de procedibilidad, no constituye tampoco 
por ese motivo, un obstáculo de acceso a la justicia de las víctimas, tal y 
como	lo	afirman	los	demandantes.

(c) De otra parte, no evidencia esta Sala que esta disposición desconozca 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional, como argumenta el libelo, la 
cual ha señalado que la inscripción en este tipo de bases de datos, no puede 
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109constituirse en el elemento determinante para  el reconocimiento de de-
rechos fundamentales. Antes bien, esta Corporación reitera en esta nueva 
oportunidad, que el derecho a la restitución surge por el hecho constitu-
tivo de la condición de víctima derivada del daño ocasionado por graves 
delitos de violaciones de Derechos Humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario,	en	el	contexto	del	conflicto	interno	colombiano,	y	por	tanto	
como consecuencia de una situación fáctica relativa a la vulneración de los 
derechos fundamentales de las víctimas, de manera que las inscripciones en 
las bases de datos de censos de personas o de tierras, constituyen tan solo 
declaraciones	o	requisitos	de	forma	o	de	procedimiento,	con	el	fin	de	que	
las	víctimas	puedan	acceder	a	los	beneficios	que	consagra	la	ley,	en	este	caso	
la Ley 1448 de 2011 en materia de iniciación del trámite y procedimiento 
previsto por esa normativa para la restitución de tierras despojadas, usurpa-
das o abandonadas forzadamente.

Al respecto, esta Corporación reitera su jurisprudencia en cuanto a la dife-
renciación entre la condición de víctima	y	los	requisitos	formales	y	exigencias	
de	trámite	para	el	acceso	a	los	beneficios	previstos	por	las	leyes	dirigidas	a	
consagrar,	reconocer	y	otorgar	beneficios	de	protección	para	el	goce	efecti-
vo de sus derechos.  Sobre este tema, esta Corporación ha sostenido que la 
condición de víctima es un hecho fáctico, que no depende de declaración o 
de reconocimiento administrativo alguno. En este sentido, ha consolidado 
una	concepción	material	de	la	condición	de	víctima	del	conflicto	armado,	
entre ellos especialmente del desplazado forzado por la violencia interna, 
de tal manera que ha precisado que “siempre que frente a una persona determina-
da, concurran las circunstancias [facticas] descritas, esta tiene derecho a recibir especial 
protección por parte del Estado, y a ser beneficiaria de las políticas públicas diseñadas 
para atender el problema humanitario que representa el desplazamiento de personas por 
causa del conflicto armado.

Ahora bien, otra cosa diferente es que para la atención y reparación de las 
víctimas de la violencia, el Estado haya considerado relevante implemen-
tar una serie de medidas o de requisitos formales de accesibilidad a los 
beneficios	plasmados	por	 las	diferentes	normatividades	que	protegen	 los	
derechos de las víctimas, a través de la creación por ejemplo de un Registro 
Único	de	Población	Desplazada,	cuya	finalidad	es	llevar	a	cabo	un	censo	y	
consolidar	una	base	de	datos	para	lograr	dar	un	manejo	más	eficaz	y	ade-
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cuado al sistema de atención integral a víctimas de desplazamiento forzado. 
Sin	embargo,	la	Corte	ha	advertido	clara	y	expresamente	que	a	pesar	de	la	
importancia de ese tipo de bases de datos y de registros, éstos no pueden 
convertirse en un obstáculo insalvable para la atención y reparación de las 
víctimas	del	conflicto,	pues	tal	condición	y	la	inscripción	en	dichas	bases	de	
datos y registros son asuntos de naturaleza diferente.

De esta manera, mientras que el acto constitutivo de la condición de víctima, 
encuentra su fundamento en hechos y circunstancias fácticas, las inscripcio-
nes y registros son actos declarativos	que	se	exigen	como	requisitos	formales	
para facilitar, más nunca para obstaculizar, el acceso de las víctimas a los 
beneficios	contemplados	por	la	ley	para	el	goce	efectivo	de	sus	derechos	a	la	
atención y a la reparación Igualmente, ha señalado la jurisprudencia de esta 
Corte que, ni las leyes, ni la administración, pueden imponer condiciones 
de imposible cumplimiento para las víctimas, teniendo en cuenta su especial 
condición	de	vulnerabilidad	y	debilidad	manifiesta,	ni	tampoco	exigir	requi-
sitos de trámite o de procedibilidad que puedan derivar en una revictimi-
zación de las personas que han sido conculcadas, vulneradas o despojadas 
de sus derechos a causa de los graves delitos cometidos con ocasión del 
conflicto	interno.	Sin	embargo,	esta	Corporación	ha	reconocido	así	mismo,	
la	necesidad	de	que	la	ley	fije	unos	requisitos	formales	mínimos	para	hacer	
operativa las mismas leyes que buscan garantizar el acceso efectivo de las 
víctimas	a	los	beneficios	y	derechos	consagrados	en	estas	normativas.

En este orden de ideas, la Corte insiste en su jurisprudencia en relación con 
la distinción entre hecho constitutivo y hecho declarativo de la condición de víc-
tima, el cual ha sido aplicado en el caso de las víctimas de desplazamiento 
forzado.	Así,	como	se	explicó,	la	jurisprudencia	de	esta	Corte	ha	afirmado	
que la condición de víctima de desplazamiento se genera en un hecho cons-
titutivo de tal condición, o una situación fáctica de violencia, coacción y 
desplazamiento forzado, y que por tanto, no es necesario un reconocimien-
to administrativo de la condición de víctima para ostentar tal calidad. En 
este sentido, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la condición 
de desplazado proviene de una situación fáctica de desprotección por lo 
que no es necesario “un título plasmado en una declaración administrativa para 
reclamar la protección especial o reforzada que el Estado debe otorgar.
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111Por tanto, en punto a este tema, la Corte reitera en esta nueva oportunidad, 
que los registros de las víctimas son una herramienta técnica que permite 
identificar	parte	de	esta	población	y	determinar	algunas	de	sus	característi-
cas, con el propósito de brindar herramientas para su atención y reparación. 
En este sentido, el registro no puede entenderse como el acto constitutivo 
de la condición de víctima, sino un acto declarativo de carácter administrati-
vo	que	permite	el	acceso	de	las	víctimas	a	los	beneficios	de	la	ley,	no	siendo	
por tanto un instrumento por medio del cual se constituya una calidad, 
como la de víctima, sino por medio del cual se declara administrativamente 
tal	calidad,	como	requisito	formal	para	el	acceso	efectivo,	organizado	y	efi-
caz	de	las	víctimas	a	los	beneficios	que	plantea	el	derecho	fundamental	a	la	
reparación integral.

(d) Teniendo en cuenta lo anterior, no encuentra la Corte que la inscripción 
de	tierras	exigida	como	requisito	de	procedibilidad	por	el	inciso	5	del	artícu-
lo 76 genere un obstáculo de acceso a la restitución que termine vulnerando 
el derecho de las víctimas a acceder a la justicia o el debido proceso, ya que 
considera	que	la	exigencia	de	este	registro	no	constituye	un	requisito	irra-
zonable o desproporcionado, no tiene un manejo discrecional o arbitrario 
por	parte	de	la	administración,	no	es	una	exigencia	de	imposible	cumpli-
miento por parte de las víctimas, y es un trámite que no tiene la gravosidad 
de provocar una revictimización de los despojados, usurpados o de quienes 
abandonaron forzadamente sus tierras; sino que por el contrario, con ello 
se	pretende	racionalizar	la	actividad	de	la	administración	pública	con	el	fin	
de	lograr	una	efectiva	y	eficaz	restitución	de	tierras	como	componente	pre-
ferente de la reparación integral.

De esta manera, no evidencia la Sala que este requisito haga nugatorio los 
derechos de las víctimas, ya que por el contrario, se encuentra estatuido 
como requisito mínimo para la iniciación del trámite de restitución de tie-
rras,	con	el	fin	de	hacer	operativa,	organizada	y	eficaz	la	puesta	en	marcha	
de los mecanismos y estrategias de restitución que prevé la misma ley y con 
ello	garantizar	el	acceso	efectivo	de	las	víctimas	a	este	beneficio	preferente	
de la reparación integral, tal y como lo prevé la Ley 1448 de 2011.

(e) En consonancia con lo anterior, la Sala constata igualmente que el requi-
sito de inscripción de un predio en el Registro de Tierras como requisito de 
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procedibilidad para iniciar la acción de restitución, supera ampliamente el 
test	de	razonabilidad	que	ha	fijado	la	Corte	Constitucional	en	este	tipo	de	
casos,	pues	es	una	medida	que	cumple	con	(1)	una	finalidad	constitucional,	
(2) es adecuada, idónea y necesaria, y (3) proporcional en sentido estricto.

(1)	La	medida	cumple	con	un	fin	constitucional	el	cual	es	la	protección	y	
garantía efectiva del derecho fundamental a la restitución de tierras a las víc-
timas despojadas, usurpadas u obligadas a abandonarlas, en cumplimiento 
de un deber del Estado, de manera que propende por lograr una restitución 
que atienda a los criterios de masividad, organización, planeación, igualdad 
y		eficacia,	entre	otros.		

(2) De otra parte, la medida se evidencia como adecuada, idónea y nece-
saria, ya que constituye el medio para alcanzar la relación, sistematización, 
organización de la información sobre los inmuebles despojados, usurpados 
o abandonados en el Registro de Tierras que maneja la Unidad de Restitu-
ción,	lo	cual	no	solo	sirve	como	instrumento	de	información	eficaz	y	ne-
cesario	en	el	proceso	de	investigación	y	definición	judicial	de	la	restitución	
de tierras, sino también para la coordinación y organización de los retornos 
a los predios restituidos. Por tanto, esta medida propende por la racionali-
zación, planeación, aclaración jurídica de los predios y las partes afectadas, 
todo	 lo	cual	 es	un	medio	adecuado,	 idóneo	y	necesario	para	el	 éxito	del	
proceso de restitución de tierras.

Para la Corte es por tanto claro que Legislador determinó la necesidad de 
un registro de tierras como requisito de procedibilidad, como una manera 
en que la justicia transicional podría de manera ordenada, gradual y progre-
siva restituir los predios despojados y abandonados a través de los jueces 
especializados.

(3) Finalmente, la medida no afecta de manera grave otros derechos funda-
mentales	de	las	víctimas,	ya	que	como	se	expuso,	no	vulnera	ni	el	acceso	a	
la administración de justicia, ni el debido proceso, ni la garantía de la restitu-
ción como parte de la reparación integral, sino que antes bien se encuentra 
encaminada a garantizarlas.

(f) En punto a este tema, la Corte coincide con las intervenciones de Dejus-
ticia	y	de	la	Universidad	del	Rosario,	en	cuanto	exponen	claramente	que	la	
medida de inscripción en el Registro de Tierras supera claramente el test de 
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demandantes se dirigen en contra de la aplicación de esta medida, en cuan-
to temen que algún funcionario pueda arbitrariamente impedir el registro 
de una reclamación legitima, pero que esto no constituye un problema de 
constitucionalidad de la Ley, sino de aplicación de la misma.

Así mismo, la Sala coincide con las intervenciones de la Secretaría de la Pre-
sidencia de la República, del Ministerio de Justicia y del Derecho, el Depar-
tamento	Prosperidad	Social,	en	cuanto	consideran	que	(i)	el	registro	exigido	
por la ley es un elemento que garantiza la ejecución de la Ley misma en el 
aspecto de la restitución y en su dimensión de transitoriedad, y que garanti-
za la organización de manera pronta de una inscripción de las tierras despo-
jadas para tener un registro que dé certeza sobre los predios susceptibles de 
ser	restituidos;	(ii)	que	el	registro	no	constituye	una	exigencia	excesiva	que	
obstaculice la restitución, sino que por el contrario se erige como una ga-
rantía de seguridad jurídica con la que se respeta el debido proceso de todas 
las partes que intervienen en el proceso de restitución, y dota al Estado de 
las herramientas para garantizar el derecho a la restitución, de manera que 
más que un obstáculo representa una garantía para la restitución de tierras 
a las víctimas; (iv) el registro del bien despojado ayuda a determinar con 
precisión los predios objeto de despojo, lo cual no constriñe el acceso a la 
justicia, sino que por el contrario, otorga la posibilidad a las víctimas de ser 
restituidos	en	sus	bienes	por	la	administrativa	y	judicial	en	el	contexto	de	
la justicia transicional que plantea la Ley 1448 de 2011; y (v) que adicional-
mente, quienes deseen solicitar la restitución directamente a los victimarios 
lo pueden hacer mediante proceso judicial, por lo que no se quebranta de 
ninguna manera el derecho al acceso a la justicia.  

De otra parte, la Corte comparte el concepto vertido por el Señor Procura-
dor General de la Nación en cuanto recalca que esta medida constituye un 
requisito mínimo de procedibilidad para poder ejercer la acción de restitu-
ción, y que las víctimas deben cumplir con unas cargas procesales mínimas, 
a efecto de hacer valer sus propios derechos, dado que encuentra que  esta 
exigencia	es	proporcional	y	razonable”. […]

*

*  *
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Caso 4: ¿Cuáles características especiales tiene un proceso judicial 
transicional frente a un proceso judicial ordinario?

Los hechos:

La	Ley	975	de	2005	creó	un	procedimiento	de	carácter	penal,	excepcional	
y de justicia transicional, por medio del cual se juzga la responsabilidad de 
miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que volun-
tariamente se hayan incorporado al proceso, y que reconozcan su conoci-
miento y participación en hechos punibles que hayan realizado durante o 
con ocasión de su pertenencia al grupo armado.

Este procedimiento, primero de su clase en Colombia, tiene una serie de 
etapas y características similares al penal ordinario, pero otras que se di-
ferencian de éste. Esta relación de similitud y diferencia ha dado lugar a 
diversas interpretaciones y, en algunos casos, a controversia sobre cuál es la 
real naturaleza del proceso penal de la Ley 975. 

El Problema:

Algunas personas sostienen que el proceso penal de la Ley 975 es de carác-
ter transicional y, por tanto, debe aplicarse bajo una interpretación distinta 
al	proceso	ordinario.	Esto	incluye	ver	los	objetivos	finales	de	la	ley	y	ajustar	
la interpretación de las etapas procesales a esos objetivos generales para que 
el proceso cumpla con su función transicional. Otros, han argumentado 
que dicha interpretación teleológica y transicionalista está fuera de lugar, 
pues la regulación de un proceso penal debe ser muy estricta ya que están en 
juego derechos de personas que se enfrentan al poder punitivo del Estado. 
Es	decir,	quienes	defienden	esta	posición	aducen	que	el	proceso	penal	de	
la Ley 975 debe interpretarse bajo los mismos supuestos del proceso penal 
ordinario.

La solución:

La Corte Suprema de Justicia ha tenido la oportunidad de referirse a esta 
materia en los recursos de casación de Justicia y Paz. En sus pronuncia-
mientos, la Corte ha señalado que si bien la Ley 975 de 2005 regula un pro-
ceso penal, se trata de un proceso especial de justicia transicional y no de un 
proceso penal ordinario. En este sentido, aunque por su naturaleza penal, 
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procesales penales ordinarias previstas en la Ley 600 de 2000 y la Ley 906 de 
2004, no debe perderse de vista que estos se enmarcan dentro de la justicia 
transicional y es por tanto a la luz de la naturaleza especial de este tipo de 
justicia que deben ser interpretadas las disposiciones de la Ley 975. 

La consecuencia más importante que se deriva del carácter especial de es-
tos procesos para los derechos de las víctimas, es que estos adquieren una 
centralidad	definitiva	y	una	garantía	reforzada.	Así	lo	ha	entendido	la	Corte	
Suprema de Justicia que al respecto ha indicado:

[…] “Ciertamente, [la ley 975 de 2005] se trata de un cuerpo normativo sui 
generis,	encauzado	hacia	la	obtención	de	la	paz	nacional,	para	lo	cual	sacrifi-
ca caros principios reconocidos por el Derecho Penal de corte democrático, 
como los de proporcionalidad e igualdad, porque, en resumidas cuentas, se 
termina	por	otorgar	a	quienes	a	ella	se	acojan	una	pena	alternativa	signifi-
cativamente inferior a la contemplada para las demás conductas delictivas 
cometidas por personas no pertenecientes a un grupo armado al margen de 
la ley, aunque, como contrapartida, se hace especial énfasis en los derechos 
de las víctimas a acceder a la verdad de lo sucedido, a que se haga justicia 
y a que se les brinde reparación efectiva, propendiendo además porque se 
les aseguren las garantías de preservación de la memoria colectiva de los 
hechos que los condujeron a esa condición y de no repetición, como de ma-
nera prolija lo ilustra la Corte Constitucional a través de la sentencia C-370 
de 2006 (Corte Suprema de Justicia, 2007: rad. 28250)”. […]

De un modo más contundente aún, la Corte Suprema de Justicia, al indi-
car las diferencias entre los procesos penales ordinarios y los procesos de 
justicia y paz, destacó el papel protagónico que deben tener las víctimas en 
estos últimos, advirtiendo de este modo una notable diferencia entre estos 
dos escenarios procesales:

“[…] el protagonista en uno y otro escenario procesal es también diferen-
te: mientras que la modernidad construyó el proceso penal para rodear de 
garantías y derechos al procesado, la legislación de Justicia y Paz colocó 
como eje central de su accionar a la víctima, para quien hay que reconstruir 
la verdad de todo lo acontecido, de lo que hasta ahora solo ha percibido el 
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dolor	de	la	muerte,	el	desplazamiento,	la	violencia	sexual	y	la	desesperanza	
producida por la soledad en la que la abandonó el Estado; en cuya reivin-
dicación hay que aplicar justicia como aporte a su duelo; y para quien hay 
que garantizar la reparación con todos sus componentes (Corte Suprema de 
Justicia, 2009: rad. 30955)”. […] 
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Preguntas de reflexión 
1. Habiendo hecho un rápido repaso de los objetivos de la justicia tran-

sicional y de los mecanismos actuales de justicia transicional en Co-
lombia, ¿Cree usted que sería conveniente para el país que se instalara 
una Comisión de la Verdad? ¿Cuál podría ser el valor agregado de 
una comisión de la verdad en Colombia, teniendo en cuenta los me-
canismos actuales de transición, como los juicios de justicia y paz, los 
acuerdos de contribución histórica de los desmovilizados, el trabajo 
del Centro Nacional de Memoria Histórica establecido por la Ley de 
Víctimas, entre otros? 

2. ¿Cuál podría ser el rol de organismos internacionales y de la comunidad 
internacional en general en un caso como el colombiano, en donde el 
Estado ha desplegado una serie de mecanismos para hacer frente al 
legado de violaciones de derechos humanos, en donde estos mecanis-
mos tienen potencialidades y limitaciones? 

3. ¿Más allá de las víctimas y sus organizaciones, cuál debería ser el rol 
de	 la	sociedad	en	el	proceso	de	 transición	colombiano?	Reflexione	
sobre los estamentos sociales que deberían tener un rol protagónico 
en el proceso de transición y sobre en cuáles de las tareas de la justicia 
transicional deberían estar involucrados y de qué manera. 

4. A	la	luz	de	los	principios	estudiados,	recuerde	las	experiencias	de	jus-
ticia	transicional	a	nivel	comparado	que	conoce	y	reflexione	si	estas	
experiencias	tienen	similitudes	al	caso	colombiano	y/o	si	estas	expe-
riencias podrían aportar ideas para el modelo colombiano.

Ejercicios de autoevaluación 
Ejercicio 1: Justicia transicional y desplazamiento

Analice	el	siguiente	texto	y	desarrolle	las	actividades	propuestas.	
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Consecuencias dramáticas: el despojo y el desplazamiento64

El	conflicto	rural	tiene	dos	consecuencias	nefastas	para	el	desarrollo	huma-
no: el despojo y el desplazamiento forzado.

1. El Despojo y abandono de tierras

El despojo de tierras se hizo visible como un problema nacional por los 
reclamos de las víctimas y la atención prestada por la Corte Constitucional, 
antes que por la juiciosa atención de las entidades estatales o por la preocu-
pación de la sociedad colombiana.

Con el despojo no solo se pierde la tierra como bien material, también la 
pertenencia a un lugar y los lazos sociales; se erosionan las redes sociales, se 
deterioran los medios de subsistencia e ingresos de las familias, se fragmen-
ta	la	unidad	familiar,	se	acaban	proyectos	de	vida,	se	configura	un	destierro,	
se genera un desplazamiento forzado y las víctimas bajan en la escala social 
y	en	calidad	de	vida.	El	despojo	significa	el	desconocimiento	de	derechos	
de propiedad, así como del uso y disfrute de un bien. 

El país no dispone de una estadística sistemática sobre el despojo y abando-
no de tierras. Hasta ahora la encuesta que más se acerca a estos criterios es 
la de la Comisión de Seguimiento a la Política Pública sobre Desplazamien-
to Forzoso (sic), que ha realizado tres.

La	III	Encuesta	Nacional	de	Verificación	de	los	Derechos	de	la	Población	
Desplazada (ENV) concluye que

El 83% de la población desplazada inscrita en el registro único de población despla-
zada (RUPD) perdió algún bien (sin contar los muebles del hogar): el 72% animales, 
el 50% maquinaria y equipo, el 42% tierras, el 32% cultivos, el 24% infraestructura 
productiva y el 19% bienes raíces no rurales (III ENV, 2010:3). 

Pérdidas muy parecidas tuvo la población no inscrita en el RUPD. Según 
dicha encuesta, las hectáreas despojadas y forzadas a dejar en abandono por 
causa del desplazamiento entre 1980-2010 ascendieron a cerca de 6,6 millo-
nes (sin contar los territorios de comunidades étnicas), cifra que equivale al 
12,9%	de	la	superficie	agropecuaria	del	país.

64 Extracto tomado del Resumen Ejecutivo del Informe Nacional de Desarrollo Humano 2011, titulado “Colombia rural: razones para le 
esperanza”. PNUD. 2011. Págs. 72 y 73. 
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das según los cálculos del PPTP (Acción Social, 2010a). Este estima en 
6.556.978 las hectáreas abandonadas y despojadas en 270.680 predios. El 
despojo se centró en el micro-fundio y la pequeña propiedad hasta 20 hec-
táreas (el 73% de los predios), y en las medianas entre 20 y 500 hectáreas 
(26,6% de los predios). Es evidente que las principales víctimas fueron los 
campesinos. Además, los departamentos de mayor despojo han sido en su 
orden Antioquia, Putumayo, Caquetá, Bolívar, Nariño, Meta, Tolima, Cau-
ca, Córdoba, Cesar, Sucre y Chocó, los que cubren el 74,4% del área aban-
donada y el 77,9% de los predios”. 

Preguntas y ejercicios

1. ¿Hasta dónde la administración de justicia tiene capacidad para resol-
ver	los	conflictos	y	afectaciones	derivadas	de	esta	situación?	

2. ¿Cuáles otras instancias estatales, sociales y comunitarias deberían o 
podrían intervenir para enfrentar parcialmente las consecuencias de 
estos hechos?

3. ¿Cuáles podrían ser los “procesos y mecanismos” (como sugiere el 
Secretario General de la ONU) que podrían implementarse en una 
sociedad que busca revertir el despojo masivo? 

Ejercicio 2: Los desafíos de la implementación de la justicia transi-
cional 

Lea la siguiente situación hipotética y responda las preguntas y ejercicios.

Contexto: 

Un	país	que	ha	sufrido	por	varias	décadas	un	cruento	conflicto	armado	que	
ha afectado desproporcionadamente a comunidades campesinas pobres, las 
cuales se han visto masivamente obligadas a desplazarse. La población des-
plazada vive en condiciones de pobreza o miseria, entre otras necesidades 
y derechos que no les son satisfechos. Encuestas recientes a esta población 
han indicado que la población desplazada considera que el retorno a sus 
lugares de origen proporcionaría una situación de vida más digna a la que 
actualmente enfrentan. 
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Durante los últimos años el control territorial y militar del estado ha dismi-
nuido	la	incidencia	del	conflicto	armado	en	la	población,	aun	cuando	no	la	
ha eliminado. En distintas zonas del país todavía se presentan victimizacio-
nes	asociadas	al	conflicto,	entre	ellas,	el	desplazamiento.	

Escenario político: 

La	coalición	de	gobierno	considera	que	existe	una	ventana	política	impor-
tante para la implementación de ciertas medidas de satisfacción de derechos 
de	las	víctimas	del	conflicto.	Particularmente,	se	ha	considerado	implemen-
tar una política de retornos asistidos, la indemnización por vía administra-
tiva de las comunidades y otras medidas de satisfacción y rehabilitación. A 
pesar	de	la	voluntad	política,	existen	algunas	dificultades	prácticas	para	la	
implementación de estas medidas, limitaciones que se devienen del hecho 
de	que	el	conflicto	armado	siga	vigente.	

Para tomar una decisión informada, los gobernantes han establecido una 
comisión consejera, la cual se ha divido en dos posiciones principales:

Posición 1: 

Los consejeros que soportan esta posición opinan que los mecanismos que 
sugiere el gobierno son mecanismos de justicia transicional propios de una 
etapa	del	pos	conflicto	y,	por	tanto,	es	inconveniente	su	aplicación	en	las	
circunstancias actuales del país. Sostienen que para hacer un ejercicio serio 
de reparaciones es necesario saber el número y la identidad de las víctimas 
lo cual solamente puede hacerse después de hacer un ejercicio masivo de 
verdad.	Sin	embargo,	en	contextos	de	conflicto	armado	latente,	dicho	ejer-
cicio es imposible de adelantar. Además sostienen que la implementación 
de mecanismos de transición sería equívoca pues daría a entender que el 
conflicto	ha	terminado,	lo	cual	no	se	ha	dado	en	el	país.	También	exponen	
que	es	muy	pronto	para	estos	mecanismos,	pues	como	el	conflicto	conti-
núa en el futuro se presentarán probablemente más víctimas, por lo cual es 
sensato	esperar	a	que	el	universo	de	víctimas	esté	definido	para	saber	qué	
medidas de reparación en concreto puede brindar el estado. Por otro lado, 
otros sostienen que es mejor destinar los recursos actuales a fortalecer la lu-
cha contra las violaciones, es decir, a reforzar el esfuerzo militar del Estado 
para evitar que nuevas víctimas se presenten. 
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Los	 consejeros	 que	 defienden	 esta	 posición	 argumentan	 que	 es	 no	 solo	
políticamente conveniente la implementación de las medidas, sino que ade-
más es jurídica y éticamente obligatorio adoptarlas. Sostienen que el estado 
no	puede	esperar	acabar	con	el	conflicto	(algo	que	puede	tardar	años)	para	
empezar a aliviar la situación de las víctimas actuales. Argumentan que una 
política de reparaciones podría iniciarse hoy, sin perjuicio de una política 
posterior para las víctimas futuras. Además, consideran que la mejor ma-
nera	de	promover	el	final	del	 conflicto	y	 la	 reconciliación	es	a	partir	del	
reconocimiento de las víctimas actuales. Finalmente, sostienen que las nor-
mas internacionales generan una obligación de inmediato cumplimiento al 
estado, la cual debe ser cumplida. 

Preguntas

1. Analice las dos posiciones, con base en los conocimientos adquiridos 
sobre el concepto, mecanismos y procesos asociados con la justicia 
transicional.

2. En un escrito corto establezca cuáles son los fundamentos de las dos 
posiciones y argumento, con base en lo analizado en esta capacita-
ción, cuál es la posición que usted considera más deseable y qué al-
cance deben tener las medidas de justicia transicional que se adoptan 
en el modelo transicional colombiano. 
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Amnistías: Son aquellas medidas jurídicas que tienen como efecto impe-
dir el enjuiciamiento penal o las acciones civiles contra ciertas personas o 
categorías	 de	 personas	 con	 respecto	 a	 una	 conducta	 criminal	 específica.	
También pueden ser consideradas como amnistías aquellas medidas que 
buscan la anulación retrospectiva de la responsabilidad jurídica anterior-
mente determinada. 

Comisiones de la Verdad:	 la	 frase	comisiones	de	 la	verdad	se	 refiere	a	
órganos	oficiales,	 temporales	y	de	constatación	de	hechos	que	no	 tienen	
carácter judicial y se ocupan de investigar abusos de los derechos huma-
nos o el derecho humanitario que se hayan cometido a lo largo de varios 
años. Aun cuando su denominación suele variar (Comisiones de la verdad 
y reconciliación, comisiones de esclarecimiento histórico, comisiones de in-
vestigación, etc), estos órganos comparten al menos las siguientes caracte-
rísticas: i) se centran en el pasado; ii) investigan un patrón de abusos en un 
período de tiempo, en vez de un acontecimiento concreto; iii) son órganos 
temporales que usualmente funcionan de seis meses a dos años y terminan 
su trabajo con la entrega de un informe; y iv) son aprobadas, autorizadas o 
facultadas	oficialmente	por	el	Estado.	

Conflicto Armado Interno: son enfrentamientos armados prolongados 
que ocurren entre fuerzas armadas gubernamentales y las fuerzas de uno o 
más grupos armados, o entre estos grupos, que surgen en el territorio de 
un Estado [Parte en los Convenios de Ginebra]. El enfrentamiento armado 
debe alcanzar un nivel mínimo de intensidad y las partes que participan en 
el	conflicto	deben	poseer	una	organización	mínima. 

Crímenes de Guerra: Infracciones graves al Derecho Internacional Hu-
manitario y, en general, violaciones graves de las leyes y usos aplicables en 
los	conflictos	armados	internacionales	y	no	internacionales.	Dentro	de	las	
conductas señaladas como Crímenes de Guerra por el Estatuto de la Cor-
te Penal Internacional se encuentran, entre otras, dirigir ataques contra la 
población civil, causar la muerte o lesiones a una persona que esté fuera 
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de combate, atacar bienes protegidos, matar o herir a traición, utilizar a 
personas protegidas como escudos, la prostitución forzada, el embarazo 
forzado,	la	esterilización	forzada	y	la	violencia	sexual.	

Crímenes de Lesa Humanidad: Actos crueles que atentan contra la con-
ciencia jurídica de la humanidad, en los que se incluye: el asesinato, extermi-
nio, deportación o desplazamiento forzoso, tortura, violación, prostitución 
forzada, esterilización forzada y encarcelación o persecución por motivos 
políticos, religiosos, ideológicos, raciales, étnicos, de orientación	 sexual u 
otros	definidos	expresamente,	desaparición forzada, secuestro o cualquier 
acto inhumano que cause graves sufrimientos o atente contra la salud men-
tal o física de quien los sufre, siempre que dichas conductas se cometan 
como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población 
civil y con conocimiento de dicho ataque.

Depuración: Los procesos de depuración de los empleados de la adminis-
tración	pública	que	se	realizan	en	contextos	de	justicia	transicional	tienen	
como	propósito	excluir	del	servicio	público	a	personas	con	graves	caren-
cias	de	integridad	con	el	fin	de	establecer	o	restablecer	la	confianza	de	los	
ciudadanos y legitimar o volver a legitimar a las instituciones públicas. La 
integridad	se	refiere	a	las	cualidades	que	le	permiten	cumplir	ese	mandato	
de conformidad con los derechos humanos fundamentales, las normas pro-
fesionales y los principios del Estado de derecho.

Derecho a la Justicia: Es el derecho que tienen las víctimas a que el Esta-
do emprenda investigaciones rápidas, minuciosas, independientes e impar-
ciales de las violaciones de los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario que han sufrido y adopte las medidas apropiadas respecto de 
sus autores, especialmente en la esfera de la justicia penal, para que sean 
procesados, juzgados y condenados debidamente. Conforme a los tratados 
sobre derechos humanos y derecho internacional humanitario, para la ga-
rantía de este derecho, los Estados tienen los siguientes deberes en relación 
con las víctimas de violaciones: (i) garantizar recursos accesibles y efectivos 
para reivindicar sus derechos; (ii) asegurar el acceso a la justicia; (iii) inves-
tigar las violaciones de los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario; y (iv) cooperar en la prevención y sanción de los delitos inter-
nacionales y las graves violaciones de derechos humanos.
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125Derecho a la Reparación: Es el derecho al que tienen las víctimas de 
graves violaciones de los derechos humanos y de infracciones graves al 
derecho internacional humanitario a ser resarcidas de manera adecuada, di-
ferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han sufrido por causa 
de las violaciones a sus derechos. La reparación integral incluye además 
de la restitución y de la compensación, una serie de medidas tales como la 
rehabilitación, la satisfacción y garantías de no repetición. Así, el derecho 
a la reparación integral supone el derecho a la restitución de los derechos 
y bienes jurídicos y materiales de los cuales ha sido despojada la víctima; 
la indemnización de los perjuicios; la rehabilitación por el daño causado; 
medidas simbólicas destinadas a la reivindicación de la memoria y de la 
dignidad de las víctimas; así como medidas de no repetición para garantizar 
que las organizaciones que perpetraron los crímenes investigados sean des-
montadas	y	las	estructuras	que	permitieron	su	comisión	removidas,	a	fin	de	
evitar que las vulneraciones continuas, masivas y sistemáticas de derechos 
se repitan. 

Derecho a la Verdad: Es un derecho fundamental de las víctimas de gra-
ves violaciones de los derechos humanos y de infracciones graves al dere-
cho internacional humanitario que implica: (i) el derecho de las víctimas 
y de sus familiares a conocer la verdad real sobre lo sucedido, (ii) a saber 
quiénes fueron los responsables de los atentados y violaciones de los dere-
chos humanos, y (iii) a que se investigue y divulgue públicamente la verdad 
sobre los hechos. En el caso de violación del derecho a la vida, el derecho 
a la verdad implica que los familiares de las víctimas deben poder conocer 
el paradero de los restos de sus familiares. Este derecho tiene un doble ca-
rácter, pues no solo se predica respecto de las víctimas y sus familiares, sino 
respecto	de	la	sociedad	como	un	todo	con	el	fin	de	lograr	la	perpetración	
de la memoria histórica. 

Derecho Internacional Humanitario: Conjunto de normas de derecho 
internacional, ya sean de carácter convencional o consuetudinario, que se 
aplican	en	los	conflictos	armados	internacionales	e	internos	con	el	fin	de	
limitar las hostilidades para proteger a quienes no participan en ella y aten-
der	de	manera	humanitaria	a	las	víctimas	de	dichos	conflictos.	Estas	nor-
mas protegen a las personas y los bienes que resultan afectados o pueden 
resultar	afectados	por	los	mencionados	conflictos.	Las	normas	de	carácter	
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convencional son aquellas que hacen parte de los tratados (como son los 
Convenios de Ginebra). Las consuetudinarias son las que han surgido de la 
costumbre o práctica común aceptada por los Estados como obligatoria. 

Desarme: Consiste en recoger, documentar, controlar y eliminar armas 
pequeñas,	municiones,	explosivos	y	armas	ligeras	y	pesadas	en	posesión	de	
los combatientes y a menudo de la población civil.

Desmovilización:	Es	la	baja	oficial	y	controlada	de	los	combatientes	ac-
tivos de las fuerzas y grupos armados, lo que incluye una fase de “reinser-
ción”	en	que	se	proporciona	asistencia	a	corto	plazo	a	los	ex	combatientes.

Estado de derecho:	Se	refiere	a	un	principio	de	gobierno	según	el	cual	
todas las personas, instituciones y entidades, públicas y privadas, incluido el 
propio Estado, están sometidas a unas leyes que se promulgan públicamen-
te, se hacen cumplir por igual y se aplican con independencia, además de 
ser compatibles con las normas y los principios internacionales de derechos 
humanos.	Asimismo,	exige	que	se	adopten	medidas	para	garantizar	el	res-
peto de los principios de primacía de la ley, igualdad ante la ley, rendición de 
cuentas ante la ley, equidad en la aplicación de la ley, separación de poderes, 
participación en la adopción de decisiones, legalidad, no arbitrariedad, y 
transparencia procesal y legal

Garantías de no repetición: Son medidas de carácter administrativo, le-
gislativo o judicial, tendientes a que las víctimas no vuelvan a ser objeto de 
violaciones de su dignidad. Estas medidas tienen un alcance o repercusión 
pública, y en muchas ocasiones resuelven problemas estructurales viéndose 
beneficiadas	no	 solo	 las	víctimas	del	 caso	pero	 también	otros	miembros	
y grupos de la sociedad. Las garantías de no repetición se pueden dividir 
a	su	vez	en	tres	grupos,	según	su	naturaleza	y	finalidad:	a)	capacitación	a	
funcionarios públicos y educación a la sociedad en derechos humanos; b) 
adopción de medidas de derecho interno; c) adopción de medidas para ga-
rantizar la no repetición de violaciones.

Genocidio: Es un delito internacional que comprende cualquiera de los 
actos perpetrados con la intención de destruir, total o parcialmente, a un 
grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal. Estos actos comprenden 
la matanza y lesión grave a la integridad física o mental de los miembros 
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127del	grupo,	el	sometimiento	intencional	del	grupo	a	condiciones	de	existen-
cia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial, las medidas 
destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo, y el traslado por la 
fuerza de niños del grupo a otro grupo.

Impunidad:	Inexistencia,	de	hecho	o	de	derecho,	de	responsabilidad	penal	
por parte de los autores de violaciones, así como de responsabilidad civil, 
administrativa o disciplinaria. La impunidad surge cuando el autor de una 
violación de derechos humanos se mantiene ajeno a i) las investigaciones 
encaminadas a su inculpación, detención o procesamiento; o, ii) en el caso 
de ser reconocido como culpable, a una pena apropiada y/o a la indemni-
zación del daño causado.

Infracciones graves al Derecho Internacional Humanitario: Conduc-
tas con las cuales los combatientes o las personas que participan directa-
mente en las hostilidades desconocen las obligaciones y prohibiciones que 
les	imponen	las	normas	aplicables	en	situaciones	de	conflicto	armado	inter-
nacional o interno. Es	una	expresión	equivalente	a	los	crímenes	de	guerra.	

Ius cogens: Tradicionalmente vinculado con la noción de orden público 
internacional, el concepto de ius cogens	supone	que	existen	algunas	normas	
tan fundamentales para la comunidad internacional que los Estados no pue-
den derogarlas. De acuerdo con el artículo 53 del Tratado de Viena de 1969 
sobre el derecho de los tratados, una norma de ius cogens corresponde a: 
“una norma aceptada y reconocida por la comunidad internacional de Esta-
dos en su conjunto como norma que no admite acuerdo en contrario y que 
solo	puede	ser	modificada	por	una	norma	ulterior	de	derecho	internacional	
general que tenga el mismo carácter”. 

Justicia correctiva: Es	una	teoría	de	la	justicia	que	defiende	la	obligación	
de restaurar situaciones inequitativas para revertir la ilegalidad de un hecho 
que ha producido un daño. En la Ética a Nicómaco (libro V, capítulo III), 
Aristóteles sostiene que la justicia correctiva es aquélla que tiene lugar cuan-
do un ciudadano ha “cometido una injusticia contra otro, o cuando una de 
las partes ha provocado un daño y otro lo ha sufrido”. En virtud de esta 
teoría	de	justicia	se	ha	construido	la	máxima	de	justicia	de	las	reparaciones	
que sostiene que quien ha producido un daño está obligado a repararlo. 
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Justicia distributiva: Es una concepción de justicia respecto de lo que 
debe ser considerado como justo o correcto en cuanto a la asignación de 
los bienes y cargas en una sociedad. Los principios de la justicia distributiva 
son principios normativos diseñados para guiar la asignación de los bene-
ficios	y	las	cargas	de	las	actividades	sociales	y	económicas	en	una	sociedad	
determinada para asegurar un mínimo de igualdad material entre asociados.

Justicia restaurativa: es una teoría de justicia que enfatiza que la repara-
ción del daño causado por una conducta delictiva se alcanza mejor a través 
de procesos cooperativos que incluyen a todos los interesados. La justicia 
restaurativa es considerada como un nuevo movimiento en el campo de la 
victimología y criminología que reconoce que el crimen causa daños a las 
personas y comunidades, y que insiste en que la justicia repare esos daños 
mediante la participación de las partes en ese proceso. Los programas de 
justicia restaurativa generalmente promueven que las víctimas, el infractor y 
los miembros afectados de la comunidad estén directamente involucrados 
en dar una respuesta al crimen.

Justicia retributiva: Es una teoría de la justicia, también llamada retribu-
cionismo, que sostiene que la retribución proporcional de una sanción es 
una respuesta moralmente aceptable cuando se ha cometido una falta o 
crimen,	independientemente	de	que	esta	medida	produzca	o	no	beneficios	
y/o perjuicios tangibles. La justicia retributiva, como una teoría de la pena 
o el castigo, es uno de los componentes fundamentales del derecho penal.

Justicia Transicional: Variedad de procesos y mecanismos asociados con 
los intentos de una sociedad por resolver los problemas derivados de un 
pasado	de	abusos	a	gran	escala,	a	fin	de	que	los	responsables	rindan	cuentas	
de sus actos, servir a la justicia y lograr la reconciliación. Tales mecanismos 
pueden	ser	 judiciales	o	extrajudiciales	y	 tener	distintos	niveles	de	partici-
pación internacional (o carecer por completo de ella) así como abarcar el 
enjuiciamiento de personas, el resarcimiento, la búsqueda de la verdad, la 
reforma institucional, la investigación de antecedentes, la remoción del car-
go o combinaciones de todos ellos. 

Ley de Justicia y Paz: Es el nombre corriente que se le da a la Ley 975 de 
2005, por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miem-
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129bros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan 
de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras dis-
posiciones para acuerdos humanitarios. Su objetivo es facilitar los procesos 
de paz y la reincorporación individual o colectiva a la vida civil de miem-
bros de grupos armados al margen de la ley, garantizando los derechos de 
las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Para esto, la ley regula la 
investigación,	procesamiento,	sanción	y	beneficios	judiciales	de	las	perso-
nas vinculadas a grupos armados organizados al margen de la ley, como 
autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión 
de la pertenencia a esos grupos, que decidan desmovilizarse y contribuir 
decisivamente a la reconciliación nacional. La ley entiende por grupo arma-
do organizado al margen de la ley, al grupo de guerrilla o de autodefensas, 
o	una	parte	significativa	e	integral	de	los	mismos	como	bloques,	frentes	u	
otras modalidades de esas mismas organizaciones. 

Ley de víctimas y restitución de tierras: Es el nombre con el que se 
conoce la Ley 1448 de 2011, por la cual se dictan medidas de atención, asis-
tencia	y	reparación	integral	a	las	víctimas	del	conflicto	armado	interno	y	se	
dictan otras disposiciones. Es una herramienta legal que reconoce los daños 
que	han	sufrido	miles	de		personas	y	comunidades	por	causa	del	conflicto	
armado interno colombiano, y que por ser víctimas  de la violencia tienen 
derecho a saber la verdad de lo que les sucedió,  a que se haga justicia y a 
obtener	una	justa	reparación.	En	la	medida	que	contempla	medidas	excep-
cionales	que	buscan	pasar	de	un	contexto	de	violencia	a	uno	de	paz,	es	un	
instrumento de justicia transicional, ya que busca la reconciliación; especial-
mente, se orienta a ayudar, asistir y reparar a las personas afectadas  por el 
conflicto	armado.

Ley sobre acuerdos de verdad histórica: La ley 1424 de 2010, o Ley de 
acuerdos sobre la verdad histórica, es un mecanismo legal que permite ob-
tener	beneficios	jurídicos	a	los	desmovilizados	de	los	grupos	paramilitares	
que hayan cometido únicamente los delitos de concierto para delinquir sim-
ple o agravado, utilización ilegal de uniformes e insignias, utilización ilícita 
de equipos transmisores o receptores, y porte ilegal de armas de fuego o 
municiones de uso privativo de las Fuerzas Armados o de defensa personal, 
como consecuencia de su pertenencia a dichos grupos, siempre y cuando 
estos contribuyan con la verdad y la reparación de las víctimas. El Acuerdo 
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de Contribución a la Verdad Histórica y la Reparación, es el documento 
que contiene el compromiso de los desmovilizados y el gobierno, para ga-
rantizar	el	aporte	a	la	verdad	histórica	del	conflicto	armado	en	el	país,	en	
tres temas clave: la conformación de los grupos organizados al margen de 
la	ley;	el	contexto	general	de	la	participación	del	desmovilizado	en	el	grupo	
armado ilegal; todos los hechos y actuaciones de que tengan conocimiento 
en razón a su pertenencia al grupo armado ilegal.

Marco Legal para la Paz: Nombre con el cual se conoce a la reforma 
constitucional introducida mediante el Acto Legislativo 01 de 2012, “Por 
medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional 
en el marco del artículo 22 de la Constitución Política”. Mediante esta re-
forma se introdujeron normas para establecer un marco constitucional que 
permita poner en marcha una estrategia integral de justicia transicional que 
garantice la satisfacción de los derechos de las víctimas y el logro de la tran-
sición hacia la paz. Este marco traza los límites y obligaciones fundamenta-
les de cualquier estrategia de justicia transicional, incorporando un catálogo 
de	medidas	de	carácter	judicial	y	extrajudicial.

Memoria Histórica: Son los esfuerzos sociales y consientes de recons-
trucción	del	pasado	para	dignificarlo	y	respetarlo.	En	Colombia,	los	esfuer-
zos de memoria histórica buscan una construir una narrativa integradora e 
incluyente	sobre	las	razones	para	el	surgimiento	y	la	evolución	del	conflicto	
armado interno, sobre los actores e intereses en pugna, así como sobre las 
memorias que se han gestado en medio del mismo, con opción preferen-
cial por las memorias de las víctimas y por las que han sido hasta ahora 
suprimidas, subordinadas o silenciadas. Así, trabajar la memoria histórica 
implica	incluir	voces	que	han	sido	continuamente	excluidas	y	suprimidas	de	
los procesos de elaboración de la historia, sobre todo de aquella versión que 
se	selecciona	para	ser	oficializada	en	 textos	escolares,	discursos	públicos,	
monumentos o museos.

Reconciliación: Es tanto una meta como un proceso de largo plazo, de 
personas o sociedades, encaminado a construir un clima de convivencia 
pacífica	basado	en	la	instauración	de	nuevas	relaciones	de	confianza	entre	
los ciudadanos y las instituciones del Estado y entre ellos mismos, así como 
la profundización de la democracia, con la participación de las instituciones 
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131y	 la	 sociedad	civil.	La	 reconciliación	democrática	 tiene	como	finalidades:	
la	generación	de	un	diálogo	entre	las	partes	involucradas	en	el	conflicto;	el	
fortalecimiento del Estado Social de Derecho y la democracia participativa 
para	que	las	instituciones	puedan	ser	el	espacio	por	excelencia	para	trami-
tar	los	conflictos	y	las	diferencias	entre	los	ciudadanos;	el	desarrollo	de	un	
proceso genuino de desarme y reinserción; y la creación de condiciones de 
seguridad y presencia del Estado, con todas sus instituciones, en todo el 
territorio nacional, bajo estricto respeto de los derechos humanos.

Reinserción:	Es	el	proceso	por	el	cual	 los	ex	combatientes	adquieren	 la	
condición de civiles y obtienen un empleo y unos ingresos estables. Se trata 
de un proceso político, social y económico sin unos plazos establecidos y 
que tiene lugar sobre todo a nivel de las comunidades locales. 

Víctima: toda persona que haya sufrido daños, individual o colectivamen-
te, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas 
económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como 
consecuencia de acciones u omisiones que constituyan una violación mani-
fiesta	de	las	normas	internacionales	de	derechos	humanos	o	una	violación	
grave del derecho internacional humanitario. El término “víctima” también 
comprende a la familia inmediata o las personas a cargo de la víctima directa 
y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar asisten-
cia a víctimas en peligro o para impedir la victimización. Una persona es 
considerada víctima con independencia de si el autor de la violación ha sido 
identificado,	 aprehendido,	 juzgado	o	 condenado	y	de	 la	 relación	 familiar	
que	pueda	existir	entre	el	autor	y	la	víctima.

Violaciones graves de derechos humanos: La frase “delitos graves con-
forme al derecho internacional” comprende graves violaciones de los Con-
venios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y de su Protocolo Adicional I de 
1977 y otras violaciones del derecho internacional humanitario que consti-
tuyen delitos conforme al derecho internacional: el genocidio, los crímenes 
de lesa humanidad y otras violaciones de los derechos humanos interna-
cionalmente protegidos que son delitos conforme al derecho internacional 
y/o	respecto	de	los	cuales	el	derecho	internacional	exige	a	los	Estados	que	
impongan penas por delitos, tales como la tortura, las desapariciones forza-
das,	la	ejecución	extrajudicial	y	la	esclavitud.
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